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IV. políticas comerciales, por sectores

1) Panorama general

1. Los Estados Unidos son uno de los mayores productores, exportadores e importadores de productos agropecuarios del mundo.  Según las estimaciones de la OCDE, la ayuda global a la agricultura, incluyendo las medidas en frontera y los pagos oficiales, representó en 2006 el 11 por ciento de los ingresos agrícolas brutos, una disminución de cinco puntos porcentuales con respecto a 2004.  Esta reducción es en buena medida reflejo del aumento de los precios de los productos básicos, algunos de los cuales, como el azúcar y la leche, siguen recibiendo elevados niveles de ayuda.  Además, los pagos efectuados de conformidad con algunos programas relativos a los productos básicos (por ejemplo, los préstamos de asistencia a la comercialización) suponen incentivos para la utilización de los recursos que podrían no corresponderse con las señales que emiten los mercados y afectar al comercio cuando los productos subvencionados se abren paso en los mercados mundiales.  Algunos aspectos de los programas de ayuda interna fueron impugnados con arreglo a las normas multilaterales durante el período objeto de examen.  La expiración de la Ley de Agricultura de 2002 y el entorno actual, caracterizado por unos precios elevados de los productos básicos, brindarían la oportunidad de introducir cambios en las políticas encaminados a una mayor orientación del sector agropecuario hacia el mercado, lo que redundaría en beneficio tanto de los consumidores como de los contribuyentes.

2. Los Estados Unidos son un importante productor y consumidor de minerales y energía.  En su política energética hacen hincapié en la producción nacional de energía y conceden incentivos fiscales y de otro tipo para el suministro de combustibles alternativos y renovables.  La ayuda a la producción nacional de etanol incluye la concesión de incentivos fiscales y la aplicación de derechos a su importación;  estas medidas podrían repercutir considerablemente en las pautas mundiales de producción.  La Ley de Política Energética de 2005 contiene disposiciones para abordar las deficiencias en el marco reglamentario que regula los mercados de la electricidad.  Al aplicar las normas de ahorro de combustible, los automóviles producidos en los países del TLCAN reciben un trato distinto de los demás vehículos.

3. Los Estados Unidos son el mayor productor mundial de productos manufacturados.  La productividad multifactorial y la producción del sector han aumentado, pero su participación en el valor añadido y el empleo totales en el país ha disminuido.  Los aranceles aplicados a los productos manufacturados suelen ser bajos, pero las crestas arancelarias han protegido de la competencia internacional a unas cuantas ramas de producción, por ejemplo los textiles, las prendas de vestir, y el calzado y el cuero.

4. El sector de los servicios financieros representa en torno al 8 por ciento del PIB y el 12 por ciento del comercio de servicios.  Durante el período objeto de examen no se han producido grandes cambios en la legislación estadounidense relativa a los servicios financieros.  No obstante, el sector ha resultado considerablemente afectado por las turbulencias en torno a las hipotecas de riesgo superior a la media (véase el capítulo I), lo que sugiere la necesidad de mejorar la supervisión financiera.  A este respecto, se está estudiando la posibilidad de introducir cambios en la reglamentación vigente para restringir ciertas prácticas hipotecarias.

5. En todos los Estados está permitida la entrada inicial en el mercado estadounidense mediante el establecimiento o la adquisición de una filial de un banco nacional por un extranjero.  Las filiales de bancos extranjeros instaladas en los Estados Unidos reciben trato nacional.  No obstante, los bancos de propiedad extranjera, a diferencia de los nacionales, están obligados a establecer una filial bancaria asegurada para aceptar o mantener depósitos minoristas de nacionales cuyo importe sea menor de 100.000 dólares EE.UU.  Las sucursales y agencias de bancos extranjeros tienen las mismas facultades que los bancos, pero las agencias no pueden aceptar depósitos de ciudadanos de los Estados Unidos ni de residentes en el país.  Existen algunas limitaciones a nivel de los Estados para la adquisición o establecimiento de bancos constituidos en los Estados, así como para el establecimiento de sucursales o agencias.

6. El sector de los servicios de seguros está reglamentado fundamentalmente a nivel de los Estados.  Las compañías, agentes y corredores de seguros deben obtener una licencia de conformidad con las leyes de cada Estado en que se encuentre el riesgo que se proponen asegurar, pero los Estados de los Estados Unidos han adoptado medidas para facilitar las operaciones entre varios Estados.  Los extranjeros pueden adquirir una compañía de seguros autorizada en cualquier Estado, establecer filiales en 47 Estados u operar como sucursales en 36 Estados y en el Distrito de Columbia.  Se aplica un impuesto federal sobre las pólizas de seguro que cubren riesgos situados en el país, al tipo del 1 por ciento del importe bruto de las primas sobre todos los reaseguros, pero la tasa es del 4 por ciento para los seguros distintos de los de vida cuando el asegurador no está sujeto al impuesto estadounidense sobre los ingresos netos respecto de las primas.

7. El mercado estadounidense de las telecomunicaciones, el mayor del mundo en cuanto a ingresos, está abierto a la participación extranjera y es muy competitivo.  Durante el período objeto de examen, la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) eliminó algunas prescripciones de desagregación para establecer la igualdad de condiciones desde el punto de vista reglamentario entre los proveedores de acceso a Internet por banda ancha.  Se está examinando un plan de reforma integral de compensación entre empresas.  Los Estados Unidos mantienen varias restricciones a la propiedad de medios de comunicación con la finalidad de fomentar la competencia, la diversificación y el arraigo local en la producción de esos medios.  A finales de 2007, la FCC aprobó la suavización de una de estas restricciones.  Ha adoptado normas para facilitar la entrada de los servicios de vídeo en el mercado.

8. Desde 2006 no se han registrado cambios importantes en la política o la legislación en materia de transporte marítimo.  La Ley Jones reserva el servicio de cargas entre puntos situados en los Estados Unidos a los buques matriculados y construidos en el país, que pertenezcan a una empresa estadounidense y cuyo personal esté formado por ciudadanos estadounidense en un 75 por ciento.  Los servicios internos de pasajeros están sujetos a prescripciones análogas.  Sin embargo, pueden concederse excepciones y las empresas extranjeras pueden establecer compañías de transporte marítimo en los Estados Unidos en determinadas condiciones.  En cambio, el mercado estadounidense de transporte marítimo internacional está abierto en general a la competencia extranjera, aunque se aplican algunas preferencias de carga.  Se calcula que de conformidad con las leyes sobre preferencia de la carga se han reorientado importantes volúmenes de carga hacia buques de los Estados Unidos, aunque en la práctica la parte del león del transporte marítimo internacional sigue correspondiendo a los buques extranjeros.
9. Desde 2006 no se han producido modificaciones legislativas importantes que afectaran al sector del transporte aéreo.  La rentabilidad de las líneas aéreas estadounidenses ha mejorado y a finales de 2007 ninguna de las grandes aerolíneas nacionales necesitaba protección frente a la quiebra.  Subsisten restricciones en el acceso al mercado en forma de requisitos de propiedad y control estadounidenses, y la participación extranjera en la propiedad de una empresa transportista estadounidense está limitada legalmente a un máximo del 25 por ciento de las acciones con derecho de voto.  El suministro de servicios internos de transporte aéreo sólo se permite a los transportistas estadounidenses.  La Ley "Fly America" exige generalmente que el transporte financiado por el Gobierno de los Estados Unidos sea realizado por transportistas aéreos nacionales, pero permite la participación extranjera en el marco de acuerdos internacionales.  Los Estados Unidos han suscrito acuerdos bilaterales de aviación con 97 países, de los cuales 79 son acuerdos de cielos abiertos.  El Acuerdo de Transporte Aéreo entre los Estados Unidos y la UE, que se aplica con carácter provisional desde el 30 de marzo de 2008, introduce varias medidas de liberalización.  Todos los aeropuertos estadounidenses de uso público que prestan servicios comerciales son actualmente propiedad de los Estados o los gobiernos locales.  En 1996 se aprobó una ley en virtud de la cual se establecía el Programa Piloto de Privatización de Aeropuertos.  Hasta la fecha ha participado un aeropuerto, pero posteriormente volvió a ser de propiedad pública.

10. En los últimos años no se han introducido cambios importantes en la reglamentación de los servicios profesionales.  Los Estados son responsables de la reglamentación, la concesión de licencias y la supervisión de las profesiones ejercidas en sus jurisdicciones.  La falta de un régimen normativo nacional da lugar a diferentes condiciones de acceso a los mercados en los distintos Estados.  El acceso al mercado extranjero en algunos Estados está afectado por las prescripciones en materia de presencia local, domicilio social, nacionalidad o forma jurídica de la entrada.

2) Agricultura

i) Introducción

11. Los Estados Unidos son uno de los mayores productores, exportadores e importadores de productos agropecuarios del mundo.  El valor de la producción agropecuaria ascendió aproximadamente a 292.000 millones de dólares EE.UU. en 2007.
  Se prevé que el valor de la producción agrícola, que representa en torno al 51 por ciento del valor total de la producción agropecuaria, alcanzará un nivel sin precedentes en 2008 (176.000 millones de dólares EE.UU), debido principalmente al aumento de los precios de los productos básicos.  Las exportaciones agrícolas alcanzaron 90.000 millones de dólares EE.UU. en 2007, lo que equivale aproximadamente al 9 por ciento de las exportaciones estadounidenses totales.
  Los principales productos exportados fueron cereales y piensos, soja, carne roja y sus productos.  Las importaciones agrícolas ascendieron a 72.000 millones de dólares EE.UU., en torno al 4 por ciento de las importaciones totales.  Los principales productos importados fueron legumbres y hortalizas, frutas, cereales y piensos.

12. La Ley de Ordenación Agraria de 1938 y la Ley de Agricultura de 1949 constituyen lo que se denomina el marco legal "permanente" que rige el sostenimiento de los precios de los productos básicos y la ayuda a los ingresos en los Estados Unidos.  El Congreso federal promulga periódicamente leyes que modifican y suspenden disposiciones de las leyes permanentes.  La última ley de ese tipo fue la Ley de Seguridad Agrícola e Inversión Rural de 2002 (la "Ley de Agricultura de 2002"), promulgada en mayo de 2002.  Además, el Congreso presta asistencia complementaria y ayuda de urgencia ad hoc mediante otras leyes.

13. En el marco de la Ley de Agricultura de 2002 se prestó apoyo a los productos básicos cosechados hasta 2007.  En el caso de otros programas, la Ley de Agricultura de 2002 concedió ayuda hasta septiembre de 2007, y fue prorrogada hasta el 15 de marzo de 2008.  En ausencia de nuevas leyes agrícolas, los pagos para los productos básicos cosechados en 2008 se realizarán según lo dispuesto en el marco legal permanente que rige la ayuda agrícola.  A principios de 2008, el Congreso estaba trabajando en una nueva ley de agricultura.

14. La estimación de la OCDE de la ayuda a los productores ofrece un cálculo más completo de la ayuda, que incluye los pagos oficiales a los productores y el sostenimiento de precios.  El promedio anual de esta ayuda, según la estimación referente a los Estados Unidos, fue de 42.500 millones de dólares EE.UU. en 2004 y 2005.
  El porcentaje respecto de los ingresos brutos del productor fue del 16 por ciento en los dos años, frente al 30 por ciento registrado en el conjunto de la OCDE.  Los datos provisionales de 2006 indican una disminución drástica de la estimación de la ayuda a los productores, que se reduciría a 29.300 millones de dólares EE.UU., equivalentes al 11 por ciento de los ingresos brutos de los productores, el tercer nivel más bajo en la OCDE.  Entre los productos examinados por la OCDE, el azúcar, la lana y la leche recibieron las mayores transferencias otorgadas a un producto, medidas en proporción de los ingresos brutos del productor en el período 2004-2006.  La ayuda al azúcar y la leche se concede principalmente en forma de sostenimiento de los precios del mercado, mientras la ayuda a la lana se otorga sobre todo mediante pagos basados en la producción.  Según la OCDE, la reducción prevista para 2006 de la ayuda estimada a los productores se debe más al aumento de los precios mundiales de los productos básicos que a cambios en las políticas.

15. La Corporación de Créditos para Productos Básicos (CCC), corporación federal administrada por el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos, gestiona la mayor parte de las transacciones financieras efectuadas con arreglo a los programas agrícolas federales.  El promedio anual de los desembolsos netos de la CCC en el marco de la Ley de Agricultura de 2002 (ejercicios fiscales 2002-2007) ascendió a 16.800 millones de dólares EE.UU., rebasando en unos 1.000 millones el promedio anual de los seis ejercicios fiscales anteriores.
  Los desembolsos de la Corporación se duplicaron prácticamente entre 2004 y 2005, alcanzando 20.200 millones de dólares EE.UU., como reflejo de los bajos precios de los productos básicos y el incremento de la ayuda en caso de desastres y emergencia.  En 2006 permanecieron a ese elevado nivel.  El Departamento de Agricultura prevé una reducción de los desembolsos netos de la CCC a partir de 2007, pues el aumento de la demanda de producción de etanol a partir del maíz provoca un incremento de los precios del maíz y otros cultivos (véase también la sección 3) infra).

16. Los Estados Unidos han adoptado medidas para cumplir las recomendaciones y resoluciones del Órgano de Solución de Diferencias en relación con diversas medidas de apoyo estadounidenses al algodón americano (upland) (véase la sección iv) infra).  En este contexto, el Brasil solicitó en agosto de 2006 el establecimiento de un grupo especial de la OMC sobre el cumplimiento.
  Este grupo especial constató que ciertos cambios efectuados en los programas del algodón de los Estados Unidos eran insuficientes para poner las medidas impugnadas por el Brasil en conformidad con las normas de las OMC.
  Los Estados Unidos apelaron contra algunas de las constataciones del grupo especial en febrero de 2008.
  En noviembre de 2007, el Canadá y el Brasil solicitaron el establecimiento de grupos especiales de la OMC para que examinaran si la ayuda interna concedida en el pasado por los Estados Unidos a la agricultura había superado el tope aplicable en la OMC.
  En diciembre de 2008, el Órgano de Solución de Diferencias estableció un único grupo especial encargado de las dos solicitudes.

ii) Medidas en frontera

17. El promedio de los aranceles NMF aplicados a la agricultura (definición de la OMC) en 2007 fue del 8,9 por ciento (incluyendo los equivalentes ad valorem de los tipos no expresados ad valorem) (véase asimismo el capítulo III 2) iv)).  Esto representa un poco más del doble de la protección que se otorga al sector no agrícola.

18. Alrededor de 195 líneas arancelarias están sujetas a contingentes arancelarios (cuadro AIV.1).  El promedio aritmético de los aranceles NMF fuera de contingente en 2007 fue del 42 por ciento aproximadamente, y el promedio dentro del contingente, del 9,1 por ciento.
  Cerca del 91 por ciento de los aranceles fuera de contingente son aranceles no expresados ad valorem, frente a casi un 28 por ciento de los aranceles dentro de los contingentes.  La última notificación de contingentes arancelarios efectuada por los Estados Unidos se refiere a 2003.

19. Ciertas partes de los contingentes arancelarios se asignan generalmente a determinados países.  Así ocurre con la mayoría de los productos sujetos a contingentes arancelarios, con inclusión de la carne de bovino, ciertos productos lácteos, los cacahuetes y la mantequilla de cacahuete, el chocolate en copos y el tabaco (cuadro AIV.1).  Además de los contingentes arancelarios estipulados en su Lista de compromisos de la OMC, los Estados Unidos han asignado otros contingentes arancelarios a sus interlocutores comerciales en régimen preferencial en virtud de acuerdos de libre comercio.

20. El acceso a los contingentes arancelarios se otorga sobre la base del orden de presentación de las solicitudes, salvo para los productos lácteos y el azúcar.  En el caso de los productos lácteos se da acceso a importadores "tradicionales", importadores designados por los gobiernos de los países exportadores, y sobre la base de un sorteo.  Puede emplearse un único método o más de uno, según el producto de que se trate.  Se utiliza un sistema de licencias para administrar el acceso.
  Puede solicitar licencia cualquier importador, incluidos los fabricantes de productos similares.

21. El acceso a los contingentes arancelarios de azúcar en bruto se otorga a los países exportadores y no a los importadores.  Se administra mediante certificados de admisibilidad
, que otorga el Departamento de Agricultura sobre la base de las asignaciones determinadas por el USTR.  Las importaciones de azúcar en bruto efectuadas dentro del contingente deben ir acompañadas de un certificado de admisibilidad a los contingentes validado por la autoridad certificadora del país exportador.  Los certificados son gratuitos.

22. Los Estados Unidos se han reservado el derecho a aplicar aranceles adicionales a las importaciones fuera de contingente de productos sujetos a contingentes arancelarios si sus precios de importación se sitúan por debajo de un precio de activación (salvaguardias basadas en el precio) o si las cantidades exceden de un determinado umbral (salvaguardias basadas en el volumen), de conformidad con las disposiciones de salvaguardia especial establecidas en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.  Los Estados Unidos invocan automáticamente medidas de salvaguardia basadas en el precio envío por envío.

23. En diciembre de 2007, los Estados Unidos notificaron a la OMC que entre 2003 y 2006 no habían aplicado salvaguardias basadas en el volumen.
  Según su notificación, aplicaron salvaguardias basadas en el precio a la carne de bovino, los productos lácteos, los cacahuetes, el azúcar y las preparaciones alimenticias.

24. Según la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC), algunos productos agropecuarios, incluidos la carne de bovino, los productos lácteos, el alcohol etílico, el azúcar, los productos que contienen azúcar y el tabaco siguen sujetos a importantes obstáculos a la importación.
  Por ejemplo, la Comisión estima que la eliminación de los obstáculos a la importación de azúcar en bruto y refinado provocarían un aumento de las importaciones de ambos productos del 281 y el 553 por ciento, respectivamente, e incrementarían el nivel de bienestar social de los Estados Unidos en 811 millones de dólares EE.UU.  La Comisión estima que la eliminación de los obstáculos aplicados a la importación de productos lácteos añadiría 573 millones de dólares EE.UU. al bienestar social del país;  el correspondiente incremento en la importación de estos productos oscilaría entre el 88 y el 380 por ciento.

iii) Programas de ayuda interna

25. En octubre de 2007, los Estados Unidos presentaron su notificación de la ayuda interna en las campañas de comercialización de 2002 a 2005.
  El promedio de la Medida Global de la Ayuda (MGA) Total Corriente fue de 10.300 millones de dólares EE.UU. durante este período (cuadro IV.1), una cifra considerablemente inferior al promedio de los cuatro años anteriores, de 14.600 millones de dólares EE.UU., y al tope aplicable en la OMC, de 19.100 millones de dólares EE.UU. anuales.  El promedio anual de ayuda correspondiente al "compartimento verde" fue de 65.400 millones de dólares EE.UU. entre las campañas de comercialización de 2002 y 2005, lo que representa un aumento del 31 por ciento con respecto a la de las cuatro campañas de comercialización anteriores.  Este incremento refleja principalmente el aumento del gasto en ayuda alimentaria interna, en particular el Programa de Cupones para Alimentos.

Cuadro IV.1

Niveles de compromiso y gasto real, 1999-2005

(En miles de millones de dólares EE.UU., salvo indicación en contrario)

	
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005

	Compromisos en relación con la MGA
	19,899
	19,103
	19,103
	19,103
	19,103
	19,103
	19,103

	MGA Total Corriente
	16,862
	16,803
	14,413
	9,637
	6,950
	11,629
	12,938

	Compromisos en relación con la MGA "empleados" (en porcentaje)
	84,7
	88,0
	75,4
	50,4
	36,4
	60,9
	67,7

	Pagos de minimis por productos específicos
	0,029
	0,063
	0,215
	1,590
	0,436
	0,680
	0,118

	Pagos de minimis no referidos a productos específicos
	7,406
	7,278
	6,828
	5,101
	2,801
	5,778
	5,862

	Compartimento azul
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Compartimento verde
	49,749
	50,057
	50,672
	58,321
	64,062
	67,425
	71,829


Fuente:
Documentos G/AG/N/USA/43, 51, y 60 de la OMC.
26. En relación con la última notificación de los Estados Unidos sobre la ayuda interna, los Miembros de la OMC plantearon varias cuestiones en el Comité de Agricultura.
  Entre ellas cabe citar la calificación de los pagos directos como correspondientes al "compartimento verde" y de los pagos anticíclicos como no referidos a productos específicos.  Los Estados Unidos respondieron que los pagos directos cumplen los criterios para su inclusión en el "compartimento verde" y que los pagos anticíclicos no se refieren a productos específicos porque se porque se basan en superficies y rendimientos históricos y no se exige el cultivo de unos productos agrícolas determinados.

27. El promedio anual de los pagos oficiales directos a los productores agropecuarios ascendió a 16.300 millones de dólares EE.UU. entre 2003 y 2007 (cuadro IV.2).  Según las estimaciones del Departamento de Agricultura, los pagos oficiales disminuirán desde su valor máximo de 24.400 millones de dólares EE.UU. en 2005 a 12.000 millones de dólares EE.UU. en 2007.  Esta disminución se deberá en parte a una reducción drástica de los beneficios por préstamos para la comercialización, que abarcan las primas complementarias de préstamos, las ganancias por préstamos para la comercialización y por canje de certificados.  Según el Departamento de Agricultura, en 2007 sólo hubo beneficios por préstamos para la comercialización para el algodón americano (upland), la lana, el mohair y las pieles, debido a que sus precios eran elevados.

Cuadro IV.2

Pagos oficiales directos, 2002-2007a
(En millones de dólares EE.UU.)
	Componentes
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006b
	2007b

	Total pagos directos
	12.414,9
	16.523,5
	12.969,9
	24.395,9
	15.789,1
	12.003,1

	Pagos por contratos de producción flexiblec
	3.499,8
	-280,0
	-4,2
	-0,9
	-0,3
	0

	Pagos directos fijosc
	367,1
	6.703,6
	5.242,4
	5.198,8
	5.052,0
	5.193,6

	Pagos anticíclicosc
	203,4
	2.300,7
	1.122,0
	4.073,8
	4.035,9
	1.184,8

	Primas complementarias de préstamos
	1.196,7
	576,4
	2.865,1
	5.080,3
	730,6
	67,5

	Beneficios de préstamos para la comercialización
	459,7
	198,2
	131,2
	368,7
	188,3
	6,4

	Beneficios por canje de certificados
	1.178,6
	556,4
	475,7
	1.614,0
	873,3
	872,8

	Pagos por adquisición de contingentes de cacahuete
	983,0
	237,6
	24,7
	22,3
	21,2
	0

	Programa de pagos por pérdida de ingresos derivados de la leche
	859,6
	913,3
	205,7
	9,6
	431,2
	90,0

	Programa de pagos de transición para el tabaco
	0
	0,0
	0,0
	2.083,1
	1.206,3
	950,0

	Pagos del programa de conservación
	1.965,8
	2.167,3
	2.319,6
	2.767,5
	2.974,3
	3.000,0

	Pagos por programas especiales y de urgencia
	1.655,0
	3.143,2
	582,4
	3.168,8
	274,5
	635,0

	Pagos por programas diversos
	46,1
	6,8
	5,4
	9,9
	1,7
	3,0


a
Los datos se refieren a los pagos por año civil;  pueden diferir de los datos relativos a los mismos programas notificados por ejercicio fiscal o por campaña agrícola.

b
Datos preliminares.

c
Con la promulgación de la Ley de Agricultura de 2002 se canceló la facultad de otorgar pagos por contratos de producción flexible y se estableció la facultad de efectuar pagos directos fijos y pagos anticíclicos.

Fuente:
Información en línea del USDA, "Farm Income:  Data Files".  Consultada en:  http://www.ers.usda.gov/Data/FarmIncome/ finfidmu.htm.
a)
Programas relativos a productos básicos

28. Los principales instrumentos de ayuda de la Ley de Agricultura de 2002 son los siguientes:  los pagos directos fijos, que no guardan relación con los precios y se basan en superficies y rendimientos históricos;  los pagos anticíclicos, que también se basan en superficies y rendimientos históricos, pero pueden concederse a los productores tradicionales de determinados cultivos cuando los precios caen por debajo de los niveles establecidos en la legislación;  y los beneficios de los préstamos de ayuda a la comercialización, que se basan en la producción y los precios corrientes, y abarcan los beneficios de préstamos, los beneficios de préstamos para la comercialización y por canje de certificados.
  Los pagos realizados con arreglo a estos programas ascendieron a un promedio de 11.000 millones de dólares EE.UU. anuales entre 2003 y 2007, es decir, en torno a dos tercios del total de los pagos oficiales directos a los productores agropecuarios durante el mismo período (cuadro IV.2).

29. Cinco cultivos (maíz, arroz, soja, algodón americano (upland) y trigo), que representan aproximadamente una cuarta parte de los ingresos agrícolas en efectivo, recibieron aproximadamente el 93 por ciento de todos los "pagos de los programas relativos a los productos básicos" de las campañas agrícolas de 2002 a 2005.
  El maíz fue con creces el producto que más ayuda recibió, con el 46 por ciento del total de los pagos de los programas relativos a los productos básicos, seguido del algodón americano (upland) (23,3 por ciento), el trigo (10,2 por ciento), el arroz (8 por ciento) y la soja (5,8 por ciento).  La proporción de esos pagos en el valor de la producción de cada cultivo varía sustancialmente.  En el caso del arroz, los pagos de los programas relativos a los productos básicos representaron el 63 por ciento del valor de la producción en las campañas agrícolas de 2002 a 2005;  para el algodón, esta proporción fue del 50 por ciento;  para el maíz, del 23 por ciento;  para el trigo, del 17 por ciento;  y para la soja, del 4 por ciento.

30. En un estudio del Departamento de Agricultura se concluyó que los pagos de los programas agrícolas "contienen elementos que constituyen incentivos para la utilización de los recursos que podrían no corresponderse con las señales que emiten los mercados".
  Según el estudio, los préstamos de asistencia a la comercialización otorgan incentivos para cultivar más productos de lo que ocurriría si no se concedieran.  De acuerdo con otros estudios, los pagos anticíclicos pueden propiciar la reducción del riesgo para los ingresos derivado de los precios, y también podrían influir en las decisiones de producción.
  Ello dependería de las previsiones sobre los precios del mercado y del nivel de aversión al riesgo de los agricultores.  En estos estudios se concluye que los pagos anticíclicos pueden distorsionar en determinadas situaciones los incentivos, pero que esas distorsiones son menores que las debidas a pagos "no disociados" como los de los préstamos de asistencia a la comercialización.

b)
Programas de ayuda de urgencia y de seguro

31. El Gobierno Federal ofrece seguros subvencionados contra las pérdidas resultantes de desastres naturales y las oscilaciones de precios.  Los programas de seguro agrícola se ofrecen en virtud de la Ley Federal del Programa de Seguro de las Cosechas y sus modificaciones.
  Los productores pueden optar entre asegurar su rendimiento o sus ingresos.  Los productores asegurados reciben un pago cuando el rendimiento efectivo o los ingresos son inferiores al nivel previsto debido a causas incluidas en el seguro.  El recorte de los ingresos puede deberse a bajos precios o a bajos niveles de producción.  El nivel básico de cobertura es el de los riesgos catastróficos, que se ofrece con una comisión administrativa de 100 dólares EE.UU. por cosecha y país.  Las primas están totalmente subvencionadas.  Los productores con cobertura de riesgos catastróficos que sufren pérdidas superiores al 50 por ciento del rendimiento reciben un pago equivalente al 55 por ciento del precio de mercado estimativo de la cosecha asegurada.  Los productores pueden obtener una cobertura de nivel más alto, pero la parte subvencionada de las primas disminuye al aumentar la cobertura.  El Departamento de Agricultura reasegura a las compañías de seguros que ofrecen seguro de las cosechas, con lo cual cubre una parte de los gastos y riesgos abarcados por la póliza y toma a su cargo una parte de sus gastos administrativos.

32. La responsabilidad total asegurada en 2007 mediante el seguro federal de las cosechas fue de 67.400 millones de dólares EE.UU.  El Gobierno Federal subvenciona el 58 por ciento de las primas totales.  El costo total para el Gobierno Federal del Programa de Seguro de las Cosechas fue en promedio de 3.000 millones de dólares EE.UU. por año entre 2003 y 2007.  El Departamento de Agricultura aplica un programa de seguro para los pastos, pastizales y forraje desde la campaña agrícola de 2007.

33. Según un estudio, el incremento de la participación en los programas de seguro de las cosechas está correlacionado con la ampliación de la superficie dedicada al trigo y, en menor medida, al maíz.
  Sin embargo, las simulaciones realizadas en ese estudio revelaron que una gran reducción en las primas de los seguros tendría efectos muy modestos sobre la superficie.

34. Además del seguro de las cosechas, los productores agrícolas reciben pagos de programas especiales y de urgencia.  En 2007, estos pagos disminuyeron aproximadamente en un 80 por ciento con respecto a la elevada cuantía de 2005, cuando ascendieron a 3.200 millones de dólares EE.UU. (cuadro IV.2).

c)
Órdenes de comercialización

35. La Ley de Acuerdos de Comercialización de Productos Agrícolas de 1937 autoriza al Secretario de Agricultura a dictar órdenes de comercialización obligatorias.  Tales órdenes pueden dictarse para las frutas, legumbres u hortalizas, cultivos especiales y leche.  Las órdenes se refieren a una zona geográfica determinada y son obligatorias para los "manipuladores", es decir, quienes reciben el producto de los productores, lo clasifican, lo envasan, lo transportan y lo ofrecen para la venta.  El procedimiento que conduce a que se dicte una orden de comercialización es iniciado siempre por los productores.  A finales de 2007 estaban en vigor 28 órdenes de comercialización referentes a frutas y a legumbres y hortalizas.

36. Las órdenes de comercialización pueden estipular prescripciones mínimas para los productos, como su categoría, tamaño, calidad y madurez.  La Ley de Acuerdos de Comercialización de Productos Agrícolas de 1937 exige que los productos básicos importados cumplan requisitos de categoría, tamaño, calidad y madurez idénticos o comparables a los establecidos para los productos nacionales en virtud de las órdenes federales de comercialización.
  Están sujetos a tales requisitos (en diciembre de 2007) los siguientes productos importados:  aguacates, dátiles (salvo los destinados a la elaboración), avellanas, toronjas o pomelos, uvas de mesa, kiwis, aceitunas (salvo las de tipo español), cebollas, naranjas, patatas irlandesas, uvas pasas, tomates y nueces de nogal.

37. Las órdenes de comercialización también pueden contener disposiciones de "ordenamiento de la oferta" en función de las cuales se fijan niveles de producción, se especifica la proporción de la producción que ha de venderse en determinados mercados o se dispone la creación de reservas de los productos comprendidos.  Estas disposiciones de ordenamiento de la oferta están en vigor para las avellanas de Oregón y Washington, el aceite de menta verde producido en varios Estados occidentales, las uvas pasas de California y las cerezas para pasteles cultivadas en siete Estados.
  Existen asimismo 11 órdenes regionales de comercialización de la leche que establecen precios mínimos para la leche según su utilización por los elaboradores.

38. Una de las herramientas de ordenamiento de la oferta empleadas en las órdenes de comercialización son las llamadas "asignaciones a los productores", mediante las que se fijan las cantidades que los cultivadores pueden vender un año determinado y que normalmente se basan en las ventas efectuadas en el pasado.  El aceite de menta verde producido en varios Estados del oeste está sujeto a una asignación.  En el contexto de una propuesta de asignación para el lúpulo, el Departamento de Justicia comentó en 2004 que "el sistema de asignación a los productores sería de hecho un cártel gubernamental sancionado por el Gobierno y aplicado por los productores de los Estados Unidos, en el que el comité central de los productores ...  podría controlar totalmente el volumen de lúpulo nacional comercializado".
  Dicho Departamento recomendó que el Secretario de Agricultura rechazara la orden propuesta, que "elevaría los precios por encima de los niveles competitivos, constituyendo así una asignación indebida de los recursos económicos y perjudicando a los consumidores y la sociedad en su conjunto ".  El Departamento de Justicia rechazó la propuesta de establecer una orden de comercialización para el lúpulo en 2005.

d)
Otros programas de ayuda

39. La Ley de Reforma Justa y Equitativa del Tabaco de 2004 puso fin a todos los contingentes de producción y demás mecanismos de sostenimiento de precios para el tabaco a partir de la campaña agrícola de 2005.  La Ley establece un gravamen aplicable a los productores e importadores de productos de tabaco para financiar indemnizaciones a los titulares de contingentes de tabaco y sus productores.
  Las indemnizaciones, que comenzaron a otorgarse en 2005, se basan en las cuotas y la producción históricas y se harán efectivas en 10 anualidades.  Los desembolsos totales correspondientes a la Ley se estiman en 10.000 millones de dólares EE.UU.

iv) Subvenciones y créditos a la exportación, seguro y garantía de las exportaciones
a)
Subvenciones a la exportación

40. Los Estados Unidos consignaron en su Lista compromisos de reducción de las subvenciones a la exportación con arreglo al Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC respecto de 13 grupos de productos.
  La cuantía máxima final consolidada, desde 2000‑2001, para los desembolsos de subvenciones a la exportación de esos productos es de 594 millones de dólares EE.UU. por año.  Durante el período objeto de examen, los Estados Unidos efectuaron una notificación sobre subvenciones a la exportación, que se refiere al período 2003-2005.
  De acuerdo con dicha notificación, el total de los desembolsos por subvenciones a la exportación entre 2003 y 2005 fue de un promedio anual de 250 millones de dólares EE.UU.  En esta cuantía se incluyen los pagos a los exportadores en el marco del Programa de certificados de comercialización de usuario de algodón americano (upland).  En febrero de 2006, los Estados Unidos promulgaron una ley para derogar este programa al final de la campaña de comercialización de 2005, a raíz de la constatación por un grupo especial de la OMC y el Órgano de Apelación de que ciertos pagos de este programa constituían subvenciones prohibidas a la exportación.

41. De conformidad con el Programa de Fomento de las Exportaciones y el Programa de Incentivos para la Exportación de Productos Lácteos, los Estados Unidos otorgan primas en efectivo a los exportadores de los productos básicos admisibles, sobre la base del volumen exportado.  Los productos admisibles en el marco del Programa de Fomento de las Exportaciones son el trigo, la harina de trigo, el arroz, las aves de corral congeladas, la cebada, la malta de cebada, los huevos comestibles y el aceite vegetal.  Los productos admisibles en el marco del Programa de Incentivos para la Exportación de Productos Lácteos son la leche en polvo, la grasa de mantequilla y diversos quesos.  Ambos programas están autorizados hasta el 15 de marzo de 2008.  No se han producido desembolsos con arreglo al Programa de Fomento desde el ejercicio fiscal de 2002 y no se han concedido primas con arreglo al Programa de Incentivos desde 2004.

b)
Créditos a la exportación y seguro y garantía de las exportaciones

42. Los Estados Unidos ejecutan fundamentalmente dos programas de garantía del crédito a la exportación:  el Programa de Garantía de los Créditos a la Exportación (conocido como "GSM‑102") y el Programa de Garantía de Instalaciones.  El Programa Intermedio de Garantía de los Créditos a la Exportación ("GSM‑103") y el Programa de Garantía de Créditos de Proveedores se suspendieron en 2005.

43. Con arreglo al Programa GSM‑102, la Corporación de Créditos para Productos Básicos está autorizada a garantizar el reembolso del crédito facilitado para financiar exportaciones estadounidenses de productos agropecuarios por plazos de un máximo de tres años.  La Corporación garantiza habitualmente el 98 por ciento del principal y una parte de los intereses.  Determina los productos agropecuarios admisibles sobre la base de sus posibilidades de mercado.
  El exportador paga una comisión que se calcula sobre la base de las condiciones de reembolso y la categoría de riesgo que el Departamento de Agricultura ha asignado al país donde se encuentra el banco responsable del reembolso.
  Hay siete categorías de riesgo comprendidas en el Programa GSM-102.  Según el Departamento de Agricultura, la estructura de las comisiones aplicadas "responde a la resolución [de la OMC] de que los programas de créditos a la exportación deben basarse en el riesgo y las comisiones deben cubrir a largo plazo los costos y pérdidas de funcionamiento de los programas".
  Las comisiones no pueden exceder del máximo legal del 1 por ciento del valor garantizado de la transacción.
  En relación con su último examen, los Estados Unidos indicaron que su Administración estaba colaborando con el Congreso con miras a promulgar una ley tendente a derogar el tope de la comisión.

44. En el marco del Programa de Garantía de Instalaciones, la Corporación de Créditos para Productos Básicos otorga garantías de crédito a bancos de los Estados Unidos para financiar ventas de exportación de manufacturas y servicios estadounidenses con el fin de mejorar instalaciones relacionadas con la agricultura en mercados incipientes, por ejemplo, para almacenamiento, elaboración y manipulación.  La garantía del crédito a la exportación para ventas de manufacturas y servicios se otorga únicamente para proyectos de los que se espera que favorezcan la exportación de productos agropecuarios estadounidenses.

45. El valor medio anual de las exportaciones cubiertas por garantías de crédito a la exportación con ayuda oficial fue de 1.800 millones de dólares EE.UU. en los ejercicios fiscales 2005 a 2007.
  El 90 por ciento aproximadamente de esta cifra correspondió al Programa GSM‑102.

v) Etiquetado de los alimentos

46. Los reglamentos publicados en aplicación de la Ley Federal de Inspección de la Carne y la Ley de Inspección de los Productos de Aves de Corral requieren que el nombre del país de origen figure en inglés en los contenedores inmediatos de todos los productos de carne y aves de corral que entran en los Estados Unidos.
  Cuando carne o productos de aves de corral importados a granel se elaboran en los Estados Unidos, no es necesario que en la etiqueta del producto elaborado o en su contenedor se indique el país de origen.

47. Con arreglo a la Ley de Agricultura de 2002, los minoristas deben comunicar a sus clientes el país de origen de la carne de bovino, ovino o porcino, del pescado, los mariscos, los productos agrícolas perecederos y, desde septiembre de 2004, los cacahuetes (maníes).  Los productos básicos que son ingredientes de alimentos elaborados están exentos.  La Ley especifica los criterios que los productos deben satisfacer para llevar la etiqueta "United States".

48. El Departamento de Agricultura publicó en octubre de 2004 una norma definitiva provisional para el programa de etiquetado el país de origen concerniente al pescado y los mariscos.
  La disposición entró en vigor en abril de 2005.  Se está elaborando una norma definitiva, que se volvió a poner a disposición del público para la presentación de observaciones en junio de 2007.
  La aplicación del requisito del etiquetado del país de origen a la carne de bovino, ovino y porcino, productos agrícolas perecederos y cacahuetes se ha pospuesto en dos ocasiones, la última hasta septiembre de 2008.
  A mediados de 2007, el Departamento de Agricultura solicitó al público la presentación de observaciones sobre la propuesta de una norma que abarcara estos productos básicos.

49. Las estimaciones preliminares del Departamento de Agricultura acerca de los costos marginales directos asociados al requisito del etiquetado del país de origen estipulado en la Ley de Agricultura de 2002 oscilan entre 582 y 3.900 millones de dólares EE.UU. en el primer año de aplicación.  Estas estimaciones se refieren a la propuesta de norma relativa a todos los "productos comprendidos", esto es, la carne de bovino, porcino y ovino, el pescado silvestre y de acuicultura, los productos agrícolas perecederos y los cacahuetes.
  Se calcula que los costos anuales para la economía estadounidense después de un período de ajuste de 10 años oscilan entre 138 y 596 millones de dólares EE.UU.  Sobre la base de la norma definitiva provisional publicada en octubre de 2004, el Departamento de Agricultura estima que los costos directos asociados al requisito de etiquetado del país de origen para el pescado silvestre y de acuicultura ascendieron a 89 millones de dólares EE.UU. durante el primer año de aplicación;  el costo estimado para la economía de los Estados Unidos después de un período de ajuste de 10 años es de 62 millones de dólares EE.UU. anuales.  Se concluyó que los beneficios derivados de este requisito fueron insignificantes.  Asimismo, el Departamento de Agricultura halló pocas pruebas o ninguna de que los consumidores estuvieran dispuestos a pagar un sobreprecio por el requisito de etiquetado del país de origen o de que fueran a incrementar sus compras de productos alimenticios que llevaran la etiqueta de origen estadounidense.

3) Minería y energía

i) Características principales

50. Los Estados Unidos son uno de los mayores productores mundiales de varios minerales, incluidos el carbón, la sal, el azufre, el aluminio, el cobre y el oro.  En 2006, el valor total de la producción de minerales en bruto, con exclusión de los combustibles, ascendió aproximadamente a 64.400 millones de dólares EE.UU.
  Ese año la producción minera de metales giró en torno a 23.500 millones de dólares EE.UU., de los cuales el 60 por ciento correspondió al cobre y el oro, y el 36 por ciento, al mineral de hierro, el molibdeno y el zinc;  las exportaciones de material mineral en bruto y elaborado fueron de 74.000 millones de dólares EE.UU., y las importaciones, de 138.000 millones de dólares EE.UU.

51. Los Estados Unidos son el mayor productor y consumidor de energía del mundo.  La energía se importa principalmente en forma de petróleo.  Por sus reservas comprobadas de petróleo (21.800 millones de barriles en diciembre de 2005) ocupan el decimosegundo puesto del mundo.
  La producción nacional de petróleo ascendió a 6,9 millones de barriles diarios en 2006.
  Ese año, las importaciones de petróleo fueron de 10,1 millones de barriles diarios.  También en 2006, la producción estadounidense de gas natural fue de 18,5 billones de pies cúbicos, las exportaciones ascendieron a 4,2 billones de pies cúbicos, y las importaciones a 749.000 millones de pies cúbicos.

52. La generación neta total de energía eléctrica fue de 4,1 billones de kWh en 2006.
  Los combustibles fósiles (principalmente el carbón) representaron el 71 por ciento de toda la energía neta generada;  la energía nuclear, el 19 por ciento;  y la energía renovable, el 9 por ciento.  Tres cuartas partes de la generación neta de energía eléctrica procedieron de la energía hidroeléctrica.  Las importaciones de energía eléctrica ascendieron a 42.000 millones de kWh en 2006, y las exportaciones fueron de 25.000 millones de kWh.  El comercio de electricidad se realizó en su mayor parte con el Canadá.

53. El promedio de la tarifa minorista de la electricidad para el conjunto de los consumidores de los Estados Unidos fue de 0,089 dólares EE.UU. por kWh en 2006.
  Aumentó a un tipo anual medio del 4,3 por ciento entre 2000 y 2006, como reflejo de un aumento del precio de los combustibles y, más recientemente, del aumento de los precios minoristas máximos en algunos Estados.  Las tarifas medias industriales fueron de 0,062 dólares EE.UU. por kWh en 2006, y las tarifas comerciales, de 0,095 por kWh.

54. El Gobierno Federal ha adoptado medidas para fomentar la competencia en los mercados de la electricidad al por mayor durante los tres últimos decenios.
  Además, en la década de 1990 algunos Estados permitieron que los consumidores escogieran a su proveedor de energía eléctrica.  No obstante, los elevados precios al por mayor en los mercados al contado de California en 2000-2001 pusieron de manifiesto las deficiencias del marco reglamentario que rige los mercados de la electricidad.
  Por ejemplo, según el Consejo de Asesores Económicos, la "combinación de reglamentos … no ha sido suficiente para alentar a las empresas a invertir en la creación de nueva capacidad [de transmisión]".
  La Ley de Política Energética de 2005 contiene disposiciones para incrementar la competencia en el mercado de la electricidad al por mayor.  Autoriza a la Comisión Federal de Reglamentación de la Energía a imponer sanciones civiles por la manipulación de los mercados, amplía las facultades de la Comisión al examen de las fusiones y transferencias de centrales de generación, con objeto de prevenir un mayor ejercicio del poder de mercado, y contiene disposiciones cuya finalidad es aumentar la transparencia del mercado.  La Ley también contiene disposiciones para fortalecer la red eléctrica interestatal.  Hasta abril de 2006, 16 Estados y el Distrito de Columbia habían autorizado al menos cierto grado de competencia a nivel minorista.

55. La Autoridad del Valle del Tennessee es una corporación propiedad del Gobierno Federal.  En virtud de la Ley de la Autoridad del Valle del Tennessee de 1933 se estableció dicha Autoridad "en interés de la defensa nacional, para el desarrollo agrícola e industrial y para mejorar la navegación en el río Tennessee y luchar contra las crecidas destructivas en las cuencas de los ríos Tennessee y Mississippi".
  Además de embalses y centrales hidroeléctricas en el río Tennesse y sus afluentes, la Autoridad posee gas natural, carbón y centrales de energía nuclear.  Hasta septiembre de 2005, vendía energía eléctrica a 158 distribuidores minoristas y 61 importantes clientes minoristas.  Su zona de servicio abarca la mayor parte del Tennesse y partes de Alabama, Georgia, Kentucky, Mississippi, Carolina del Norte y Virginia.

56. De conformidad con una excepción estipulada en la Ley de Política Energética de 1992, la Autoridad del Valle del Tennessee no está obligada a permitir el uso de sus redes de transmisión para que otras empresas de servicios públicos distribuyan energía eléctrica a los clientes de la Autoridad, lo que reduce las oportunidades de dichos clientes de elegir a su proveedor.  En virtud de la Ley de Asignaciones Consolidadas de 2005, promulgada en diciembre de 2004, se modificó la estructura directiva de la Autoridad y se le impuso la obligación de presentar informes financieros a la Comisión de Bolsa y Valores y de establecer un comité independiente de auditoría.

57. La inversión extranjera desempeña una importante función en los sectores de la minería y la energía.  El volumen de la inversión extranjera directa en el sector minero fue de 55.500 millones de dólares EE.UU. en 2006, lo que representa un aumento del 80 por ciento con respecto a 2002 (sobre la base del costo inicial).
  Aproximadamente el 32 por ciento de la inversión total se dirigió a la extracción de petróleo y gas, y en torno al 13 por ciento a la extracción de minerales metálicos.  El volumen de la inversión extranjera directa en la generación de energía eléctrica ascendió en 2006 a 28.400 millones de dólares EE.UU., lo que supone un aumento del 16 por ciento con respecto a 2002.

ii) Marco jurídico y de políticas

58. Las políticas del Gobierno Federal sobre minería y minerales tienen por objeto fomentar y alentar la iniciativa privada en el establecimiento de una industria nacional estable de los minerales y en la explotación ordenada y económica de los recursos minerales nacionales.

59. La Ley General de Minería de 1872 regula el acceso a los minerales de roca dura en las tierras públicas federales.
  Autoriza a los prospectores a solicitar concesiones sobre tierras que según se cree poseen yacimientos minerales, previo pago de determinados gravámenes.  La concesión confiere al titular el derecho a explotar los minerales y puede "patentarse" para transferir la propiedad de la tierra pública al sector privado.  La Ley no requiere el pago de cánones.  Muchos Estados han promulgado leyes que regulan los derechos sobre los minerales en las tierras de titularidad pública.  Aunque difieren considerablemente, en muchas de ellas se autoriza el pago de cánones.

60. Se está debatiendo en los Estados Unidos hasta qué punto la Ley General de Minería de 1872 establece un equilibrio apropiado de la explotación de los minerales con otros usos de la tierra.
  El Congreso impuso en 1994 una moratoria en las patentes de concesiones mineras;  las autoridades estadounidenses indican que, con la excepción de 400 patentes, amparadas por el principio de anterioridad, no se aceptarán nuevas solicitudes de patentes hasta que el Congreso decida qué hacer con la moratoria.  A principios de 2008 había unas 380.000 concesiones mineras en tierras federales del oeste de los Estados Unidos;  la mayoría de ellas tenía una superficie aproximada de 20 acres.

61. El petróleo y el gas son objeto de arrendamiento a nivel federal de conformidad con la Ley de arrendamiento de terrenos para la explotación de minerales.  Las empresas que desean arrendar tierras federales para realizar prospecciones de petróleo y gas deben realizar una "oferta con bonificación" fijada mediante una subasta competitiva.  Las empresas deben pagar cánones basados en un porcentaje del valor en efectivo del petróleo y el gas producidos y vendidos.  En general, los tipos de los cánones aplicados son del 12,5 por ciento para el arrendamiento de yacimientos terrestres, y oscilan entre el 12,5 y el 16,7 por ciento para el arrendamiento de yacimientos marinos.
  De conformidad con la Ley de Tierras de la Plataforma Continental Exterior, el Secretario del Interior tiene la facultad discrecional de fijar unos tipos para los cánones más elevados para el arrendamiento de yacimientos marinos.  El Departamento del Interior ha comunicado que, en el ejercicio fiscal 2007, unas 2.100 empresas pagaron cánones por una cuantía total de 11.400 millones de dólares EE.UU. por unas 28.980 concesiones minerales federales e indias.

62. La Política Energética Nacional, promulgada en mayo de 2001, hace hincapié en la producción nacional de energía eléctrica.
  En ella se identifican las necesidades fundamentales de inversión en centrales eléctricas, refinerías de petróleo, redes de transmisión de gas y electricidad, y se aboga por la adopción de medidas para mejorar la eficiencia energética y fomentar la energía renovable.  Las políticas energéticas difieren considerablemente de un Estado a otro.

63. El Departamento de Energía es el principal responsable de la política energética federal, mientras que los Estados son responsables de sus propias políticas en este ámbito.  La Comisión Federal de Reglamentación de la Energía es un organismo independiente que regula la transmisión de electricidad, gas natural y petróleo en el comercio interestatal, así como las ventas al por mayor de energía eléctrica y gas natural en el comercio interestatal.  Actúa conforme a la autoridad que le ha sido conferida por la Ley Federal de Energía, la Ley del Gas Natural, la Ley sobre Políticas de Reglamentación de los Servicios Públicos, la Ley del Comercio Interestatal, la Ley de Política Energética de 1992 y la Ley de Política Energética de 2005.  Los Estados regulan las ventas al por menor de energía eléctrica y gas natural.

iii) Algunas cuestiones

64. El régimen fiscal aplicado a la energía tiene la finalidad de otorgar incentivos al suministro de combustibles alternativos y renovables (cuadro IV.3).  La Ley de Política Energética de 2005, promulgada en agosto de 2005, establece la concesión durante 11 años de incentivos fiscales para la producción nacional de energía y la eficiencia energética valorados en unos 15.000 millones de dólares EE.UU.
  La Ley requiere que se duplique el uso de los biocombustibles, y autoriza varios programas federales de investigación y desarrollo en materia de energía.

Cuadro IV.3

Algunos incentivos fiscales para el sector energético, principios de 2007

	Producto
	Descripción
	Pérdida de ingresos, ejercicio fiscal de 2006 (millones de $EE.UU.)

	Petróleo y gas
	Las empresas de prospección pueden deducir el 100% de los "costos intangibles de sondeo" el primer año (los productores integrados, el 70%);  amortización de los gastos geológicos y geofísicos en 2 años (los productores integrados, en 5 años) 
	1.100

	Minerales combustibles
	Los productores independientes y los titulares de cánones pueden deducir el 15% de las ventas de petróleo y gas (hasta el 25% en el caso de los pozos marginales);  del 10 al 20% para otros minerales combustibles;  hasta un máximo de 1.000 barriles diarios o su equivalente 
	1.000

	Combustibles sintéticos derivados del carbón y el gas producidos a partir de salmueras geopresionadas, esquistos devonianos, conglomerados o biomasa
	Bonificación fiscal de 6,40 $EE.UU. por barril de equivalente en petróleo o 1,13 $EE.UU. por 1.000 pies cúbicos de gas
	2.700

	Etanol producido a partir de biomasa
	Bonificación fiscal de 51 centavos EE.UU. por galón (elaboradores de mezclas) más 10 centavos EE.UU. por galón (pequeños productores)
	1.890

	Electricidad eólica, solar, geotérmica y generada a partir de biomasa de "ciclo cerrado" y estiércol de aves de corral 
	Bonificación fiscal de 1,8 centavos EE.UU. por kWh
	2.000

	Automóviles con célula de combustible, híbridos, de combustión pobre u otros combustibles alternativos
	Bonificación fiscal de 400 a 40.000 $EE.UU. por unidad
	283

	Bonos del Estado y locales para centrales hidroeléctricas o de producción de electricidad a partir de biomasa 
	Exención fiscal de los ingresos por intereses
	100

	Biodiésel (producido a partir de aceites vegetales o grasas animales)
	Bonificación fiscal para los productores de 50 centavos EE.UU. por galón (reciclado) o 1 $EE.UU. por galón (virgen)
	122

	Aparatos de gran rendimiento energético
	Bonificación fiscal para los fabricantes de 50 a 200 $EE.UU. por unidad
	117


Fuente:
Secretaría de la OMC, basado en Lazzari (2006).
65. Las políticas federales fomentan la producción y utilización de biocombustibles mediante bonificaciones del impuesto sobre el consumo para los elaboradores de mezclas a base de etanol y biodiésel, bonificaciones fiscales para los pequeños productores de etanol y biodiésel, una bonificación fiscal para la construcción de infraestructuras para combustibles alternativos, y una deducción especial por depreciación para instalaciones de etanol celulósico.  El mayor gasto fiscal en relación con los biocombustibles corresponde a la bonificación del impuesto sobre el consumo aplicable al etanol por volumen, en virtud de la cual se otorga una bonificación de 51 centavos EE.UU. por galón a los elaboradores de mezclas a base de etanol y gasolina.  El costo de este programa en concepto de ingresos perdidos ascendió en 2006 a 2.700 millones de dólares EE.UU.

66. Las importaciones de etanol están sujetas a tipos arancelarios NMF ad valorem del 1,9 o el 2,5 por ciento (alcohol etílico combustible de las subpartidas 2207.1060 y 2207.2000 del SA).  Se impone un derecho adicional de 0,1427 dólares EE.UU. por litro (54 centavos EE.UU. por galón) a las importaciones de etanol de la subpartida 9901.0050 del SA procedente de fuentes a las que se aplique el trato NMF.

67. En virtud de la Ley de Política Energética y Ahorro de Energía de 1975 se establecieron normas de ahorro de combustible con respecto a los vehículos de pasajeros y los camiones ligeros.
  El cumplimiento de las normas se mide calculando el promedio de ahorro de combustible, ponderado en función de las ventas, de una línea de productos de un determinado fabricante;  los vehículos de producción nacional y los vehículos importados se miden por separado (regla de la doble flota).  Se considera que un vehículo forma parte de la flota nacional si al menos el 75 por ciento del costo de su contenido es de origen estadounidense, canadiense o mexicano.  

68. En diciembre de 2007, el Congreso modificó la Ley de Política Energética y Ahorro de Energía, prescribiendo normas para los modelos de vehículos de pasajeros y camiones ligeros de 2011 a 2020, con objeto de velar por que el ahorro de combustible medio de la flota combinada en el sector de los vehículos de pasajeros y los camiones ligeros sea en 2020 como mínimo de 35 millas por galón.
  El Departamento de Transporte debe establecer estas normas en función de características de los vehículos como las dimensiones.

69. En diciembre de 2005, el Consejo de los Recursos del Aire de California solicitó una exención para que se estableciera la primacía de sus reglamentos en materia de gases de efecto invernadero aplicables a determinados vehículos de motor a partir de los modelos de 2009.  La Ley de Protección de la Calidad del Aire confiere a California la potestad especial de promulgar normas sobre contaminación del aire para los vehículos de motor más estrictas que las del Gobierno Federal.  No obstante, la Agencia de Protección del Medio Ambiente (EPA) debe aprobar una exención para que los reglamentos de California puedan surtir efecto.  La EPA anunció su intención de denegar la solicitud de exención que presentó California a finales de 2007;  en febrero de 2008 publicó un documento en el que exponía las razones por las que había tomado la decisión de rechazarla.
  Entretanto, un tribunal federal de distrito dictó una decisión en la que confirmaba la adopción de los reglamentos californianos sobre gases de efecto invernadero por Vermont, uno de los 11 Estados que habían adoptado los reglamentos de California a mediados de 2007.
  El tribunal concluyó que las leyes federales sobre ahorro de combustible no prevalecen sobre los reglamentos de Vermont y que éstos no "suponen una injerencia inadmisible en las prerrogativas en materia de asuntos exteriores del Presidente y el Congreso de los Estados Unidos".

70. De conformidad con la Ley de Política Energética y Ahorro de Energía, en 1975 se autorizó la creación de una Reserva Estratégica de Petróleo para el almacenamiento de un máximo de 1.000 millones de barriles de productos de petróleo.
  Esta Reserva, administrada por el Departamento de Energía, contenía en 2006 un volumen de petróleo equivalente al que se importa a lo largo de 59 días en los Estados Unidos.
  Desde 1976, los Estados Unidos han gastado unos 45.200 millones de dólares EE.UU. en la construcción, mantenimiento, reposición y administración de la Reserva.  Se dispone asimismo de una Reserva de Petróleo para Calefacción del Noreste, que contiene 2 millones de barriles de petróleo para calefacción.  Nunca se ha utilizado.

71. La Ley de Política Energética y Ahorro de Energía autoriza al Presidente a recurrir a la Reserva Estratégica de Petróleo en caso de que se produzca una grave perturbación en el suministro energético.  En virtud de las modificaciones adoptadas en 1990 se autorizó al Presidente a utilizar una parte de la reserva para hacer frente a "circunstancias que constituyan, o puedan generar una insuficiencia a escala nacional o internacional en el suministro energético de intensidad o duración significativas".
  De conformidad con esta facultad, el Presidente autorizó la venta de petróleo de la reserva y la concesión de préstamos sobre dicho petróleo después del paso de los huracanes Katrina y Rita en 2005.

72. Con arreglo a la Ley de Constitución de Reservas de Materiales Estratégicos y Esenciales se estableció un programa de conservación y administración de determinados materiales para su uso durante una emergencia nacional.
  El Centro Nacional de Constitución de Reservas para la Defensa (DNSC) de la Agencia de Logística Militar administra el Programa de Constitución de Reservas.  Almacena 28 productos básicos por un valor de mercado de unos 1.400 millones de dólares EE.UU. en 17 localidades del país.
  Entre los productos figuran el zinc, el cobalto, el cromo, el platino, el paladio y los diamantes industriales.  Desde 1993, el DNSC ha vendido excedentes de materiales de la reserva por valor de unos 6.600 millones de dólares EE.UU.

4) Sector manufacturero

73. Los Estados Unidos son el mayor productor mundial de bienes manufacturados, que representan en torno al 21 por ciento del valor añadido de las manufacturas en todo el mundo.
  Después de una contracción cíclica que comenzó a finales del verano de 2000 y se agudizó en 2001, la producción manufacturera aumentó casi un 18 por ciento entre 2002 y 2006.
  No obstante, durante ese período disminuyó la proporción de las manufacturas en el valor añadido total de los Estados Unidos, situándose en el 12,1 por ciento en 2006, mientras otros sectores experimentaban un crecimiento más rápido.  En 2006, las mayores industrias manufactureras en términos de valor añadido fueron los siguientes:  productos químicos (13,8 por ciento);  productos alimenticios, bebidas y productos de tabaco (10,4 por ciento);  informática y productos electrónicos (9,0 por ciento);  productos elaborados de metal (8,5 por ciento);  maquinaria (7,9 por ciento);  y vehículos de motor, carrocerías, remolques y piezas (6,3 por ciento).
  Los productos manufacturados representaron el 80 por ciento de las exportaciones totales de mercancías estadounidenses en 2006, tres puntos porcentuales menos que en 2000;  el 70 por ciento de las importaciones de 2006 consistió en manufacturas, frente al 77 por ciento en 2000.  Sin embargo, entre 2000 y 2006 las exportaciones e importaciones de manufacturas aumentaron en términos absolutos en un 24 y un 40 por ciento, respectivamente (véase el capítulo I(6)(i)).

74. La inversión extranjera directa (IED) tiene peso en el sector manufacturero.  Los activos de las filiales no bancarias estadounidenses de propiedad mayoritaria en este sector alcanzaron casi 1,1 billones de dólares EE.UU. en 2005, prácticamente una quinta parte de los activos totales de las filiales de los Estados Unidos.
  Las filiales estadounidenses de empresas extranjeras emplearon a unos 2 millones de trabajadores en este sector.  En 2005, las exportaciones de mercancías de esas filiales totalizaron 97.000 millones de dólares EE.UU. y sus importaciones, 160.000 millones de dólares EE.UU.  En promedio, las empresas manufactureras de propiedad extranjera generaron un valor añadido un 14 por ciento superior a las estadounidenses y sus fábricas tuvieron un tamaño cinco veces superior al de las nacionales.
  Pagaron salarios superiores en un 14 por ciento, y registraron una producción por trabajador un 50 por ciento superior al promedio de las empresas manufactureras de propiedad estadounidense comparables.  Al final de 2004, los Países Bajos, Suiza y el Reino Unido eran las principales fuentes de IED en la manufactura sobre la base del valor inicial.

75. El sector manufacturero representa el 10 por ciento de los empleados no agrícolas en nómina (septiembre de 2007).
  El empleo en este sector disminuyó en 2,7 millones de trabajadores entre febrero de 2001 y febrero de 2004, lo que representa la mayor reducción cíclica en el empleo manufacturero desde 1960
;  esta tendencia a la baja se ha mantenido en los últimos años.

76. La productividad multifactorial en el sector aumentó a una tasa media anual del 2,5 por ciento entre 2000 y 2005, una cifra superior a la del sector empresarial privado no agrícola en conjunto.
  En este período aumentó en 68 de las 86 industrias manufactureras.
  De las 16 economías extranjeras estudiadas por el Departamento de Trabajo (USDOL), sólo en tres se produjo entre 2000 y 2006 un aumento de la productividad mayor que en los Estados Unidos.

77. En el contexto de la Iniciativa del Presidente para el Sector Manufacturero anunciada en marzo de 2003, el Secretario de Comercio ordenó que se realizara un estudio completo de los aspectos que influyen en la competitividad del sector manufacturero estadounidense.  En el marco de ese proceso, el Departamento de Comercio (USDOC) celebró 23 mesas redondas públicas para identificar los retos a los que se enfrentan los fabricantes.  En enero de 2004, el Departamento de Comercio publicó un informe que contenía 57 recomendaciones para hacer frente a esos retos.
  El Grupo de Trabajo Interinstitucional sobre la Competitividad del Sector Manufacturero coordina la aplicación de estas recomendaciones, que incluyen hacer permanente la bonificación fiscal aplicada a la investigación y experimentación, modernizar el sistema jurídico estadounidense para suprimir los desincentivos a la inversión en el sector, identificar las prioridades para la futura ayuda federal a la tecnología manufacturera avanzada y combatir las prácticas comerciales "desleales" que afectan a los fabricantes de los Estados Unidos.  Las autoridades estadounidenses indican que ya se han aplicado 36 de las recomendaciones del informe.

78. En líneas generales, los aranceles aplicados a los productos manufacturados son bajos.  El promedio del arancel NMF aplicado a estos productos (según la definición de la OMC) ascendió en 2007 al 4 por ciento.  Sin embargo, la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos ha identificado 12 sectores en los que se aplican aranceles relativamente elevados.
  La Comisión estima que las ganancias que reportaría al bienestar social del país la eliminación de los aranceles aplicados a estos productos oscilarían entre 2 millones de dólares EE.UU. para las grasas y aceites comestibles y 249 millones de dólares EE.UU. para el calzado y los productos de cuero.
  El aumento de las importaciones resultante de esta liberalización oscilaría entre el 2 y el 19 por ciento.

79. La Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos también ha constatado que los textiles y las prendas de vestir están sujetos a unos obstáculos a la importación relativamente elevados.
  En un estudio se calcula que las ganancias que reportaría al bienestar social la eliminación de los aranceles y las demás restricciones cuantitativas aplicadas a la importación de textiles y prendas de vestir ascendería a 830 millones y 1.900 millones de dólares EE.UU., respectivamente.
  En el mismo estudio se abordan también los efectos sobre el bienestar social de las normas de origen relativas a los textiles y las prendas de vestir que figuran en los acuerdos preferenciales de los Estados Unidos, y se concluye que la supresión de los requisitos en materia de origen para estos productos reduciría la demanda extranjera de insumos de textiles y prendas de vestir, lo que provocaría una merma del bienestar social estadounidense.  Según el estudio, esta pérdida se vería ampliamente compensada por la supresión de los costos de observancia asociados a las normas de origen.

80. Además de los aranceles, la ayuda del Gobierno al sector manufacturero incluye la financiación de las exportaciones, pagos directos y ventajas fiscales (véase el capítulo III 3) iv) y 4) ii)).

81. En 2005, los fabricantes gastaron 158.000 millones de dólares EE.UU. en actividades de investigación y desarrollo realizadas en los Estados Unidos.
  El gasto en investigación y desarrollo del Gobierno Federal en el sector manufacturero ascendió aproximadamente a 15.600 millones de dólares EE.UU.  Este gasto abarcó una amplia gama de industrias, por ejemplo la informática y los productos electrónicos, los productos aeroespaciales y sus partes, los productos químicos y la maquinaria.  Conjuntamente, estas industrias representaron en torno al 72 por ciento de los fondos federales para investigación y desarrollo en el sector manufacturero.

82. Los Estados Unidos participan actualmente en dos casos de solución de diferencias con las CE relativos al comercio de grandes aeronaves civiles en el marco de los Acuerdos de la OMC, en uno como parte reclamante y en otro como parte demandada.
83. Los Estados Unidos mantienen programas de ayuda a astilleros o instalaciones de reparación de buques.  Por conducto del Programa Federal de Financiación de Buques se otorgan garantías a la financiación por el sector privado de la construcción, reconstrucción y rehabilitación de buques comerciales en astilleros estadounidenses.
  Las garantías no cubren la financiación de la adquisición de componentes extranjeros a menos que el Departamento de Transporte conceda una exención.  Durante el ejercicio fiscal 2006 no se concedieron nuevas garantías de préstamos.  En septiembre de 2006 las garantías de préstamos pendientes de concesión ascendieron a 2.940 millones de dólares EE.UU.

84. En virtud del Programa del Fondo de Capital para la Construcción, las empresas que explotan buques de pabellón estadounidense pueden aplazar el pago de los impuestos federales aplicables a algunos depósitos efectuados en dicho Fondo para construir, reconstruir o adquirir los buques con derecho a ello construidos en los Estados Unidos y documentados con arreglo a sus leyes.  De conformidad con el Programa del Fondo de Reserva para la Construcción, las empresas que explotan buques de pabellón estadounidense pueden aplazar el pago de los impuestos federales aplicados a las ganancias imputables a la venta o pérdida de un buque, siempre que el producto de esas operaciones se destine a construir, reconstruir o adquirir buques admisibles construidos en los Estados Unidos.
  La participación en ambos programas está limitada a los ciudadanos estadounidenses.
85. Los buques de pabellón estadounidense reparados en el extranjero están sujetos a un derecho del 50 por ciento, calculado sobre el costo del equipo y las reparaciones no de urgencia en países extranjeros.  Este derecho no se aplica a los buques de propiedad estadounidense con pabellón extranjero ni en el contexto de los acuerdos de libre comercio suscritos por los Estados Unidos.

5) Servicios

i) Introducción

86. El sector de los servicios es, con mucho, el que más contribuye a la producción y al empleo en la economía estadounidense.  El sector privado de los servicios representó el 67,8 por ciento del PIB y el 65,6 por ciento del empleo total en 2006, o el 80,2 y el 83,4 por ciento respectivamente si se incluyen los servicios gubernamentales.  La industria de servicios privada creció más rápidamente que el PIB en el período objeto de examen y en 2006 contribuyó al crecimiento del PIB con 2,75 puntos porcentuales.
  La productividad ha venido experimentando un rápido crecimiento en la mayor parte de las actividades de servicios, especialmente en las telecomunicaciones, pero también en el comercio minorista y mayorista y en el transporte aéreo.
  Los servicios también desempeñan un papel importante en el comercio estadounidense:  en 2006, representaron el 29,2 por ciento de las exportaciones totales de los Estados Unidos y el 15,6 por ciento de las importaciones totales.

87. Los Estados Unidos asumieron amplios compromisos relativos a sectores específicos en el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS).
  Estos comprenden 11 de las 12 esferas de servicios ampliamente definidas, es decir, 111 de los 160, aproximadamente, subsectores de servicios de la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios.
  Los compromisos horizontales de los Estados Unidos comprenden limitaciones con respecto a la entrada y estancia temporales de personas físicas, la compra de tierras, las medidas fiscales y las subvenciones.  Los Estados Unidos presentaron una oferta inicial sobre servicios en el marco del Programa de Doha para el Desarrollo en 2003, y una oferta revisada en 2005.

ii) Servicios de telecomunicaciones y servicios conexos

a)
Estructura del mercado

88. El mercado estadounidense de las telecomunicaciones es el más importante del mundo en cuando a ingresos (360.000 millones de dólares EE.UU. en 2005).  Tras un brusco descenso entre 2000 y 2004, las inversiones en telecomunicaciones aumentaron en 2005, en parte como resultado de la transición a las tecnologías de banda ancha por fibra óptica, tecnología móvil de alta velocidad y redes de próxima generación.

89. A finales de 2006 había en servicio 167,5 millones de líneas alámbricas de acceso conmutado residenciales y no residenciales, en comparación con 192,4 millones a finales de 2004.
  Este descenso refleja la disminución de las líneas residenciales secundarias y la sustitución de líneas fijas por móviles.  En diciembre de 2005, había 213 millones de abonados a teléfonos móviles en los Estados Unidos, lo cual equivale a una tasa de penetración nacional aproximada del 71 por ciento.
  Si bien el número de abonados a teléfonos móviles ha experimentado un rápido aumento desde 2000, la tasa de penetración sigue por debajo del promedio de la OCDE del 80 por ciento.

90. Los Estados Unidos tienen algunos de los precios más bajos de telefonía fija de la OCDE.
  El precio de la telefonía móvil es similar al promedio de la OCDE;  las autoridades estadounidenses señalan que este cálculo sobrestima el costo de la telefonía móvil en los Estados Unidos, ya que no toma en cuenta el elevado volumen de utilización.  Las tarifas de llamadas internacionales en los Estados Unidos figuran entre las más bajas de la OCDE.  Los Estados Unidos tienen una competencia basada en la utilización de instalaciones relativamente bien desarrollada.

91. La principal plataforma de distribución de servicios de radiodifusión en los Estados Unidos es el cable, que en 2005 representó casi el 60 por ciento de los hogares con televisión.  La parte correspondiente a la televisión terrestre es el 16 por ciento.  Tanto la televisión terrestre como la televisión por cable han perdido parte de su cuota frente a la difusión directa por satélite, que representa el 25 por ciento de los hogares con televisión, en comparación con el 2 por ciento en 1995.  El Presidente de la FCC señala que es necesario mejorar la competencia en el mercado de distribución de la programación de vídeo.  Los precios del cable han aumentado desde 1996, mientras que los precios de los demás servicios de comunicaciones han disminuido.

b)
Compromisos en el marco del AGCS y marco jurídico

92. Los compromisos sobre telecomunicaciones básicas asumidos por los Estados Unidos en el marco del Cuarto Protocolo anexo al AGCS abarcan prácticamente todos los servicios.
  Quedan excluidas de los compromisos las transmisiones unidireccionales por satélite de servicios de televisión directamente a los hogares y de difusión directa y de servicios digitales de audio.

93. Los Estados Unidos se han reservado el derecho a una exención en virtud del artículo II del AGCS (NMF) para discriminar entre Miembros de la OMC "debido a la aplicación de medidas de reciprocidad o en virtud de acuerdos internacionales que garantizan el acceso a los mercados o el trato nacional" en el caso de los servicios de televisión directa al hogar, los de radiodifusión directa de televisión por satélite y los de audio digitales.
  Los Estados Unidos se reservaron también el derecho de autorizar "la deducción de gastos por la publicidad realizada por una emisora extranjera y dirigida primordialmente a un mercado estadounidense, sólo en los casos en que la emisora extranjera esté ubicada en un país que permita una deducción análoga para una publicidad encomendada a una emisora estadounidense".
  La finalidad de esta exención del trato NMF es "alentar la deducción de los gastos de publicidad en el plano internacional".

94. La Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) se encarga de reglamentar las comunicaciones interestatales e internacionales por radio, televisión, línea alámbrica, satélite y cable.  Las distintas comisiones estatales son competentes para reglamentar las tarifas y las condiciones de los servicios de telecomunicaciones básicas intraestatales no basados en las radiofrecuencias.

Participación extranjera en el capital y política de liquidaciones internacionales

95. La FCC examina las inversiones extranjeras en las licencias de radio que concede en virtud del artículo 310 de la Ley de Comunicaciones de 1934 en su forma enmendada.
  De conformidad con lo dispuesto en el párrafo a) del artículo 310 de esta Ley, no podrán concederse licencias de radio a gobiernos extranjeros ni a sus representantes.  El párrafo b) del artículo 310 de la Ley dispone que no podrán obtener ni ser titulares de licencias de radio para prestar servicios de radiodifusión, aeronáuticos y de empresas de servicios públicos de telecomunicaciones las personas que no sean ciudadanos estadounidenses o sus representantes, las empresas que no sean estadounidenses o los gobiernos extranjeros.  Tampoco podrán concederse licencias a las empresas estadounidenses de cuyas acciones más del 20 por ciento pertenezca o dé derecho de voto a cualquiera de esas entidades.  No obstante, de conformidad con el apartado 4) del párrafo b) del artículo 310, podrán otorgarse licencias a empresas organizadas en los Estados Unidos que estén controladas por sociedades holding organizadas en los Estados Unidos en las que ciudadanos, empresas o gobiernos extranjeros tengan una participación de capital o unos derechos de voto superiores en ambos casos al 25 por ciento, salvo que la FCC constate que esa propiedad es incompatible con el interés público.

96. Tras la adopción de una norma de "entrada libre" en 1997 con respecto a los Miembros de la OMC, la FCC presume que la titularidad indirecta de entidades de Miembros de la OMC de licencias de telecomunicaciones inalámbricas para empresas de servicios públicos de telecomunicaciones conforme al apartado 4) del párrafo b) del artículo 310 es de interés público.
  No obstante, la FCC se reserva el derecho a condicionar o denegar la autorización para exceder del límite del 25 por ciento de participación extranjera en el capital si, como resultado de su análisis del interés público, determina que esa autorización representaría una amenaza para la competencia en el mercado estadounidense.  Además, en sus análisis del interés público, la FCC da prioridad a las preocupaciones legítimas planteadas por organismos federales en relación con seguridad nacional, aplicación de la ley, política exterior o política comercial, si bien las autoridades estadounidenses señalan que nunca se ha denegado una autorización sobre la base de estas preocupaciones.  En exámenes anteriores de los Estados Unidos, diversos Miembros de la OMC han señalado que la incorporación explícita de la norma de la entrada libre a la legislación estadounidense brindaría plena seguridad jurídica a los suministradores procedentes de Miembros de la OMC.

97. En el marco de su norma de entrada libre, la FCC ha establecido una autorización general con respecto a las solicitudes para proveer servicios nacionales de larga distancia basados en la utilización de instalaciones o en la reventa.  Para suministrar servicios internacionales es necesario obtener una autorización individual, pero, según las autoridades de los Estados Unidos, la autorización suele seguir un proceso pro forma y la mayor parte de las autorizaciones se conceden automáticamente.  Las autoridades señalan que el tiempo de tramitación de las solicitudes depende de la complejidad de cada caso;  puede llevar desde 14 días para las autorizaciones rutinarias para suministrar servicios internacionales hasta un año o más para las solicitudes relacionadas con fusiones o adquisiciones complejas y de gran envergadura.

98. La política de liquidaciones internacionales es una de las diversas salvaguardias reglamentarias que mantiene la FCC para prevenir conductas de empresas extranjeras que sean perjudiciales para la competencia en el mercado estadounidense de telecomunicaciones.
  La política de liquidaciones internacionales afecta a las negociaciones entre empresas estadounidenses y ciertas empresas extranjeras que tienen poder de mercado para el intercambio de tráfico de conmutación internacional.  Esa política exige que todos los acuerdos sobre tarifas entre empresas estadounidenses y extranjeras dispongan lo siguiente:  la división a partes iguales de las tasas de distribución entre las empresas extranjeras y las estadounidenses
;  el trato no discriminatorio de las empresas estadounidenses;  y la asignación a las empresas estadounidenses de un volumen del tráfico de entrada a los Estados Unidos proporcional a su cuota del tráfico de salida de ese país.  Desde marzo de 2004, la FCC ha aplicado su política de liquidaciones internacionales únicamente a las rutas cuyas tarifas de terminación superan los límites especificados por la Comisión.
  A principios de 2008 había 165 rutas exentas de esta política.

99. En marzo de 2006, tres grandes operadores solicitaron a la FCC que suprimiera los requisitos de la política de liquidaciones internacionales de las rutas que seguían sujetas a tales requisitos.  La FCC señala que ciertos requisitos de esa política tal vez hayan dejado de ser necesarios debido a "la significativa competencia económica entre proveedores de servicios de telecomunicaciones" y recomienda iniciar un procedimiento para considerar esta petición.
  La petición se está examinando.

Prescripciones de desagregación y compensación entre empresas

100. El artículo 251 de la Ley de Comunicaciones de 1934 prescribe que "todas las empresas titulares de servicios de telefonía local" otorguen a las empresas solicitantes "un acceso no discriminatorio a los elementos de la red con carácter desagregado cuando resulte técnicamente viable a tarifas y en condiciones que sean justas, razonables y no discriminatorias ...".
  El precio de los elementos de la red previstos en el artículo 251 debe estar "basado en el costo (determinado sin remisión a tasas de rentabilidad u otros procedimientos basados en tasas) de proporcionar el … elemento de red" y "podrá incluir un beneficio razonable".

101. La Ley de Comunicaciones deja a la discreción de la FCC la selección de los elementos de red que han de "desagregarse", y especifica que la FCC debe "considerar, como mínimo, si … el hecho de no facilitar el acceso a esos elementos de la red menoscabaría la capacidad de las empresas de telecomunicaciones que desean obtener acceso para prestar los servicios que trata de ofrecer."
  En 2003 la FCC publicó los resultados de un reexamen exhaustivo de sus normas de desagregación previstas en el artículo 251.
  Las normas obtuvieron la aprobación judicial en junio de 2006, una vez que se hubieron modificado en respuesta a las impugnaciones ante los tribunales.
  Según la FCC, su marco de desagregación "se basa en medidas de la Comisión encaminadas a limitar la desagregación a fin de ofrecer incentivos tanto para las empresas titulares como para las nuevas empresas participantes, a fin de que inviertan en el mercado de las telecomunicaciones de la forma que mejor permita la innovación y la competencia sostenible."

102. Las empresas de servicios públicos de telecomunicaciones basadas en la utilización de instalaciones que tienen instalaciones de transmisión y prestan "servicios mejorados" deben permitir que otros proveedores de servicios mejorados utilicen sus instalaciones de transmisión sobre una base no discriminatoria.
  En agosto de 2005, la FCC eximió a los proveedores de servicios alámbricos de acceso a Internet de banda ancha de esta prescripción de "desagregación", que es distinta de las obligaciones de desagregación previstas en el artículo 251 de la Ley de Comunicaciones.  La decisión de la FCC obedece a "la disponibilidad de acceso a Internet a través de diferentes conductos de banda ancha, como por ejemplo cable, redes inalámbricas, satélite y redes eléctricas."
  Según la FCC, la decisión "pone al servicio alámbrico de acceso a Internet por banda ancha, normalmente suministrado mediante tecnología de línea de abonado digital, en igualdad de condiciones normativas con respecto al servicio de módem por cable, actual líder del mercado".

103. La compensación entre empresas se rige por un complejo sistema de normas en que se establecen diferencias entre tipos de empresas y de servicios.  Por lo general, estas normas pueden clasificarse como de "compensación recíproca", que rigen la compensación ligada al tráfico local, y de "derecho de conexión", que se refieren a las llamadas de larga distancia.  La FCC, que ha venido estudiando medidas para reformar su régimen de compensación entre empresas desde 2001, señala que las distinciones entre tipos de tráfico, empresas, y puntos finales de telecomunicaciones crean oportunidades para un arbitrio reglamentario, así como incentivos para la adopción de decisiones poco eficientes sobre inversiones y despliegues.
  En julio de 2006, el Equipo de Trabajo sobre Compensación entre Empresas de la Asociación Nacional de Comisionados para la Reglamentación de los Servicios Públicos presentó a la FCC un plan de reforma de la compensación entre empresas conocido como el "Plan Missoula".  La FCC solicitó la presentación de observaciones sobre ésta y ulteriores propuestas.

Servicios de satélite

104. En virtud de la Orden DISCO II, adoptada en noviembre de 1997, los operadores extranjeros pueden solicitar permiso para prestar servicios por medio de sus satélites en los Estados Unidos, ya sea presentando una solicitud para que una estación terrena acceda al satélite extranjero o presentando una petición de resolución declarativa para que el satélite extranjero preste servicios a clientes estadounidenses.  Además, los operadores extranjeros cuyos satélites operen en la banda C o la banda Ku convencionales pueden solicitar que se considere la inclusión de sus satélites en la lista de estaciones espaciales autorizadas.
  A los satélites que figuren en esta lista podrá acceder cualquier estación terrena con licencia que transmita en bandas específicas y de conformidad con las prescripciones técnicas de la FCC sin necesidad de otra aprobación reglamentaria.  En la lista de estaciones espaciales autorizadas figuran 25 satélites extranjeros (diciembre de 2007);  otros 16 no figuran en la lista pero están autorizados a prestar servicios en los Estados Unidos.

105. De no existir un acuerdo bilateral entre los Estados Unidos y otro país, la FCC exige a los operadores de satélites extranjeros que desean prestar servicios de satélite excluidos de los compromisos estadounidenses en la OMC (servicios de televisión directa al hogar, de radiodifusión directa y de audio digitales) que realicen un análisis ECO-SAT del servicio excluido.  En este análisis, el solicitante debe demostrar que en su país no existen obstáculos a la entrada en el mercado para los operadores de satélites con licencia estadounidense que deseen prestar el servicio excluido.
  Los Estados Unidos tienen acuerdos bilaterales con la Argentina y México.  Hay nueve satélites que tienen autorización para prestar servicios de televisión directa al hogar, de radiodifusión directa y de audio digitales en los Estados Unidos.

Restricciones a la propiedad de los medios de comunicación

106. Los Estados Unidos mantienen diversas restricciones a la propiedad de medios de comunicación, cuya finalidad es promover la competencia, diversidad y "localismo" en la producción de los medios de comunicación.  De conformidad con la normativa vigente en enero de 2008, el Reglamento sobre la dualidad de redes prohíbe las fusiones entre dos o más de las "cuatro redes principales", a saber, la ABC, la CBS, la Fox y la NBC.
  De conformidad con el Reglamento sobre la propiedad cruzada de emisoras de radio y televisión, una entidad no puede poseer más de dos emisoras de televisión y seis emisoras de radio, o más de una emisora de televisión y siete emisoras de radio en mercados con al menos 20 "voces" de televisión, radio, cable y periódicos de propietarios distintos.
  Existe una escala móvil para los mercados con menos voces.  El Reglamento sobre la propiedad cruzada de emisoras de radiodifusión y periódicos prohíbe que una misma empresa sea propietaria de un diario y de una emisora de radiodifusión en el mismo mercado.

107. El Reglamento sobre la propiedad múltiple de emisoras locales de televisión autoriza a ser propietario de dos emisoras de televisión como máximo en cualquier mercado local, siempre que una de esas emisoras no sea una de las cuatro emisoras principales, y haya al menos ocho emisoras de televisión independientes en ese mercado.
  De conformidad con el Reglamento sobre la propiedad de emisoras locales de radio, no pueden poseerse más de ocho emisoras de radio en mercados con 45 o más emisoras.
  Existe una escala móvil para los mercados con menos de 45 emisoras.  A nivel nacional, en 2004, el Congreso promulgó una ley que permite ser propietario de un número ilimitado de emisoras de televisión en los Estados Unidos siempre que su "nivel de audiencia nacional" total no exceda del 39 por ciento.

108. La Ley de Telecomunicaciones de 1996 exige que la FCC examine periódicamente sus normas de propiedad de medios de comunicación a fin de determinar si son "necesarias en aras del interés público como resultado de la competencia".
  En 2004, el Congreso determinó que esos exámenes deben realizarse cada cuatro años en lugar de cada dos.  La FCC inició un examen exhaustivo de estas normas en junio de 2006
, y en diciembre de 2007 adoptó una orden al respecto (que aún no ha entrado en vigor).
  En virtud de esa orden, la FCC aprobó una aplicación menos estricta del Reglamento sobre la propiedad cruzada de emisoras de radiodifusión y periódicos, sin modificar ninguna de las demás restricciones a la propiedad de medios de comunicación.

Autorización para el suministro de servicios de cable

109. El artículo 621 de la Ley de Comunicaciones prohíbe el suministro de "servicio de cable" por un operador de cable en una zona determinada sin una autorización o "franquicia".
  Por lo general, las franquicias son concedidas por las entidades municipales o de los condados.  La Ley de Comunicaciones prohíbe que esas entidades se nieguen  a conceder franquicias para el suministro de servicios de cable" sin motivos válidos".

110. En un procedimiento anterior de la FCC, los posibles nuevos participantes en el mercado, principalmente empresas de telecomunicaciones, habían mencionado diversos factores relacionados con el procedimiento para la franquicia local que impedían la entrada en el mercado de los servicios de vídeo.
  Según la FCC, el funcionamiento eficaz del procedimiento para la franquicia local es especialmente significativo para los nuevos participantes en el mercado con instalaciones existentes.  Por ejemplo, un operador ha indicado que tendría que negociar con más de 10.000 municipalidades para poder ofrecer programación de vídeo en su zona de servicio.  Otro operador ha señalado que se necesita un promedio de 11 meses para finalizar un acuerdo de franquicia.  En un estudio reciente se estimó que un retraso de un año en la reforma del procedimiento para obtener franquicias de cable se traduciría en un costo de 8.200 millones de dólares EE.UU. para los consumidores estadounidenses.
  En otro estudio se constató que las empresas de cable titulares habían reducido los precios hasta en un 42 por ciento en respuesta a la entrada de una importante compañía telefónica en el mercado de los servicios de televisión.

111. La FCC adoptó un reglamento sobre franquicias en diciembre de 2006.
  El nuevo reglamento fija un límite de tiempo para las negociaciones sobre franquicias, establece límites para los requisitos de alcance y de otro tipo que pueden imponer las autoridades locales encargadas de las franquicias, y especifica los costos, derechos y otro tipo de compensación exigidos por esas autoridades que pueden incluirse en el límite reglamentario del 5 por ciento sobre los derechos de franquicia.  La FCC aplicó ciertos elementos del nuevo reglamento a las franquicias por las que se regían los operadores de cable titulares en octubre de 2007.

112. Según la Asociación Nacional de Televisión por Cable, a mediados de 2007, ocho Estados habían aprobado leyes estatales sobre franquicias de cable concebidas para hacer innecesaria la concesión de licencias por localidades.

iii) Servicios financieros

a)
Evolución reciente del mercado

113. En 2006, el sector de los servicios financieros estadounidense representó el 7,8 por ciento del PIB;  alrededor de la mitad de ese porcentaje fue generado por actividades bancarias, un 30 por ciento, aproximadamente, por los seguros, un 18 por ciento por actividades de negociación de valores, y un 2 por ciento por fondos, fideicomisos y otros vehículos financieros.
  El sector financiero daba empleo en 2005 a 6,1 millones de personas, equivalentes aproximadamente al 4,3 por ciento del total de puestos de trabajo.
  En 2006, las exportaciones de servicios financieros, excluidos los seguros, ascendieron a 42.800 millones de dólares EE.UU.;  las exportaciones de servicios de seguros alcanzaron 9.300 millones de dólares EE.UU.  Ese mismo año, las importaciones de servicios financieros ascendieron a 14.300 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones de servicios de seguros tuvieron un valor de 33.800 millones de dólares EE.UU.  En 2005, las ventas de servicios financieros, incluidos los seguros, a extranjeros por empresas transnacionales estadounidenses ascendieron a 122.800 millones de dólares EE.UU., mientras que las ventas de servicios financieros a nacionales estadounidenses por empresas transnacionales extranjeras fueron de 102.300 millones de dólares EE.UU.

114. A finales de junio de 2007, en los Estados Unidos había 1.686 bancos comerciales "importantes", cada uno de ellos con unos activos consolidados de 300 millones o más de dólares EE.UU.  Sus activos consolidados totales ascendían a 9,5 billones de dólares EE.UU., es decir, alrededor de las tres cuartas partes del PIB;  el 84,7 por ciento eran activos nacionales.
  A finales de junio de 2007 había 479 instituciones administradas por bancos extranjeros de 60 países y territorios en los Estados Unidos:  entre ellas, 219 sucursales, 41 agencias y 149 oficinas de representación de bancos extranjeros, así como 68 bancos comerciales estadounidenses con una participación de entidades extranjeras en el capital social del 25 por ciento como mínimo, y tres sociedades "Edge".
  A finales de septiembre de 2007, los activos de las 479 instituciones bancarias extranjeras de los Estados Unidos ascendían a un total de 2,8 billones de dólares EE.UU., es decir, aproximadamente, el 25 por ciento de los activos totales del sistema bancario comercial de los Estados Unidos.

115. El mercado de seguros de los Estados Unidos es el mayor del mundo, con una cifra de primas brutas de 1,17 billones de dólares EE.UU. en 2006, es decir el 31,5 por ciento del mercado mundial;  533.600 millones correspondían a seguros de vida y salud y 636.500 millones, a seguros de bienes y accidentes.
  Los Estados Unidos ocupan el sexto lugar del mundo por el valor de las primas de seguro pagadas por habitante, con 3.924 dólares EE.UU. por habitante en 2006;  ocupan el decimocuarto lugar por el valor de las primas en porcentaje del PIB (el 8,8 por ciento en 2006).  En 2006 se pagaron unos 65.300 millones de dólares EE.UU. en operaciones transfronterizas a aseguradores ubicados en el extranjero para cubrir riesgos en los Estados Unidos;  se trataba principalmente de reaseguros.  Se pagaron unos 23.200 millones de dólares EE.UU. a compañías de seguros de propiedad estadounidense establecidas en el extranjero.  En 2006, las indemnizaciones pagadas a empresas de los Estados Unidos alcanzaron 29.300 millones de dólares EE.UU., mientras que las empresas estadounidenses pagaron 10.900 millones de dólares EE.UU. en concepto de indemnizaciones.

116. Los Estados Unidos tienen los mayores mercados de valores del mundo.  El valor de mercado de las acciones y opciones vendidas en las Bolsas estadounidenses ascendía a unos 25,1 billones de dólares EE.UU. a mediados de noviembre de 2007.  Alrededor del 73,51 por ciento del valor comercializado en 2007 correspondió a la Bolsa de Nueva York (NYSE);  ocuparon el segundo lugar la NYSE Arca y la American Stock Exchange con el 19,9 por ciento del valor comercializado, y el tercero correspondió a la NASDAQ, con el 16,1 por ciento.
  En noviembre de 2007, en la Bolsa de Nueva York se cotizaban 2.779 emisores, 423 de los cuales eran emisores no estadounidenses procedentes de 45 países.
  En los tres primeros trimestres de 2007, el porcentaje del volumen de transacciones del grupo NYSE correspondiente a emisores no estadounidenses fue del 11,9 por ciento.  En abril de 2007, la Bolsa de Nueva York se fusionó con la Bolsa europea Euronext, con sede en París, y formaron NYSE Euronext, el mayor grupo bursátil del mundo.

117. El sector financiero estadounidense ha resultado afectado por la crisis de las hipotecas de riesgo superior a la media (véase el capítulo I), y varios bancos en los Estados Unidos y en el extranjero han venido registrando pérdidas y reducciones de valor.
  El FMI opina que la crisis es la consecuencia de un entorno macroeconómico con un período prolongado de tipos de interés bajos, un alto volumen de liquidez y una volatilidad baja, que llevaron a las instituciones financieras a subestimar los riesgos;  prácticas de gestión del crédito y los riesgos poco estrictas en muchas instituciones financieras;  y una reglamentación y supervisión financieras deficientes.
  El FMI considera que este entorno impulsó un rápido crecimiento del sector de la vivienda en los Estados Unidos y alentó a los bancos y otras instituciones a asumir un nivel excesivo de apalancamiento para generar un rendimiento elevado, y que los marcos de supervisión y reglamentación no podían prevenir la crisis, dado que las hipotecas no estaban sujetas a las obligaciones apropiadas de divulgación de información y protección del consumidor.

118. El FMI estima que, para resolver la crisis de las hipotecas de riesgo superior a la media, es necesario adoptar medidas en las esferas macroeconómicas y de los mercados financieros.
  La Reserva Federal considera que las sociedades holding bancarias seguirán haciendo frente a condiciones de mercado difíciles y a presiones persistentes sobre los ingresos, y que es probable que se registren más reducciones de valor de los activos a medida que el mercado continúa ajustando las primas de riesgo y la variación por valoración.  Para contrarrestar esta situación, la calidad de los préstamos deberá ser controlada de cerca por las instituciones bancarias y los organismos de supervisión;  la situación de liquidez deberá seguir administrándose de forma activa;  y las organizaciones bancarias tendrán que mejorar la gestión de los riesgos.  Las hipotecas para viviendas, la protección del consumidor, la situación de liquidez y capital de los bancos, los préstamos para el consumo, los bienes inmuebles comerciales, y los préstamos comerciales son esferas fundamentales que la Reserva Federal debe vigilar.
  A este respecto, la Reserva Federal ha reconocido que, en muchos casos, la dirección del banco no era plenamente consciente de los riesgos latentes en las diversas estructuras e instrumentos financieros, y del modo en que esos riesgos podían manifestarse.  A fin de evitar esta situación en el futuro, los organismos de supervisión de los mercados financieros prestarán más atención a la capacidad de una empresa en su conjunto para gestionar los riesgos e integrar evaluaciones del riesgo en el proceso general de adopción de decisiones por los directivos superiores.

119. Las autoridades consideran que la situación general del sistema bancario estadounidense sigue siendo sólida, ya que ha entrado en el reciente período de turbulencias financieras con un nivel robusto de capital y unos ingresos fuertes.  Señalaron que la Reserva Federal y otros organismos bancarios han venido colaborando con organizaciones bancarias a fin de identificar y rectificar las deficiencias en la gestión de los riesgos y preservar la seguridad y solidez del sistema bancario.
  Asimismo, los organismos financieros han emitido declaraciones para alentar a las instituciones que atienden el servicio de las hipotecas para viviendas a mitigar las pérdidas preservando, a un tiempo, la propiedad de la vivienda siempre que sea posible y apropiado.

120. En diciembre de 2007, el Consejo de la Reserva Federal propuso modificar el Reglamento Z (Veracidad en el Préstamo) a fin de proteger a los consumidores de las prácticas de publicidad y préstamos de hipotecas para vivienda desleales o engañosas.  El reglamento, que se adoptará al amparo de la Ley de Protección de la Propiedad y el Capital Inmobiliario (HOEPA), de 1994, restringirá varias prácticas y exigirá la divulgación de ciertos datos sobre la hipoteca en una etapa más temprana de la transacción.  De conformidad con la HOEPA, el Consejo es responsable de prohibir las acciones y prácticas relacionadas con préstamos hipotecarios que considere desleales o engañosas.

b)
Marco legislativo y reglamentario

Reglamentación consolidada del sector financiero

121. La Ley Gramm-Leach-Bliley (de modernización de los servicios financieros) de 1999 es la principal legislación por la que se rige el sector financiero consolidado.  Esta Ley permite que los bancos nacionales y extranjeros se afilien a entidades dedicadas a otras actividades de naturaleza financiera, o accesorias o complementarias de actividades financieras, a condición de que se cumplan determinadas normas en materia de capital y de gestión.  Un banco estadounidense puede afiliarse a una compañía de seguros u otra empresa de servicios financieros estableciendo primero una sociedad holding bancaria de conformidad con la Ley de Sociedades Holding Bancarias;  los bancos extranjeros no están obligados a establecer sociedades holding.  Las sociedades holding bancarias que cumplen las condiciones establecidas, denominadas sociedades holding financieras, pueden controlar empresas bancarias, de valores o de seguros, y realizar nuevas actividades financieras, con sujeción a la aprobación previa por la Reserva Federal y el Departamento del Tesoro.
  Un banco estadounidense que cumpla determinadas normas prudenciales puede establecer filiales financieras para realizar ciertas actividades financieras.  La suma de los activos de todas las filiales financieras no debe exceder del 45 por ciento de los activos de la casa matriz, ni de 50.000 millones de dólares EE.UU.  Las sociedades de valores y las compañías de seguros pueden convertirse en sociedades holding financieras mediante la adquisición de un banco, siempre que se ajusten a determinados criterios.  En noviembre de 2007 se habían convertido efectivamente en sociedades holding financieras, o eran tratadas como tales, 654 sociedades holding bancarias incluidos 45 bancos extranjeros.

122. De conformidad con la Ley de Sociedades Holding Bancarias de 1956, las sociedades holding bancarias y financieras no pueden ser propietarias de sociedades no financieras excepto a través de las actividades de bancos de inversiones autorizadas por las sociedades holding financieras.  Las actividades no financieras de empresas dedicadas principalmente a actividades financieras (al menos el 85 por ciento de las actividades totales) quedaron eximidas por anterioridad de esta prescripción durante un período de 10 años (hasta 2009), con posibilidad de prórroga de 5 años;  las autoridades señalan que, a principios de 2008, ninguna entidad quedaba cubierta por estas disposiciones.

123. La Reserva Federal es el principal organismo regulador de los conglomerados financieros que incluyen un banco.  Las actividades de las filiales de sociedades holding financieras son reguladas por el organismo correspondiente:  la Oficina del Controlador de la Moneda en el caso de los bancos nacionales;  un organismo de control bancario a nivel de los Estados, y la Reserva Federal o la Corporación Federal de Garantía de los Depósitos en el caso de los bancos constituidos en los Estados;  la Comisión de Bolsa y Valores en el caso de las sociedades de valores;  y una comisión de seguros estatal en el caso de las compañías de seguros.

124. Las filiales de bancos extranjeros instaladas en los Estados Unidos son tratadas como bancos nacionales.  Las sucursales y agencias de bancos extranjeros tienen las mismas facultades que los bancos y están sujetas a una supervisión análoga;  pero las agencias no pueden recibir depósitos de ciudadanos ni residentes de los Estados Unidos.  Para que un banco extranjero con sucursales o agencias en los Estados Unidos pueda tener la condición de sociedad holding financiera, la Ley Gramm‑Leach-Bliley establece que deben aplicárseles criterios de "buena capitalización" y "buena administración" comparables con los que rigen para los bancos estadounidenses, "aplicándose debidamente el principio de trato nacional e igualdad de oportunidades".
  La clasificación de una sociedad holding bancaria o financiera como "bien administrada" se basa en una clasificación compuesta y en la clasificación del subcomponente de gestión del riesgo.  A este respecto, la Reserva Federal utiliza el Sistema de Clasificación de Sociedades Holding Bancarias, con arreglo al cual se asigna una clasificación compuesta a cada sociedad holding bancaria inspeccionada sobre la base de una evaluación de su situación financiera y de gestión y de los posibles riesgos futuros para sus instituciones depositarias filiales.  Las clasificaciones de componentes y subcomponentes compuestas se asignan a las sociedades holding bancarias sobre la base de una escala numérica del 5 (mínimo) al 1 (máximo).
  Los bancos extranjeros que eligen ser tratados como sociedades holding financieras y respecto de los cuales los órganos de supervisión de su país de origen hayan adoptado normas sobre recursos propios basadas en el riesgo que sean compatibles con el Acuerdo de Basilea, y cuyo capital sea comparable al de un banco estadounidense propiedad de una sociedad holding financiera, deben mantener coeficientes determinados.  Los demás bancos extranjeros se evalúan de forma individual.  Las transacciones bancarias con filiales están sujetas a ciertas restricciones reglamentarias.
  El Reglamento W dispone la aplicación de estas restricciones reglamentarias.

125. La Ley de Exenciones Reglamentarias para los Servicios Financieros de 2006 introdujo cambios en la legislación estadounidense sobre servicios financieros que afectan a la banca, las empresas de valores y de seguros.  Esta Ley permite el pago de intereses por los fondos mantenidos por una institución depositaria en un banco de la Reserva Federal y autoriza al Consejo de la Reserva Federal a reducir al 0 por ciento las reservas que debe mantener una institución depositaria a partir del 1º de octubre de 2011.  El requisito reglamentario actual oscila entre el 3 y el 14 por ciento.  La Ley también modificó la Ley de Préstamos a Propietarios de Viviendas (HOLA) para prescribir las condiciones que permiten a una asociación de ahorro federal convertirse en banco nacional o estatal, con inclusión de la aprobación previa de cada banco por la Corporación Federal de Garantía de los Depósitos si la conversión da lugar a más de un banco nacional o estatal.
Servicios bancarios

126. La supervisión del sector bancario en los Estados Unidos es responsabilidad de varios organismos de regulación federales y estatales.  El Consejo de la Reserva Federal comparte la responsabilidad con la Oficina del Controlador de la Moneda, la Corporación Federal de Garantía de los Depósitos, la Oficina de Supervisión de Entidades de Ahorro, así como las autoridades estatales de regulación.  La Oficina del Controlador de la Moneda aprueba la constitución de todos los bancos (nacionales) estadounidenses constituidos en el plano federal y los regula y supervisa, y también supervisa las sucursales y agencias federales de bancos extranjeros, así como las actividades internacionales de los bancos nacionales de los Estados Unidos.  La Corporación Federal de Garantía de los Depósitos asegura depósitos bancarios.  Los organismos de regulación estatales están organizados en la Conferencia de Supervisores de Bancos Estatales.
  Por ley y con arreglo a la interpretación jurídica de las leyes y la Constitución de los Estados Unidos, las leyes bancarias federales y los reglamentos y otras directrices dictados por los organismos federales de reglamentación bancaria pueden prevalecer sobre las leyes estatales que regularían determinadas actividades de las instituciones bancarias y sus filiales.

127. Los Estados Unidos mantienen una política general de trato nacional hacia las sucursales, agencias, filiales de valores y otras operaciones de los bancos extranjeros en los Estados Unidos.  Los Estados Unidos han asumido compromisos consolidados en materia de acceso a los mercados y trato nacional para todos los subsectores incluidos en el Anexo sobre Servicios Financieros del AGCS y de conformidad con el Entendimiento relativo a los compromisos en materia de servicios financieros.

128. Los bancos extranjeros pueden establecer una presencia comercial en el mercado de los Estados Unidos ya sea estableciendo sucursales o agencias autorizadas por el Gobierno Federal o los Estados, estableciendo oficinas de representación o bien estableciendo o adquiriendo una filial de un banco nacional o estatal.  Para poder recibir o mantener depósitos nacionales minoristas de menos de 100.000 dólares EE.UU., los bancos extranjeros están obligados a establecer una filial bancaria asegurada, salvo en el caso de una sucursal de bancos extranjeros que ya realizaba actividades aseguradas de captación de depósitos el 19 de diciembre de 1991 o con anterioridad).  Las sucursales de bancos extranjeros no necesitan, por lo general, disponer de un capital mínimo a nivel federal y estatal;  no pueden beneficiarse de la garantía federales de los depósitos.  No obstante, las sucursales y agencias de bancos extranjeros están sujetas a una "obligación de garantía de activos" con arreglo a la legislación federal y estatal aplicable.  A nivel federal, la Ley de Actividades Bancarias Internacionales de 1978 dispone que las sucursales y agencias autorizadas por la Oficina del Controlador de la Moneda deben mantener un "depósito en equivalente de fondos propios" igual al 5 por ciento como mínimo de sus obligaciones de terceros con un banco depositario local.  Los requisitos establecidos por las leyes estatales varían.

129. Las operaciones de los bancos extranjeros en los Estados Unidos se rigen principalmente por la Ley de Actividades Bancarias Internacionales de 1978, que dispone la concesión del trato nacional a los bancos extranjeros y les ofrece la posibilidad de establecer sucursales y agencias con licencia federal, además de oficinas con licencia en un Estado.

130. La Ley Riegle-Neal sobre Bancos y Sucursales Interestatales de 1994 permite establecer sucursales en distintos Estados mediante fusión o mediante el establecimiento de sucursales nuevas.  La expansión de un banco extranjero de un Estado a otro mediante el establecimiento de sucursales por la fusión de un banco extranjero con un banco ubicado fuera del "estado de origen" está permitido sobre la base del trato nacional.  Se aplican determinadas limitaciones relativas al tamaño:  el banco fusionado no puede controlar más del 10 por ciento de los depósitos totales de las instituciones de depósito aseguradas en los Estados Unidos, y se imponen limitaciones al depósito a nivel estatal.  No obstante, de conformidad con la Ley Riegle-Neal sobre Bancos y Sucursales Interestatales, una transacción de fusión interestatal puede conllevar la adquisición de una sucursal de un banco sin la adquisición del banco sólo si la legislación del Estado en el que se encuentra la sucursal permite hacerlo a los bancos de fuera del Estado.  Si bien todos los Estados dictaron leyes para hacer efectivo el establecimiento de sucursales mediante las disposiciones de la Ley Riegle-Neal relativas a las fusiones, las sucursales interestatales establecidas mediante la creación de sucursales nuevas (apertura de una sucursal en otro Estado en lugar de tener que adquirir un banco entero) están permitidas sólo en 21 Estados, el Distrito de Columbia y Puerto Rico, y en condiciones de reciprocidad.

131. Aunque en los Estados Unidos los bancos extranjeros están sujetos por lo general a limitaciones geográficas y de otra índole, sobre la base del trato nacional, se han establecido algunas excepciones en la Lista de los Estados Unidos anexa al AGCS.  Por ejemplo, todos los directores de un banco nacional deben ser ciudadanos estadounidenses a menos que el banco sea una filial de un banco extranjero, en cuyo caso basta con que sean estadounidenses la mayoría de los miembros del Consejo de Administración;  aproximadamente la mitad de los Estados también exigen que todos o la mayoría de los miembros del Consejo de Administración de las entidades financieras de depósito sean ciudadanos estadounidenses.  Una cooperativa de crédito, caja de ahorros o empresa de préstamos de ahorro-vivienda de los Estados Unidos no puede obtener fondos por conducto de sucursales de sociedades organizadas con arreglo a la legislación de un país extranjero.  Los bancos extranjeros no pueden formar parte del sistema de la Reserva Federal;  las sucursales de bancos estadounidenses de propiedad extranjera no están sujetas a esta medida.

132. En todos los Estados está permitida la entrada inicial en el mercado estadounidense mediante el establecimiento o adquisición de una filial de un banco nacional por un extranjero.  La entrada inicial o la expansión por una persona extranjera (pero no por un nacional) mediante la adquisición o el establecimiento de una filial bancaria comercial constituida en un Estado se encuentra prohibida o sujeta a limitaciones en 29 Estados.  Se aplican algunas otras limitaciones a nivel estatal:  por ejemplo, en seis Estados no se conceden a bancos extranjeros licencias para establecer sucursales, pero sí agencias.
  En 18 Estados no está permitida la existencia de oficinas de representación de bancos extranjeros, y éstas están sujetas a limitaciones en Oklahoma, mientras que algunos Estados requieren la constitución de oficinas de representación.
  Algunos Estados también aplican limitaciones a la adquisición por un extranjero de bancos de ahorro o asociaciones de préstamo (Delaware, Ohio, Tennessee y Washington).

133. El Acuerdo Nacional sobre Supervisión Estatal y Federal de 1996 estableció un conjunto de principios para fomentar la coordinación en la supervisión de los bancos interestatales.  En junio de 2004 se establecieron nuevas prácticas recomendadas que incorporan procedimientos y técnicas utilizados por la Reserva Federal en la labor de supervisión, con los Estados, de las instituciones bancarias autorizadas por éstos.

134. Las normas sobre recursos propios basadas en el riesgo se adoptaron por primera vez en 1989 (Basilea I).  En noviembre de 2007, los organismos bancarios federales aprobaron las normas definitivas para aplicar los requisitos de capital del Acuerdo de Basilea II para grandes bancos internacionalmente activos con al menos 250.000 millones de dólares EE.UU. en activos totales o 10.000 millones de dólares EE.UU. en exposición extranjera;  el Acuerdo de Basilea II es opcional para los bancos más pequeños.
  Antes de operar en el marco del Acuerdo de Basilea II, los bancos deben realizar progresos durante tres períodos de transición de al menos un año cada uno, durante los cuales se aplicarán niveles mínimos a las posibles disminuciones de los requisitos de capital basado en el riesgo.  Un banco necesita la autorización de su principal organismo reglamentario federal para iniciar cada uno de los períodos de transición en los que se aplican dichos niveles mínimos, y al final del tercer período de transición, para pasar a aplicar plenamente el Acuerdo de Basilea II.
  Se calcula que los reglamentos del Acuerdo de Basilea II serán obligatorios sólo para los 11 ó 12 bancos estadounidenses más grandes.
  Las autoridades señalan que unos 11 grandes bancos deben seguir el nuevo enfoque, y calculan que 21 bancos en total lo aplicarán, incluidos algunos que lo harán voluntariamente.  Estaba previsto que los organismos bancarios federales presentaran un proyecto de propuesta a comienzos de 2008 para que los bancos más pequeños no estén obligados a aplicar el Acuerdo de Basilea II.

135. La Ley de Exenciones Reglamentarias para los Servicios Financieros de 2006 introdujo varias modificaciones en la legislación estadounidense con respecto a la banca.  La Ley revocó la prohibición aplicable a la reducción del capital social por un banco nacional por debajo de determinados límites y modificó las disposiciones con respecto a las prescripciones relativas a las inversiones en desarrollo comunitario para los bancos nacionales y de los Estados miembros, aumentando el máximo aplicable a las inversiones globales en desarrollo comunitario de 10 a 15 por ciento de su capital social.

136. Los reglamentos sobre límites de crédito restringen la cuantía total de los préstamos y créditos que un banco puede otorgar a un único prestatario.  Por ejemplo, un banco nacional generalmente debe limitar el total de sus préstamos y créditos pendientes de reembolso a cualquier prestatario único a no más del 15 por ciento del capital y superávit totales del banco.  Los reglamentos sobre bancos estatales también contienen límites de crédito similares aplicables a los bancos constituidos en los Estados.

137. Con arreglo a la Ley Federal de Reforma de la Garantía de los Depósitos de 2005, la cobertura máxima uniforme de la garantía de los depósitos es de 100.000 dólares EE.UU., o 250.000 dólares EE.UU. para determinadas cuentas de ahorro para jubilación, y será indizada en función de la inflación a partir de 2010.

Servicios de seguros

138. La regulación estadounidense del sector de los servicios de seguros se realiza principalmente a nivel estatal con arreglo a lo dispuesto por la Ley McCarran-Ferguson de 1945 (Título 15 del Código de los Estados Unidos, capítulo 20).  De conformidad con la Ley, el sector de los seguros está exento de las leyes federales antimonopolio en la medida en que esté regulado por los Estados.  La Ley Gramm-Leach-Bliley también refuerza la autoridad de los Estados para regular las actividades relativas a los seguros, y concretamente protege 13 esferas de reglamentación estatal en materia de seguros de la primacía de la legislación federal.

139. Las compañías, agentes y corredores de seguros deben obtener una licencia de conformidad con las leyes de cada Estado en que se encuentre ubicado el riesgo que se proponen asegurar, y están autorizados a ofrecer servicios de seguros solamente en el Estado en el que han obtenido una licencia.  Asimismo, en la mayoría de los Estados, los aseguradores deben obtener la autorización de los organismos reguladores estatales para sus tipos de prima.  Las prescripciones en materia de licencias son distintas según los Estados y el ramo de seguros, aunque los Estados han evolucionado hacia la adopción de un enfoque más uniforme (véase infra).

140. El mercado estadounidense de los seguros está abierto a la inversión extranjera directa mediante la adquisición de una compañía de seguros autorizada.  Las compañías extranjeras también tienen acceso al mercado constituyéndose en un Estado como sucursal de una compañía de seguros extranjera, salvo en Minnesota, Mississippi y Tennessee.  Las aseguradoras extranjeras están autorizadas también a desarrollar sus actividades como sucursales en 36 Estados y el Distrito de Columbia;  en este caso, las operaciones se limitan en principio a la suscripción de primas sobre la base del capital depositado en cada Estado en el que se proponen desarrollar su actividad.
  En la práctica se suele eximir del cumplimiento de este requisito, particularmente si el solicitante mantiene un depósito suficiente en otro Estado.

141. Los inversores extranjeros son responsables de la cuantía total de sus activos en los Estados Unidos, y no sólo de sus activos en un determinado Estado.  Las compañías deben tener licencia de cada Estado para poder realizar actividades de seguros dentro de sus límites y a través de sus fronteras, ya sea por correo, teléfono o Internet;  existen algunas excepciones al requisito de residencia, que varían según los Estados.  Por ejemplo, varios de ellos exceptúan a determinados grandes establecimientos industriales, los seguros marítimos, de aviación y transporte y los seguros de "pérdidas superiores".  En determinadas circunstancias, y con algunas excepciones, los reaseguradores extranjeros pueden suscribir seguros en los Estados Unidos incluso aunque no se les haya concedido licencia en el respectivo Estado.

142. Los requisitos de ciudadanía estadounidense y residencia en el Estado se aplican en la mayoría de los Estados a los proveedores de servicios de intermediación, agencia y otros servicios auxiliares de los seguros.

143. Los reaseguradores no autorizados en los Estados Unidos deben depositar garantías (a saber, realizar un depósito en una cuenta fiduciaria en los Estados Unidos por todo el equivalente de la operación, o presentar una carta de crédito para garantías), cuando realizan operaciones de reaseguro con empresas estadounidenses autorizadas a fin de que la empresa estadounidenses autorizada reciba un crédito para el reaseguro.

144. Los ingresos en concepto de primas brutas están gravados con un impuesto federal del 1 por ciento en el caso de los seguros de vida y los reaseguros, y del 4 por ciento en el caso de las primas de seguros distintos de los de vida que cubran riesgos en los Estados Unidos pagadas a empresas no constituidas en virtud de la legislación estadounidense o de la legislación de países con los que los Estados Unidos hayan firmado tratados de doble imposición.  Esta excepción relativa al trato nacional figuraba en la Lista de los Estados Unidos anexa al AGCS.

145. Los legisladores y organismos reguladores estatales coordinan posiciones a través de su participación en organismos como la Conferencia Nacional de Legisladores de Seguros y la Asociación Nacional de Administradores de Seguros.  La Conferencia Nacional de Legisladores de Seguros es una organización de legisladores estatales cuyo principal ámbito de interés desde el punto de vista de la política pública es la legislación y reglamentación en materia de seguros.
  La Asociación Nacional de Administradores de Seguros es la organización de los reguladores de seguros de los 50 Estados, el Distrito de Columbia y cinco territorios estadounidenses, y ofrece un foro para el desarrollo de políticas uniformes según proceda.

146. La Asociación Nacional de Administradores de Seguros desempeña una función sustancial en la normalización interestatal de los requisitos reglamentarios mediante la elaboración de leyes modelo.  Ha llevado a cabo el Proyecto de Trato Uniforme, mediante el cual los Estados participantes convinieron en otorgar licencias a productores no residentes que gocen de buena reputación en su Estado de residencia sin imponer requisitos adicionales a los que se exigen a los productores residentes.  Con este fin, la Asociación desarrolló una Solicitud Uniforme de Licencia Individual de No Residente actualmente aceptada en todos los Estados y el Distrito de Columbia, y una Solicitud Uniforme de Certificado de Autorización.  La Asociación también ha participado en otras iniciativas destinadas a fomentar la uniformidad, como el Sistema de Presentación Electrónica de Tarifas y Formularios, la Reglamentación uniforme a través de la tecnología y el Registro Nacional de Productores de Seguros.  A fecha de 1º de enero de 2008, los 50 Estados, el Distrito de Columbia, Puerto Rico y más de 1.700 compañías de seguros aceptaron los formularios presentados en el contexto del Sistema de Presentación Electrónica de Tarifas y Formularios, 40 Estados, el Distrito de Columbia y Puerto Rico cumplían todas las iniciativas en el marco de la Reglamentación uniforme a través de la tecnología para aumentar la uniformidad de la tramitación y la reglamentación en los Estados.  En la misma fecha, los 50 Estados, el Distrito de Columbia y Puerto Rico participaban en el Registro Nacional de Productores de Seguros.
147. La Asociación Nacional de Administradores de Seguros desarrolló en 2002 un sistema estatal para promover la armonización de la legislación y los procedimientos de los distintos Estados.  El Acuerdo Interestatal de Reglamentación de los Productos de Seguros tiene por objeto elaborar normas uniformes y un centro de coordinación para proporcionar una revisión pronta y una autorización reglamentaria de los productos de seguros de vida.
  El Acuerdo entró en vigor en mayo de 2006, después de que 26 Estados que representan la mitad del volumen de primas estadounidenses promulgaran la legislación de habilitación.  La Comisión Interestatal de Reglamentación de los Productos de Seguros, entidad pública, fue creada para proporcionar a los Estados un vehículo para elaborar normas nacionales uniformes sobre los productos de seguros de vida y seguros de asistencia a largo plazo, establecer un punto central de registro, y examinar los registros de productos y adoptar decisiones reglamentarias con arreglo a normas uniformes;  entró en funcionamiento en mayo de 2006.  A finales de 2007 participaban en el Acuerdo 30 Estados.

148. En exámenes anteriores de los Estados Unidos, los Miembros han aducido que los reglamentos a nivel estatal crean cargas injustificadas para los aseguradores y les impiden responder a las necesidades de los clientes oportunamente.
  En sus respuestas, los Estados Unidos han indicado que la reglamentación a nivel de los Estados no creaba ningún obstáculo al comercio, y que se estaban realizando esfuerzos para la uniformidad de los reglamentos estatales a través de la Asociación Nacional de Administradores de Seguros.
  Algunos grupos de seguros como el Instituto de Información sobre Seguros, la Asociación Americana de Seguros y el Consejo Americano de Compañías de Seguros de Vida están a favor de una carta federal para la reglamentación de los seguros.
  El Consejo Americano de Compañías de Seguros de Vida aboga por la creación de una carta federal opcional y ha señalado que la reglamentación uniforme y eficiente es crucial para la competitividad continuada de las compañías de seguros de vida.
  En mayo de 2007, un estudio del Consejo Americano de Compañías de Seguros reveló que una carta federal permitiría a las compañías de seguros de vida y sus clientes ahorrar unos 5.700 millones de dólares EE.UU. al año en concepto de costos de cumplimiento relacionados con la supervisión por múltiples organismos reguladores estatales.

149. La Ley Gramm-Leach-Bliley introdujo requisitos de uniformidad o reciprocidad en los Estados respecto de los agentes y corredores de seguros, que obligaban a los Estados a aplicar leyes y reglamentos uniformes o un sistema de concesión recíproca de licencias antes del 12 de noviembre de 2002, y, de no ser posible, se establecería una Asociación Nacional de Agentes y Corredores Registrados (NARAB), estableciendo la primacía de la legislación federal sobre las leyes de concesión de licencias de los Estados.  Como respuesta, todos los Estados excepto Nuevo México, y Guam, promulgaron la Ley Modelo de Concesión de Licencias a Corredores y Agentes u otras leyes sobre licencias, previendo la reciprocidad requerida.  A través del proyecto Trato uniforme/concesión recíproca de licencias de la Asociación Nacional de Administradores de Seguros, los Estados participantes convienen en otorgar licencias a productores no residentes que gocen de buena reputación en su Estado de residencia sin imponer restricciones adicionales ni exigir títulos de aptitud distintos de los que se exigen a los productores residentes.

150. La Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo de 2002 estableció un programa de tres años de duración, desde el 22 de noviembre de 2002 hasta el 31 de diciembre de 2005.  Dicha Ley fue prorrogada hasta el 31 de diciembre de 2007 en virtud de la Ley de Prórroga de la Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo de 2005, y de nuevo hasta el 31 de diciembre de 2014 en virtud de la Ley de Reautorización del Programa de Seguros de Riesgos de Terrorismo de 2007.  En el marco del programa, el Gobierno de los Estados Unidos paga el 85 por ciento de las pérdidas aseguradas de un asegurador resultantes de actos de terrorismo después de que un asegurador pague un deducible individual (20 por ciento de las primas ganadas durante el año previo en líneas comerciales).  La participación del Gobierno en las pérdidas de la industria se limita a un máximo global anual de 100.000 millones de dólares EE.UU.  Asimismo, el Gobierno no comparte ninguna pérdida si las pérdidas aseguradas a nivel industrial no exceden primero los 100 millones de dólares EE.UU.

151. Pueden ser beneficiarios de la Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo las compañías de seguros con licencia en un Estado de los Estados Unidos, así como las compañías sin licencia autorizadas para asegurar riesgos de "pérdidas superiores" que figuran en la lista trimestral de aseguradores extranjeros de la Asociación, o han sido autorizadas para ofrecer seguros de bienes y accidentes por un organismo federal en los sectores marítimo, energético o de la aviación.  Los aseguradores participantes deben ofrecer seguros de riesgos de terrorismo a los titulares de pólizas.  Los aseguradores no pagan primas por el reaseguro en el marco de la Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo;  en su lugar, los pagos federales se han de percibir más tarde a través de las sobretasas calculadas respecto de todos los titulares de pólizas comerciales.  A finales de 2007, no se habían realizado pagos federales en el marco de la Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo.

Servicios relacionados con los valores

152. Las principales leyes estadounidenses que rigen los servicios relacionados con los valores a nivel federal son la Ley de Valores Mobiliarios de 1933, la Ley de la Bolsa de Valores de 1934, la Ley de Contratos de Fideicomiso de 1939, la Ley de Sociedades de Inversión de 1940, la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones de 1940, la Ley Sarbanes‑Oxley de 2002 y la Ley de Reforma de la Estimación Crediticia de 2006.

153. La Ley de la Bolsa de Valores de 1934 otorga a la Comisión de Bolsa y Valores amplias facultades sobre el sector de los valores mobiliarios, incluida la facultad de registrar, regular y supervisar empresas de corretaje, asesores en materia de inversiones, agentes de transferencias y empresas de compensación, así como las organizaciones autónomas, como las diversas Bolsas.  La Ley de 1934 también confiere a la Comisión de Bolsa y Valores facultades disciplinarias sobre las entidades reguladas y las personas a ellas asociadas.  La Ley de Exenciones Reglamentarias para los Servicios Financieros de 2006 modificó la Ley de la Bolsa de Valores de 1934 y la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones de 1940 para incluir asociaciones de ahorro (entidades de ahorro) en la definición de "banco".  Esto significa que las asociaciones de ahorro que actúan como asesores en materia de inversiones y los corredores y agentes no están sujetos a determinados requisitos de registro de la Comisión de Bolsa y Valores.

154. El registro de valores en la Comisión de Bolsa y Valores se requiere en principio, antes de su oferta o venta;  sin embargo, hay excepciones.
  Las entidades emisoras extranjeras pueden optar por utilizar diferentes formularios que los que utilizan las entidades nacionales para el registro y la notificación periódica.  Las entidades emisoras privadas extranjeras que preparan sus estados financieros con arreglo a las Normas Internacionales de Información Financiera formuladas por la Junta Internacional de Normas de Contabilidad (IASB) pueden presentar sus estados financieros a la Comisión de Bolsa y Valores sin exigirse la conciliación con los principios de contabilidad generalmente aceptados de los Estados Unidos.  Los corredores y agentes extranjeros y estadounidenses deben registrarse generalmente en la Comisión de Bolsa y Valores si quieren realizar operaciones con personas estadounidenses, aunque con arreglo a la Norma 15a-6, promulgada en virtud de la Ley de la Bolsa de Valores de 1934, los corredores y agentes extranjeros están autorizados a participar en ciertas operaciones limitadas con valores en los Estados Unidos sin registrarse, en determinadas circunstancias.  Los organismos de compensación también deben registrarse ante la Comisión de Bolsa y Valores.
155. La Ley de Sociedades de Inversión de 1940, en su forma enmendada, otorga a la Comisión de Bolsa y Valores la competencia para establecer la reglamentación relativa a las empresas de inversión nacionales y extranjeras, todas las cuales deben registrarse en la Comisión de Bolsa y Valores antes de vender acciones al público.  Las empresas de inversiones extranjeras no pueden ofertar públicamente sus acciones en los Estados Unidos a menos que la Comisión de Bolsa y Valores emita, caso por caso, una orden que permita a la empresa registrarse con arreglo a la Ley de Sociedades de Inversión.  Los asesores nacionales en materia de inversiones están regulados por los órganos reguladores estatales cuando gestionan menos de 25 millones de dólares EE.UU. y no asesoran a una empresa de inversión inscrita en el registro de la Comisión;  en caso contrario, están regulados por la Comisión de Bolsa y Valores.  Los asesores extranjeros sobre inversiones pueden registrarse en la Comisión de Bolsa y Valores con independencia de la cuantía de los activos que gestionen;  el requisito de inscripción en el registro implica el mantenimiento de actas, inspecciones, presentación de informes y pago de un derecho.  Los bancos estadounidenses solamente están obligados a inscribirse en el registro como asesores sobre inversiones si brindan asesoramiento a una sociedad de inversión registrada en la Comisión de Bolsa y Valores en virtud de la Ley de Sociedades de Inversión, en tanto que los bancos extranjeros generalmente deben hacerlo si prestan servicios de asesoramiento remunerado sobre inversiones.
  Los Estados Unidos consignaron una reserva al trato nacional en el marco del AGCS para aplicar ese trato diferente.

156. Los agentes extranjeros de valores públicos estadounidenses reciben trato nacional, con arreglo a la Ley de Agentes del Mercado Primario de Valores de 1988 siempre que se otorgue a las empresas estadounidenses que operan en los mercados de la deuda pública del país extranjero "las mismas oportunidades competitivas" que a las empresas nacionales que operan en esos mercados.  Los Estados Unidos consignaron en su Lista del AGCS una exención del trato NMF relativa a la participación en emisiones de títulos de deuda pública.

157. La Ley Sarbanes-Oxley de 2002 (Ley Pública Nº 107-204) estableció modificaciones reglamentarias para fortalecer la supervisión del sector de los valores mobiliarios, e introdujo diversas reformas para acentuar la responsabilidad empresarial y la comunicación de información financiera, y luchar contra el fraude en las empresas y la contabilidad.  La Ley estableció el Consejo de Supervisión de la Contabilidad de las Empresas que Cotizan en Bolsa, bajo la supervisión general de la Comisión de Bolsa y Valores, para supervisar las auditorías de las sociedades públicas que están sujetas a la legislación estadounidense en materia de valores y asegurar la observancia de las normas de contabilidad y auditoría.

158. La Ley de la Bolsa de Productos Básicos y la Ley de Modernización del Comercio de Futuros de Productos Básicos de 2000 otorgan a la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos, creada por la Ley de la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos de 1974, la competencia para regular el comercio de futuros en los Estados Unidos.  Las personas que ofertan o venden futuros y opciones extranjeros negociados en Bolsa a personas situadas en los Estados Unidos deben registrarse ante la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos u obtener una exención.  La Norma 30.10 del Reglamento de la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos permite a la Comisión otorgar esas exenciones siempre que, entre otras condiciones, el organismo regulador del país de procedencia de la empresa demuestre que dispone de un régimen reglamentario comparable y establezca un acuerdo de intercambio de información con la Comisión.  Unos 21 organismos reguladores y autoridades autónomas de 11 interlocutores comerciales gozaban de la exención de la Norma 30.10 en noviembre de 2007.  En la actualidad, 156 empresas no estadounidenses operan con arreglo a las órdenes relativas a la Norma 30.10 de la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos que han sido emitidas a 13 organizaciones autónomas y reguladoras en 10 interlocutores comerciales.

iv) Servicios de transporte aéreo

a)
Características principales

159. Más de una cuarta parte del comercio estadounidense, expresado en valor, se transporta por vía aérea, que es el principal modo de transporte de los bienes de gran valor y perecederos.  El tráfico aéreo interno estadounidense representa una tercera parte aproximadamente del mercado mundial de servicios aéreos, y 17 de los 30 aeropuertos más concurridos del mundo están situados en los Estados Unidos.  Había unos 19.854 aeropuertos en 2006, de los cuales 5.270 para uso público.

160. La rentabilidad de las compañías aéreas estadounidenses, considerablemente afectada por los ataques del 11 de septiembre de 2001, mejoró durante el período objeto de examen.  Cuatro de las grandes compañías aéreas estadounidenses (Delta, Northwest, US Airways y UAL Corporation (sociedad matriz de United Airlines) solicitaron la reorganización al amparo de las disposiciones del capítulo 11 del Código de Insolvencia de los Estados Unidos en 2005, pero para finales de 2007 todas habían salido de la quiebra.  El Departamento de Transporte de los Estados Unidos comunicó un margen de beneficio de explotación de 8,8 por ciento en el segundo trimestre de 2007, el más alto desde 2000, para un grupo seleccionado de 21 compañías aéreas de pasajeros, incluidos los siete principales transportistas de red, de bajo costo y regionales de los Estados Unidos.  Por primera vez desde 2000, las compañías aéreas han presentado cinco trimestres rentables consecutivos.  Los siete transportistas de red (Alaska Airlines, American Airlines, Continental Airlines, Delta Air Lines, Northwest Airlines, United Airlines y US Airways) registraron unos beneficios de 2.400 millones de dólares EE.UU. en el segundo trimestre de 2007, lo cual supone un aumento del 1,7 por ciento respecto del mismo período en 2006.

161. Todos los aeropuertos estadounidenses de uso público con servicios comerciales son propiedad del gobierno estatal o local, o las autoridades locales;  así ha sido históricamente.  Algunos aeropuertos estadounidenses se gestionan parcial o totalmente a través de la subcontratación y los contratos de gestión, incluso con operadores extranjeros;  este tipo de acuerdo es habitual en el suministro de servicios como las operaciones en los terminales y las zonas de aparcamiento, el transporte en tierra, el mantenimiento de edificios, la manipulación de los equipajes, la construcción y la ingeniería.  Las autoridades estadounidenses consideran que la propiedad pública de aeropuertos ha dado buenos resultados.  Con arreglo a la Ley de Mejoramiento de Aeropuertos y Líneas Aéreas de 1982, la Administración Federal de Aviación prepara cada año un "Plan Nacional de Aeropuertos" para desarrollar aeropuertos públicos.  En lo que respecta a la ubicación general y el tipo de desarrollo, el Plan Nacional de Aeropuertos especifica el desarrollo máximo de aeropuertos necesario para proporcionar un sistema de aeropuertos públicos adecuado para anticipar y satisfacer las necesidades de la aeronáutica civil.  Las autoridades señalan que una condición previa para las donaciones públicas destinadas a la mejora de aeropuertos es que las compañías aéreas puedan autogestionarse y que el uso de las instalaciones aeroportuarias sea no discriminatorio.

162. No existen obstáculos jurídicos que impidan a los aeropuertos estadounidenses con servicios comerciales ser de propiedad privada.  Asimismo, se ofrece asistencia financiera federal a los propietarios privados y públicos de aeropuertos con servicios comerciales.  No obstante, las restricciones jurídicas complican la financiación y reducen la rentabilidad, así como los incentivos a los aeropuertos de propiedad privada.  En primer lugar, los gobiernos estatales o locales de los Estados Unidos o las autoridades aeroportuarias locales pueden obtener fondos de ingresos fiscales locales y estatales y pueden imponer y utilizar tasas sobre las instalaciones de pasajeros para financiar el desarrollo de aeropuertos;  estas fuentes de ingresos no están disponibles para los propietarios privados de aeropuertos.  En segundo lugar, existen límites legales y normativos del Gobierno Federal de los Estados Unidos al uso de los ingresos aeroportuarios.  Un aeropuerto público o privado financiado a nivel federal, por ejemplo, no puede utilizar el producto de la venta del aeropuerto con fines no aeroportuarios;  es decir, los ingresos aeroportuarios deben ser utilizados para sufragar los gastos de infraestructura y de funcionamiento del aeropuerto.  Una vez que un aeropuerto de propiedad privada acepta la asistencia federal, como donaciones de fondos federales en el marco del Programa de Mejora de Aeropuertos o transferencias de tierras de propiedad federal, el aeropuerto sólo puede utilizar los ingresos aeroportuarios (federales y no federales) como se ha indicado anteriormente.  Si se vende la propiedad aeroportuaria, el producto de la venta se considera ingresos aeroportuarios, de modo que una ciudad no puede vender su aeropuerto a un operador privado y utilizar los beneficios para fines públicos generales.  Esto es un desincentivo para la transferencia por los gobiernos locales de un aeropuerto a un operador privado.

163. El Congreso promulgó una ley por la que se establece un Programa Piloto de Privatización de Aeropuertos en 1996 para generar fuentes alternativas de capital para el desarrollo de aeropuertos y la mejora del servicio ofrecido a los clientes.  La ley autoriza a la Administración Federal de Aviación a otorgar exenciones de determinadas obligaciones federales para hasta cinco proyectos de privatización de aeropuertos.  Los aeropuertos con servicios comerciales pueden ser arrendados;  los aeropuertos de aviación general pueden ser arrendados o vendidos.  Por ejemplo, si un gobierno local privatiza su aeropuerto vendiéndolo a un operador privado, el Programa Piloto permite a la Administración Federal de Aviación eximir al gobierno local de la obligación de utilizar el producto de la venta con fines aeroportuarios.  Asimismo, si un operador privado compra o arrienda un aeropuerto público en el marco del Programa, el operador privado podría recibir donaciones federales para aeropuertos y cobrar tasas sobre las instalaciones de pasajeros.

164. Desde 1997, cuando la Administración Federal de Aviación publicó los procedimientos de solicitud con arreglo al Programa Piloto de Privatización de Aeropuertos, la Administración Federal de Aviación sólo ha aprobado una solicitud de participación.  Se presentaron otras solicitudes pero fueron rechazadas.  En 2000, el Aeropuerto Internacional Stewart, un pequeño centro aeroportuario de Newburgh, Nueva York, fue arrendado a la sociedad anónima National Express Group (NEG) para gestionar y desarrollar el aeropuerto Stewart.  No obstante, la Autoridad Portuaria de Nueva York y Nueva Jersey arrendó la NEG en octubre de 2007 y el aeropuerto Stewart volvió a ser de propiedad pública.  En octubre de 2006, la Administración Federal de Aviación aprobó la solicitud preliminar de arrendamiento del Aeropuerto Internacional Chicago Midway a un operador privado en el marco del Programa Piloto.  En caso de que sea aprobado, Chicago Midway será el primer gran centro aeroportuario en participar en el Programa.

165. La congestión sigue constituyendo un problema considerable en los aeropuertos estadounidenses:  cerca del 26,5 por ciento de todos los vuelos sufrieron retrasos de 15 minutos o más en 2007 (24,5 por ciento en 2006).
  Con la creciente demanda de pasajeros y la preferencia de la industria por aviones más pequeños puede aumentar esta tendencia en un futuro cercano.  Actualmente, el Sistema Nacional del Espacio Aéreo presta servicios a 750 millones de pasajeros cada año, y tiene previsto que esta cifra alcance los 1.000 millones para 2015.  Algunas de las soluciones sugeridas al problema son:  cambios de la política estadounidense relativa a los derechos de aterrizaje, a fin de que los aeropuertos puedan utilizar la fijación de precios para fomentar un uso más eficiente de sus aeródromos, y atraer recursos adicionales para aumentar la capacidad;  dar prioridad a las mejoras operativas y de capacidad;  y establecer límites a los vuelos.
  Con respecto a los cambios de la política de fijación de precios, la Administración Federal de Aviación ha lanzado una propuesta para modificar la Política de Tasas y Cargas de 1996 con el fin de proporcionar mayor flexibilidad a los operadores de aeropuertos congestionados en la utilización de derechos de aterrizaje para otorgar a las compañías aéreas incentivos para utilizar el aeropuerto en momentos de menor congestión o utilizar aeropuertos alternativos con el fin de atender las necesidades regionales de servicios aéreos.

b)
Marco reglamentario

166. La Oficina del Secretario de Transporte, dependiente del Departamento de Transporte, supervisa la formulación de la política estadounidense en materia de transporte aéreo.  La Administración Federal de Aviación del Departamento de Transporte es responsable de las cuestiones de seguridad, regula la aviación del espacio comercial de los Estados Unidos y supervisa a los transportistas aéreos estadounidenses y extranjeros que operan en territorio estadounidense.
  Todo aquel que desee suministrar servicios de transporte aéreo como compañía aérea estadounidense debe obtener dos autorizaciones distintas del Departamento de Transporte:  la autorización "económica" de la Oficina del Secretario de Transporte y la de "seguridad" de la Administración Federal de Aviación.  El Departamento de Transporte puede adoptar medidas en virtud de su autoridad legal para salvaguardar la competencia.  La Organización del Tráfico Aéreo (ATO), dependiente de la Administración Federal de Aviación, creada en febrero de 2004 para supervisar el sistema del tráfico aéreo estadounidense, proporciona todos los servicios de tráfico aéreo en los Estados Unidos.

167. Las compañías aéreas de los Estados Unidos deben estar en manos de ciudadanos de ese país, con arreglo a lo dispuesto en el Código de los Estados Unidos.  Los ciudadanos estadounidenses deben poseer al menos el 75 por ciento de las acciones con derecho a voto.  Además, el presidente y al menos dos tercios de los miembros del Consejo de Administración y otro personal directivo deben ser ciudadanos de los Estados Unidos.  Sin embargo, el Departamento de Transporte permite, en ciertas circunstancias, que ciudadanos extranjeros sean propietarios de hasta el 49 por ciento de las acciones de una compañía aérea sumando acciones sin derecho a voto al porcentaje del 25 por ciento antes indicado, siempre que el control efectivo siga estando en manos de ciudadanos estadounidenses y que exista un acuerdo de cielos abiertos entre los Estados Unidos y el país de origen del inversor extranjero.

168. Sólo los transportistas estadounidenses están autorizados a suministrar servicios aéreos nacionales.  Las tripulaciones de los servicios aéreos nacionales de pasajeros y carga deben ser nacionales de los Estados Unidos o extranjeros residentes.  Aunque en general sólo las empresas y los ciudadanos estadounidenses pueden arrendar aeronaves con tripulación (y, habitualmente, también con mantenimiento y seguro) a transportistas estadounidenses, en determinadas condiciones limitadas generalmente estipuladas en los acuerdos bilaterales, los transportistas aéreos extranjeros están autorizados a proporcionar aeronaves con tripulación a transportistas estadounidenses.  En general, la Ley Fly America (49 USC 40118) exige que el transporte de pasajeros y de carga financiado por el Gobierno de los Estados Unidos sea realizado por transportistas aéreos nacionales (o un código compartido con una compañía aérea extranjera).  Esta restricción puede ser levantada cuando los Estados Unidos suscriben acuerdos bilaterales o multilaterales y permiten el suministro de esos servicios por transportistas aéreos extranjeros.

169. El Programa de Seguro Aéreo de la Administración Federal de Aviación proporciona productos que satisfacen las necesidades de la industria de transporte aéreo del país no atendidas adecuadamente por el mercado de seguros comerciales.  El Programa cubre actualmente el seguro en concepto de pérdida del fuselaje por riesgo de guerra, responsabilidad civil y daños a los pasajeros y la tripulación (hasta el 31 de agosto de 2008), tal como lo exige la Ley de Seguridad Nacional de 2002 modificada por la Ley de Asignaciones Consolidadas de 2008.  El Programa cobra primas y ha acumulado reservas para pagar las reclamaciones.

170. El Departamento de Transporte gestiona los programas que otorgan subvenciones a las compañías aéreas para volar a determinadas comunidades pequeñas.  El Departamento de Transporte administra programas de reglamentación de la aviación, incluidos el Programa de Servicios Aéreos Esenciales, en cuyo marco se desembolsan unos 100 millones de dólares EE.UU. al año para unas 140 comunidades
;  y el Programa Piloto de Fomento de Servicios Aéreos a Pequeñas Comunidades, que proporciona subvenciones federales a pequeñas comunidades, y en cuyo marco se disponía de 10 millones de dólares EE.UU. para conceder subvenciones en el ejercicio fiscal 2007.  No se ha establecido ningún límite al monto de las subvenciones.  En el ejercicio fiscal 2007, las subvenciones oscilaban entre 50.000 dólares EE.UU. y 800.000 dólares EE.UU. con un total de casi 10 millones de dólares EE.UU. concedidos a 26 comunidades.  También se pueden conceder incentivos a nivel estatal y local, sobre todo para aeropuertos de ciudades pequeñas y medianas.  
171. Los Estados Unidos han contraído compromisos en el marco del AGCS respecto de las reparaciones y el mantenimiento de aeronaves, y han consignado en su Lista de exenciones del trato NMF la venta y comercialización de servicios de transporte aéreo y la explotación y reglamentación de los servicios de reserva informatizados.

172. Los Estados Unidos han celebrado acuerdos bilaterales de aviación con 100 países, de los cuales 79 son acuerdos de cielos abiertos, definidos por el Departamento de Transporte.
  El Departamento de Transporte cree que esos Acuerdos propician un entorno que proporciona a los consumidores los servicios más competitivos y ajustados de precios, y considera también que son una condición necesaria, aunque no la única, para eximir del cumplimiento de la legislación antimonopolio a las alianzas con compañías extranjeras.  Los Estados Unidos participan, junto a Brunei, Chile, Nueva Zelandia, Samoa, Singapur, Tonga y las Islas Cook, en el Acuerdo Multilateral sobre la Liberalización del Transporte Aéreo del APEC, suscrito en mayo de 2001.  En sus acuerdos bilaterales sobre transporte aéreo, los Estados Unidos han incluido cláusulas sobre los servicios de escala.

173. El Acuerdo sobre Transporte Aéreo EE.UU. - UE, firmado el 30 de abril de 2007, está previsto que empiece a aplicarse provisionalmente a partir del 30 de marzo de 2008.  El Acuerdo, que sustituye a los acuerdos bilaterales entre los Estados Unidos y los Estados miembros de la UE, introdujo varias medidas de liberalización con respecto a las libertades de tráfico aéreo, la propiedad y el control, el suministro de aeronaves con tripulación y los servicios de transporte ofrecidos por el Gobierno de los Estados Unidos (véase el recuadro IV.1).

	Recuadro IV.1  Acuerdo sobre Transporte Aéreo EE.UU.-UE

	El 30 de abril de 2007, los Estados Unidos y la Unión Europea firmaron un Acuerdo sobre Transporte Aéreo EE.UU.-UE de primera fase, que se aplicará de manera provisional a partir del 30 de marzo de 2008.  Las principales características del Acuerdo son las siguientes:

	· Las compañías aéreas estadounidenses poseen el derecho a realizar operaciones de transporte aéreo internacional desde puntos anteriores a los Estados Unidos a través de los Estados Unidos y puntos intermedios a cualquier punto o puntos de cualquier Estado miembro de la UE y más allá;  para los servicios "exclusivamente de carga", entre la República Checa, Francia, Alemania, Luxemburgo, Malta, Polonia, Portugal y Eslovaquia y cualquier punto o puntos.

	· Las compañías aéreas de la UE poseen el derecho a proporcionar servicios de transporte aéreo desde puntos anteriores a los Estados miembros de la UE a través de estos Estados y puntos intermedios a cualquier punto o puntos de los Estados Unidos y más allá;  para los servicios "exclusivamente de carga", entre los Estados Unidos y cualquier punto o puntos;  y para los servicios mixtos, entre cualquier punto o puntos de los Estados Unidos y cualquier punto o puntos de cualquier miembro del Espacio Aéreo Común Europeo (EACE).

· A fin de beneficiarse de estos derechos, para las compañías aéreas estadounidenses, con algunas excepciones en el caso de los servicios "exclusivamente de carga", el transporte debe formar parte de un servicio que incluye a los Estados Unidos;  para las compañías aéreas de la UE, con la excepción de los servicios "exclusivamente de carga" y los servicios mixtos entre los Estados Unidos y cualquier miembro del EACE, el transporte debe formar parte de un servicio suministrado a un Estado miembro.

	· Las compañías aéreas están autorizadas a determinar la frecuencia y la capacidad de sus servicios internacionales de transporte aéreo, basándose en consideraciones comerciales;  ninguna Parte puede unilateralmente limitar el volumen del tráfico, la frecuencia o la regularidad del servicio, o el tipo de aeronave explotado por las compañías aéreas de la otra Parte.

	· Los precios de los servicios de transporte aéreo suministrados con arreglo al Acuerdo pueden ser establecidos libremente y no pueden estar sujetos a su aprobación, ni es obligatorio registrarlos.

	· Las compañías aéreas de la UE poseen acceso directo a algunos servicios de transporte proporcionados por el Gobierno de los Estados Unidos.

	· En determinadas circunstancias, las compañías aéreas de cada Parte están autorizadas a concluir, con las compañías aéreas de las Partes o de un tercer país, acuerdos para el suministro de aeronaves con tripulación para el transporte aéreo internacional.

	· El Acuerdo, además de reconocer el concepto de transportista de la UE, ofrece la posibilidad de que los inversores de la UE posean o controlen compañías aéreas de Suiza, Liechtenstein, miembros del Espacio Aéreo Común Europeo (EACE, aparte de los 27 miembros de la UE, Noruega, Islandia, Croacia, la antigua República Yugoslava de Macedonia, Albania, Bosnia y Herzegovina y Kosovo), Kenya, y asociados africanos de los Estados Unidos en acuerdos de cielos abiertos, sin poner en peligro los derechos de esas compañías a operar en los Estados Unidos.

	· El anexo 4 del Acuerdo establece las condiciones para la propiedad por los nacionales de un Estado miembro de la UE del capital social de una compañía aérea estadounidenses, que está sujeta a las dos limitaciones habituales:  en primer lugar, la propiedad por todos los nacionales extranjeros de más del 25 por ciento de las acciones con derecho a voto de una corporación está prohibida;  en segundo lugar, el control real de una compañía aérea estadounidense por nacionales extranjeros también está prohibido.  La propiedad de hasta el 49,9 por ciento del capital social total de una compañía aérea estadounidense no se considera, en sí misma, que constituya el control de esa compañía aérea.  No obstante, en el caso de los nacionales de la UE, el anexo 4 también especifica que la propiedad del 50 por ciento o más del capital social total de una compañía aérea estadounidense por nacionales de la UE no ha de considerarse que constituya el control de esa compañía aérea, y que dicha propiedad se ha de examinar caso por caso.  La propiedad por nacionales estadounidenses de compañías aéreas de la UE también estará sujeta a dos limitaciones:  en primer lugar, los Estados miembros y/ o sus nacionales deben ser propietarios mayoritarios, y en segundo lugar, esos Estados miembros y/ o sus nacionales deben ejercer control efectivo.

	· El Acuerdo prevé iniciar las negociaciones de la segunda fase dentro de los 60 días siguientes a la fecha de aplicación provisional, cuyo programa correspondiente incluirá:  liberalización de los derechos de tráfico;  oportunidades adicionales de inversión extranjera;  efecto de las medidas ambientales y las limitaciones de infraestructura en el ejercicio de los derechos de tráfico;  mayor acceso al transporte aéreo financiado por el Gobierno;  y, suministro de aeronaves con tripulación.


	· Durante el período de aplicación provisional, los acuerdos bilaterales entre los Estados Unidos y los miembros de la UE se suspenden;  una vez entrado en vigor el Acuerdo, serán sustituidos por éste.

	Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base del Acuerdo sobre Transporte Aéreo EE.UU.- UE.


v) Transporte marítimo

a)
Características principales

174. En 2006, el comercio por vía acuática de los Estados Unidos ascendió a cerca de 2,59 millones de toneladas, de las que 928.000 toneladas correspondieron al comercio interno, reservado a los buques construidos en los Estados Unidos y matriculados con pabellón estadounidense.  Durante el período objeto de examen, la participación del comercio exterior en el volumen total del comercio por vía acuática siguió aumentando, del 56 por ciento en 2001 al 60 por ciento en 2006, debido a un incremento de las importaciones en buques cisterna y a una disminución del comercio costero en buques cisterna.
  Como consecuencia del mayor comercio exterior, la participación de buques de pabellón extranjero en el comercio por vía acuática de los Estados Unidos también aumentó en volumen, llegando en 2006 a una proporción estimada del 60 por ciento, frente al 55 por ciento registrado en 2001;  esto incluye el transporte interno por vía acuática, reservado a los buques de pabellón estadounidense.  En 2006 el tradicional déficit comercial estadounidense en servicios de carga y portuarios alcanzó 19.000 millones de dólares EE.UU.
  El tráfico marítimo internacional de contenedores en los Estados Unidos aumentó el 52 por ciento entre 2001 y 2006, el triple que la producción  interna bruta de los Estados Unidos.

175. La flota de pabellón estadounidense, con 12 millones de toneladas de peso muerto y 286 buques, ocupaba en 2006 el decimoquinto puesto entre las flotas de la marina mercante más importantes del mundo.  Por lo que respecta a la propiedad, la flota estadounidense es la quinta del mundo en orden de importancia, con 684 buques (y 39,6 millones de toneladas de peso muerto).
  De 2001 a finales de 2006 hubo una reducción del 15 por ciento en la flota de pabellón estadounidense, y se retiraron de servicio los buques más antiguos.  En 2006, sólo el 1,2 por ciento de la carga internacional fue transportadas por buques de pabellón estadounidense.

b)
Marco reglamentario

176. Los Estados Unidos no presentaron ninguna oferta en las Negociaciones de la OMC sobre Servicios de Transporte Marítimo, suspendidas en junio de 1996.  Tampoco presentaron una oferta con respecto a los servicios de transporte marítimo en su oferta sobre servicios efectuada en el marco del Programa de Doha para el Desarrollo.

177. La Administración Marítima (MARAD) del Departamento de Transporte es responsable de la promoción del desarrollo y el mantenimiento de la marina mercante de los Estados Unidos, y de asegurar que ésta sea suficiente para transportar el comercio acuático interno de los Estados Unidos y una parte sustancial de su comercio externo por vía acuática, y que pueda servir de elemento naval y militar auxiliar en tiempo de guerra o de emergencia nacional.
  La Comisión Marítima Federal (FMC) reglamenta el transporte transoceánico, incluidos los intermediarios de transporte transoceánico, y supervisa las actividades colectivas de las compañías de navegación (que no están sujetas a las leyes antimonopolio de los Estados Unidos respecto de las empresas estadounidenses y extranjeras que explotan servicios de transporte por buques de línea regular).
  La FMC se encarga también de reglamentar las tarifas de los transportistas propiedad del Estado o controlados por éste, e investiga y lleva a juicio las prácticas desleales, incluidas las actividades que producen distorsiones del mercado.
  La FMC administra también un programa de solución alternativa de diferencias.

Comercio por vía acuática

178. Siguen vigentes las restricciones impuestas al cabotaje.  El artículo 27 de la Ley de la Marina Mercante de 1920, comúnmente denominada Ley Jones, reserva el servicio de carga entre dos puntos de los Estados Unidos (incluidos sus territorios y posesiones), ya sea directamente o pasando por un puerto extranjero, a buques matriculados y construidos en los Estados Unidos que sean propiedad de una empresa estadounidense y en los que el 75 por ciento de los empleados sean ciudadanos estadounidenses.  La Ley Jones no impide a empresas extranjeras establecer compañías navieras en los Estados Unidos siempre que cumplan algunas restricciones, como los requisitos relativos a los empleados estadounidenses.  Los servicios internos de pasajeros están sujetos a prescripciones análogas en virtud de la Ley de Servicios de Buques de Pasajeros de 1886.  La MARAD estima que en el ejercicio fiscal 2006 las leyes sobre preferencia de la carga generaron más de 10 millones de toneladas flete y 1.300 millones de dólares EE.UU. de ingresos en concepto de flete marítimo.

179. En determinadas circunstancias, se pueden conceder exenciones a la Ley Jones y a la Ley de Servicios de Transporte de Pasajeros a buques extranjeros y estadounidenses no protegidos por tales leyes.
  El Secretario de Transporte puede eximir de los requisitos relativos a la construcción en los Estados Unidos a pequeños buques de pasajeros construidos o reconstruidos en el extranjero y autorizados a transportar 12 pasajeros como máximo en una determinada zona, siempre que ello no perjudique a los constructores de buques estadounidenses o a las actividades comerciales costeras de cualquier persona que utilice buques construidos en los Estados Unidos.  La Ley de Mejora de la Política Marítima de 2002 permite conceder una exención de la Ley de Jones a los buques cisterna autopropulsados no construidos en los Estados Unidos, a condición de que la persona que la solicita sea parte en un contrato jurídicamente vinculante, ejecutado en un plazo de 24 meses a partir de la fecha de promulgación de la Ley, con un astillero de los Estados Unidos para la construcción en ese país de un buque cisterna autopropulsado.  Los buques que se beneficien de la exención deberán ser de propiedad estadounidense.  La exención no se puede otorgar a más de tres buques.

180. La Ley de Transporte Marítimo de 1984, enmendada por la Ley de Reforma de la Navegación de Altura de 1998, permite a las navieras celebrar contratos de servicios a largo plazo con importadores o exportadores sin que las agrupaciones de transportistas puedan limitar esa posibilidad.  Los Estados Unidos tienen acuerdos marítimos bilaterales en vigor con el Brasil, China, Rusia y Viet Nam;  un intercambio de cartas con el Japón sobre los servicios portuarios tiene el efecto de un acuerdo.

181. Las empresas tanto estadounidenses como extranjeras que explotan servicios de transporte por buques de línea regular y las empresas explotadoras de terminales marítimos en los Estados Unidos se benefician de exenciones a la legislación antimonopolio respecto de sus operaciones en el comercio exterior transoceánico estadounidense.  Los acuerdos entre empresas de servicios de línea y empresas explotadoras de terminales marítimos para estudiar, fijar o reglamentar las tarifas de transporte, así como otras condiciones de servicio, o para cooperar en asuntos operacionales, han de presentarse a la FMC, que los examina para evitar el comportamiento anticompetitivo.  En virtud de la Ley de Reforma de la Navegación de Altura, la FMC debe velar por que las tarifas y tasas de transporte en el comercio exterior estadounidense de las empresas de transporte público se publiquen por medios electrónicos y estén a disposición del público.  La FMC está facultada para examinar las tarifas de las empresas de transporte marítimo de propiedad estatal o controladas por el Gobierno a fin de garantizar que los transportistas comerciales con los que compiten no resulten injustamente desfavorecidos.

182. El artículo 19 de la Ley de la Marina Mercante y la Ley de Prácticas de Transporte Marítimo Extranjero habilita a la FMC para investigar y abordar las condiciones que afecten negativamente a las empresas estadounidenses en el comercio exterior y no existan para los transportistas extranjeros en los Estados Unidos.  La Comisión también está autorizada a investigar y abordar las condiciones generales o específicas negativas para el transporte marítimo en el comercio exterior estadounidense.  En el ejercicio fiscal 2006, la FMC vigiló las prácticas de transporte marítimo de una serie de gobiernos extranjeros, pero no adoptó medidas.
  En virtud de la Ley de Transporte Marítimo de 1984, la FMC ejerce una supervisión reglamentaria especial de las "empresas de transporte controladas", o sea, las empresas de transporte marítimo que son activas en el comercio exterior estadounidense y que son propiedad de Estados extranjeros o están bajo su control.  En mayo de 2005, la FMC publicó una lista actualizada en la que figuraban ocho empresas controladas, de Argelia, China (cuatro), India, Singapur y Sri Lanka.
  A fines de 2007, esta lista no se había actualizado.
183. Los Estados Unidos mantienen una serie de programas que permiten la utilización de la flota comercial estadounidense para fines de defensa.  El Programa de Seguridad Marítima da apoyo a la marina mercante de pabellón estadounidense efectuando un pago fijo a las empresas que explotan buques de pabellón estadounidense.  La Ley de Seguridad Marítima de 2003 crea un nuevo Programa de Seguridad Marítima para los ejercicios fiscales de 2006-2015.  Para ese período, esta Ley autorizó 1.730 millones de dólares EE.UU. destinados al apoyo de las actividades de 60 buques que navegan bajo pabellón estadounidense.
  Con sujeción a asignaciones anuales, el programa se administra sobre la base de contratos renovables de un año, siempre que haya financiación disponible.  El Acuerdo Voluntario de Transporte Marítimo Multimodal (VISA), brinda un acceso garantizado a la capacidad de transporte comercial multimodal en tiempo de guerra o en situaciones de excepción en el país.  Durante 2007 se inscribieron 125 buques en el programa del VISA.  Alrededor del 77 por ciento de la capacidad del VISA abarca buques participantes en el Programa de Seguridad Marítima.  Los participantes en el VISA tienen prioridad en la adjudicación de contratos del Departamento de Defensa para el transporte marítimo de carga en tiempo de paz.

184. Los Estados Unidos mantienen algunas preferencias de carga en el comercio internacional.  La Ley de Preferencia de la Carga de 1904 exige que todos los artículos que los departamentos militares y los organismos de defensa estadounidenses compren, o que les pertenezcan, sean transportados exclusivamente en buques de pabellón estadounidense.  La Ley de Preferencia de la Carga de 1954 modificada exige que el 50 por ciento como mínimo del tonelaje bruto de toda la carga generada por organismos públicos sea transportada en buques comerciales de propiedad privada y de pabellón estadounidense, siempre que estén disponibles a precios justos y razonables.
  La Ley de Preferencia de la Carga de 1954 también es de aplicación a la Reserva Estratégica de Petróleo (véase la sección 3) supra), que está obligada a utilizar petroleros de pabellón estadounidense para transportar el 50 por ciento del petróleo como mínimo.

185. En virtud de la Ley de Seguridad Alimentaria de 1985, la proporción mínima de cargamentos agrícolas en el marco de determinados programas de asistencia exterior del Departamento de Agricultura y la USAID que deben ser transportados por buques de pabellón estadounidense es del 75 por ciento.  En 2006, el 83 por ciento de las cargas de ayuda alimentaria sujetas a preferencias fueron transportadas por buques de pabellón estadounidense.
  Esta Ley también estableció el programa de diferencia del flete marítimo en cuyo marco la MARAD reembolsa al Departamento de Agricultura y a la USAID la diferencia de costo de la utilización de buques de pabellón estadounidense para transportar más del 50 por ciento de cargas de ayuda alimentaria.
  En el ejercicio fiscal de 2007, el nivel de financiación del programa de diferencia del flete marítimo fue de 175 millones de dólares EE.UU., frente a 269 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2006.  La Ley de Seguridad Alimentaria de 1985 también prevé un reembolso suplementario al Departamento de Agricultura, denominado "Exceso 20%", que es de aplicación cuando los gastos efectuados por el Departamento de Agricultura en concepto de flete marítimo y de diferencia de flete marítimo en exportaciones de productos básicos agrícolas y otros productos agropecuarios en el marco de determinados programas agrícolas superan el 20 por ciento del valor de los productos básicos exportados con arreglo a tales programas;  se reembolsa la suma que excede del 20 por ciento.

186. En virtud de la Resolución Pública Nº 17 de 1934, las exportaciones para las cuales un organismo público concede préstamos a la exportación o garantías de créditos deberán transportarse exclusivamente en buques estadounidenses;  Esta resolución es aplicable a los créditos del Banco de Exportación-Importación (Ex-Im Bank) u otros instrumentos públicos.  Se pueden otorgar exenciones para el uso parcial de buques de pabellón nacional de los países receptores, cuando no se disponga de buques de pabellón estadounidense a precios razonables, pero el transporte realizado por país receptor no podrá exceder del 50 por ciento del total transportado al amparo del crédito.  Estas exenciones están sujetas a la concesión de un trato de reciprocidad por parte del país receptor a los buques de pabellón estadounidense.

Servicios portuarios y construcción naval

187. Los Estados Unidos tienen 361 puertos públicos, por los que pasa la mayor parte del comercio de ultramar estadounidense.  En 2003, los 50 puertos principales recibieron el 90 por ciento del total del tonelaje de carga de los Estados Unidos;  los 25 principales puertos de contenedores representan más del 98 por ciento de todos los envíos de contenedores de los Estados Unidos.  Las escalas de buques en puertos de los Estados Unidos representan el 10 por ciento del total mundial de escalas de buques.  El volumen del tráfico que entra en los puertos de la costa occidental estadounidense ha registrado un rápido aumento, que se debe sobre todo a las mayores cargas que transportan los buques, lo que ha puesto a prueba la capacidad de algunos puertos.  El Departamento de Transporte ha otorgado máxima prioridad al alivio de la congestión y actualmente está trabajando para paliar este problema.  El Programa de Ampliación Portuaria, gestionado por la MARAD, tiene la finalidad de resolver la congestión de los puertos a mediano plazo, duplicando la capacidad de manipulación de carga en todos los puertos principales de los Estados Unidos para 2020.

188. Por razones de seguridad nacional, se prohíbe la entrada en los puertos estadounidenses a los buques procedentes de Camboya, Corea del Norte, Cuba, el Irán, Libia y Siria.  
189. Los Estados Unidos mantienen una exención al trato NMF consistente en restricciones a las actividades de carga y descarga realizadas por las tripulaciones de buques extranjeros cuya propiedad y bandera correspondan a países que imponen restricciones análogas de carga y descarga a las tripulaciones estadounidenses de buques de pabellón de los Estados Unidos.
  La Ley de Extranjería de 1952 modificada prohíbe a los tripulantes extranjeros realizar actividades de carga y descarga en los Estados Unidos, pero prevé una excepción de reciprocidad.
190. La Ley de Seguridad del Transporte Marítimo de 2002 obliga a los buques comerciales que lleguen a los Estados Unidos procedentes de un puerto extranjero a transmitir con antelación por vía electrónica información sobre los pasajeros, la tripulación y el cargamento.  En el marco del Programa de Subvenciones para la Seguridad Portuaria, las zonas portuarias de los Estados Unidos pueden recibir financiación del Gobierno Federal para mejorar la seguridad.  En el ejercicio fiscal 2007, 57 puertos reunieron las condiciones para recibir financiación, por un total de 110 millones de dólares EE.UU.

191. Con arreglo a lo dispuesto por la Ley Jones, los astilleros estadounidenses son los únicos que pueden suministrar buques para las rutas internas;  se otorgó a los Estados Unidos una exención de las normas del GATT para las medidas que prohíben la utilización, venta o alquiler de buques construidos o reconstruidos en el extranjero con fines comerciales entre puntos situados en aguas nacionales o en las aguas de una zona económica exclusiva.  No hay restricciones a la inversión extranjera en astilleros o instalaciones de reparación de buques de los Estados Unidos, pero las prestaciones de determinados programas pueden estar supeditadas a prescripciones de nacionalidad.

192. La MARAD proporciona asistencia financiera a los armadores de buques y los astilleros estadounidenses (sección 3) supra), y los ciudadanos estadounidenses que sean propietarios o arrendatarios de buques pueden obtener ventajas fiscales para construir buques que reúnan las condiciones prescritas.  También se presta asistencia para construir buques cisterna en los Estados Unidos y efectuar mejoras en astilleros pequeños.
vi) Servicios profesionales y servicios prestados a las empresas

a)
Introducción

193. En los últimos años, los Estados Unidos han seguido manteniendo un apreciable superávit comercial en los servicios profesionales y los servicios prestados a las empresas.  En 2006, los ingresos (por exportaciones) de los servicios para las empresas y servicios profesionales y técnicos aumentaron a 96.200 millones de dólares EE.UU:  48.800 millones de dólares EE.UU. correspondieron a servicios de empresas filiales, y 47.400 millones de dólares EE.UU. a servicios de empresas no filiales.  Europa fue el principal destino de las exportaciones de servicios de empresas no filiales (40,6 por ciento), en particular el Reino Unido (12,8 por ciento), seguido por Asia y el Pacífico (25,4 por ciento) y América Latina y el Caribe (12,2 por ciento).  Los principales sectores de exportación fueron:  los servicios de investigación y desarrollo y de pruebas, y los servicios de informática y de información.  En 2006, los pagos (por importaciones) de los servicios para las empresas y servicios profesionales y técnicos aumentaron a 58.200 millones de dólares EE.UU.;  42.400 millones de dólares EE.UU. correspondieron a servicios de empresas filiales, y 15.800 millones de dólares EE.UU. a servicios de empresas no filiales.  En 2006, las fuentes principales de las importaciones de servicios de empresas no filiales fueron Europa (43,2 por ciento), el Canadá (21 por ciento), Asia y el Pacífico (20,3 por ciento) y América Latina y el Caribe (10 por ciento).  Los principales sectores de exportación fueron:  los servicios de informática y de información, los servicios de investigación y desarrollo y de pruebas, y los servicios gestión, de consultoría y de relaciones públicas.

194. Los Estados son responsables de la reglamentación, el régimen de licencias y la supervisión de las profesiones practicadas en sus jurisdicciones.
  Los reglamentos varían de Estado a Estado y generalmente no hay un reconocimiento automático de las licencias.  La ausencia de un régimen  reglamentario nacional crea condiciones diferentes de acceso a los mercados entre los Estados.  Algunas profesiones están sujetas a exámenes nacionales de aptitud reconocidos en la mayoría de los Estados como parte del proceso de concesión de licencias, pero no hay una concesión de licencias de nivel federal que reemplace a la reglamentación de los Estados.  Las autoridades competentes para el reconocimiento, la certificación y el otorgamiento de premios y títulos son las instituciones y programas reconocidos.  El Gobierno Federal no evalúa por sí mismo diplomas o créditos ni reconoce aptitudes.

195. En el contexto de los exámenes anteriores de los Estados Unidos, las autoridades señalaron que, en la práctica, hay muchos elementos en común entre los Estados respecto de algunas profesiones;  por ejemplo, las autoridades estatales reconocen exámenes nacionales únicos para los servicios de contabilidad, de arquitectura y de ingeniería.  También señalaron que el Gobierno Federal alienta a los Estados a aplicar políticas de reglamentación que reduzcan al mínimo los efectos para el comercio.  Si bien reconocían que seguía habiendo requisitos de residencia y de presencia local en varios Estados, señalaron que éstos se habían eliminado para más del 75 por ciento de los servicios de contabilidad, de arquitectura, de ingeniería, y de consultoría jurídica extranjera, un mercado valorado en más de 300.000 millones de dólares EE.UU. por año.

196. Al establecer, evaluar y hacer cumplir normas para el ingreso y la continua competencia en una profesión, los organismos reguladores de los Estados utilizan con frecuencia los servicios de instituciones independientes, incluidas las asociaciones profesionales.  Por ejemplo, los organismos de los Estados frecuentemente reconocen, contratan o delegan la facultad legal a juntas u organizaciones independientes para la acreditación de programas de formación profesional y exámenes de licencia.

197. Los Estados Unidos aplican límites a los visados en el marco del programa de visados (H-1B) para extranjeros de profesiones especializadas y modelos de moda de reconocida competencia.  El visado H1-B es una categoría de visado para no inmigrantes establecida en el artículo 101(a)(15)(H) de la Ley de Extranjería, que permite a los empleadores estadounidenses emplear a trabajadores extranjeros invitados en profesiones especializadas.  La autorización de trabajo del programa H-1B está limitada al empleo por el empleador patrocinante.  La duración de la estadía es de tres años, ampliable a seis.  Hay un límite anual de admisiones en el marco del programa H-1B de 65.000 trabajadores por ejercicio fiscal.  Puede admitirse a unos 20.000 ciudadanos extranjeros adicionales que posean una maestría o grado superior de universidades estadounidenses más allá del límite de 65.000, en virtud de la Ley de Reforma para Visas H-1B de 2004.  Los no inmigrantes con visado H‑1B que ingresen a los Estados Unidos a trabajar para universidades y servicios de investigación sin fines de lucro no están sujetos al máximo de 65.000.  Las renovaciones de visados no se tienen en cuenta respecto de los límites anuales.

198. Algunos acuerdos comerciales suscritos por los Estados Unidos contienen disposiciones sobre entradas temporales que se relacionan con el acceso a los mercados para servicios profesionales.  En el marco de los acuerdos de libre comercio entre los Estados Unidos y Chile y entre los Estados Unidos y Singapur, determinadas categorías de personas (profesionales no inmigrantes) pueden solicitar la entrada temporal a los Estados Unidos para realizar actividades empresariales con sujeción a límites numéricos (1.400 para Chile y 5.400 para Singapur).
  La categoría de admisión H1B1 se introdujo en 2004 para aplicar las disposiciones de entrada temporal para estos acuerdos.
  Además, un ciudadano de un país del TLCAN puede entrar a los Estados Unidos con carácter temporal para trabajar en una ocupación profesional reconocida según los términos del TLCAN.  No se aplican limitaciones numéricas a los profesionales del TLCAN.
b)
Servicios de contabilidad

199. Los servicios de contabilidad, auditoría y teneduría de libros constituyen la única actividad de servicios profesionales en la que los Estados Unidos tienen un déficit comercial.  En 2006, las exportaciones de servicios de contabilidad, auditoría y teneduría de libros totalizaron 420 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones alcanzaron 1.000 millones de dólares EE.UU.

200. Los servicios de contabilidad están sujetos a un régimen de licencias profesionales a nivel de los Estados, así como a la supervisión de organismos federales cuando procede.  El título de Contador Público Autorizado sigue siendo el título de aptitud legal para los contadores.
  En la mayoría de los Estados de los Estados Unidos, sólo los contadores públicos autorizados están autorizados para emitir dictámenes públicos sobre los estados financieros (incluidas las auditorías).  Sin embargo, en Arizona, Carolina del Norte, Kansas, y Wyoming la designación de contador público autorizado, pero no la práctica de auditoría, está restringida a quienes cumplan los requisitos de mantenimiento de una oficina en el Estado.  Algunos Estados tienen otro nivel de título de aptitud para los contables (contador público), que se está eliminando progresivamente.  En varios Estados un contador público autorizado tiene restringido el uso de la designación de contador público autorizado hasta obtener una licencia o certificado de privilegio para practicar en ese Estado.

201. Desde 2002, la industria de contabilidad y auditoría de los Estados Unidos ha experimentado una importante transformación con respecto a la expansión de las funciones de los auditores frente a las empresas públicas, la creación de una nueva supervisión normativa, y su estructura de mercado.
  La Ley Sarbanes‑Oxley de 2002 (Ley Pública Nº 107-204, 116 estatuto 745) estableció importantes reformas contables, como la creación del Consejo de Supervisión de la Contabilidad de las Empresas que Cotizan en Bolsa, una corporación del sector privado, sin fines de lucro, establecida para supervisar las auditorías de las sociedades que cotizan en Bolsa sujetas a la legislación estadounidense en materia de valores.
  Una evaluación de los costos y beneficios asociados con la Ley Sarbanes‑Oxley efectuada por la Fundación de Investigaciones del Instituto de Auditores Internos determinó que había importantes beneficios asociados con la identificación del control, la documentación, y el proceso de realización de pruebas.
  La Comisión de Bolsa y Valores ha reconocido que, si bien se han realizado la mayoría de los beneficios de esta Ley, también implica costos para las empresas públicas alcanzar en toda su magnitud los objetivos de la misma.

202. La mayor concentración de mercado de las grandes empresas de contabilidad de los Estados Unidos desde la acusación formal de 2002 a Arthur Andersen se ha señalado como un factor que influye en las mejoras de auditoría prescritas por la Ley Sarbanes‑Oxley de 2002.
  Las "cuatro grandes" firmas restantes (PricewaterhouseCoopers, Deloitte Touche Tohmatsu, Ernst & Young y KPMG), manejan la amplia mayoría de las auditorías para las sociedades que cotizan en Bolsa así como para muchas empresas privadas.

203. El Instituto estadounidense de Contadores Públicos Autorizados (AICPA) es la mayor asociación profesional de contadores públicos autorizados de los Estados Unidos.
  El AICPA desempeña un papel importante en la asistencia a los contadores públicos autorizados practicantes.  Por ejemplo, en el marco de un contrato con las juntas estatales, ha desarrollado el examen uniforme de Contador Público, que es utilizado por todos los Estados, y el Examen internacional de cualificación de los contadores públicos (International Qualification Examination) (IQEX), que pueden utilizar los Estados para los profesionales no estadounidenses abarcados por un acuerdo de reconocimiento mutuo.  La Asociación Nacional de Consejos Estatales de Contabilidad es una organización general que representa a los consejos de contabilidad en 55 jurisdicciones estadounidenses que reglamentan la profesión.
  La Asociación Nacional de Consejos Estatales de Contabilidad promueve la uniformidad entre los Estados al desempeñar sus funciones, que incluyen la fijación de las normas profesionales de la habilitación inicial y las prescripciones sobre renovación de licencias (como la continuación de la formación profesional y los exámenes de la garantía de calidad de las firmas) y la adopción y aplicación de las normas profesionales de calificación de contador público autorizado.
204. Por intermedio de las Juntas de Evaluación de los Títulos de Aptitud Internacionales el AICPA y la Asociación Nacional de Consejos Estatales de Contabilidad cooperan en el establecimiento y mantenimiento de acuerdos de reconocimiento mutuo con institutos extranjeros de contabilidad.  En junio de 2006, había acuerdos en vigor con Australia, el Canadá, Irlanda y México.  Los contadores procedentes de esos países que cumplan los criterios especificados pueden tomar el examen IQEX como alternativa al Examen Uniforme de los Contadores Públicos Autorizados.  Un consejo estatal de contabilidad puede designar una  credencial de contador profesional emitida en un país extranjero como sustancialmente equivalente al certificado  de contador público autorizado y puede aceptar esa credencial como satisfacción parcial de sus requisitos.  
205. La presentación de informes sobre estados financieros y otros servicios de atestación y compilación están reservados para los contadores públicos autorizados, y los auditores deben contar con una licencia o haber obtenido un privilegio para la práctica otorgado por las autoridades de reglamentación de cada Estado en el que deseen ejercer.  En 48 Estados no hay prescripciones sobre nacionalidad
;  las  excepciones son Alabama y Carolina del Norte, en los que la ciudadanía estadounidense (o la residencia permanente, en Carolina del Norte) es un requisito para la concesión de la licencia, excepto cuando hay reciprocidad internacional.
  Para otorgar la licencia de contabilidad, 13 Estados exigen la residencia en el Estado, un empleo en el Estado o una oficina en el Estado.  Prácticamente todos los Estados exigen que las empresas de contabilidad asuman únicamente la forma de empresas de un solo propietario, sociedades personales o corporaciones profesionales.  Los auditores para todas las sociedades están regulados generalmente por los consejos estatales de contabilidad, y los auditores con sociedades públicas clientes (aquellas definidos como "entidades emisoras" en la Ley de la Bolsa de Valores de 1934), también están regulados por la Comisión de Bolsa y Valores  y el Consejo de Supervisión de la Contabilidad de las Empresas que Cotizan en Bolsa.

c)
Servicios jurídicos

206. Las exportaciones estadounidenses de servicios jurídicos aumentaron significativamente entre 2001 y 2006, de 3.000 millones de dólares EE.UU. a 5.000 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones de servicios jurídicos aumentaron más moderadamente, de 740 millones de dólares EE.UU. a 914 millones de dólares EE.UU.

207. De conformidad con su Lista de compromisos específicos en el marco del AGCS, en los Estados Unidos los servicios jurídicos deben ser prestados por una persona física.  Sin embargo, las empresas jurídicas extranjeras pueden establecer filiales en los Estados Unidos, con los mismos derechos que las empresas estadounidenses, incluido el derecho de contratar abogados nacionales.  Para practicar ante la Oficina de Patentes de los Estados Unidos es necesario residir en el país.  En nueve jurisdicciones se exige tener una oficina establecida en el Estado para conseguir una licencia que dé derecho a ejercer como abogado y en 15 jurisdicciones se mantienen los requisitos mantener una oficina en el Estado o residir en los Estados Unidos.
  Los 29 Estados que tienen normas sobre los consultores jurídicos extranjeros representan el 86 por ciento del mercado estadounidense de servicios jurídicos.
  La Asociación de Abogados de los Estados Unidos y el American Law Institute representan a los abogados  como profesión.
208. Los Estados Unidos han participado activamente en las negociaciones del Programa de Doha para el Desarrollo sobre los servicios y, junto con otros Miembros, han formulado una propuesta específica sobre las licencias para los abogados extranjeros.
  Los Estados Unidos han asumido compromisos en el marco del AGCS para otorgar el acceso a los mercados y el trato nacional para el suministro de servicios de consultores jurídicos extranjeros en 16 jurisdicciones.
  Otros 13 Estados han aplicado normas sobre la consultoría jurídica extranjera en los últimos años y los abogados con licencia extranjera pueden suministrar servicios de consultaría en estas jurisdicciones.

209. Para practicar el derecho en los Estados Unidos se requiere la admisión al colegio de abogados de un Estado o jurisdicción particular.
  Cada Estado o jurisdicción de los Estados Unidos tiene sus propias normas para la admisión al colegio de abogados.
  Todas las jurisdicciones exigen que quienes soliciten la admisión al colegio de abogados aprueben un examen escrito del colegio de abogados;  todas las jurisdicciones, excepto Maryland, Puerto Rico, Washington y Wisconsin, exigen también a los solicitantes aprobar aparte un Examen pluriestatal de responsabilidad profesional.  Dieciocho Estados limitan la posibilidad de rendir el examen de admisión al colegio de abogados a graduados en Juris Doctor o en bachillerato en leyes (LL.B) de facultades de derecho acreditadas por la Asociación de Abogados de los Estados Unidos.  Los restantes Estados tienen una lista más amplia de facultades de derecho  acreditadas y/o permiten otros medios para cumplir las prescripciones sobre formación, incluidos diplomas en derecho extranjeros.  Los graduados de facultades de derecho extranjeras pueden ser admitidos en 25 Estados, generalmente tras la determinación de una equivalencia de formación.  El examen de admisión al colegio de abogados administrado por los Estados incluye el Examen pluriestatal de admisión al colegio de abogados, en todas las jurisdicciones excepto Luisiana, Washington y Puerto Rico.
  Los abogados que hayan sido admitidos en el colegio de abogados de una jurisdicción pueden ser admitidos en el colegio de abogados de otra sin rendir otro examen si cumplen las normas de esta última jurisdicción, que habitualmente incluyen un período específico de experiencia en el ejercicio del derecho.  Sin embargo, en la mayoría de los casos, los abogados deben aprobar el examen de admisión al colegio de abogados en cada Estado en el que prevean ejercer.
210. La admisión en el colegio de abogados de un Estado no faculta al abogado admitido a comparecer y litigar en los tribunales de distrito estadounidenses ni ante ningún tribunal de apelación de los Estados Unidos;  en algunos Estados, la admisión al colegio de abogados no faculta al abogado admitido a comparecer y litigar en los tribunales de apelación del Estado.  Algunos observadores han señalado que, debido a que los abogados muchas veces representan a individuos o empresas con operaciones en múltiples Estados, la regulación de la práctica del derecho a nivel de los Estados tiende a crear obstáculos al suministro eficiente de servicios jurídicos.

d)
Servicios de arquitectura y de ingeniería

211. Los Estados Unidos tienen un superávit comercial importante en arquitectura, ingeniería y otros servicios técnicos.  En general, las exportaciones y las importaciones han aumentado rápidamente en los últimos años.  En 2006, las exportaciones estadounidenses de estos servicios aumentaron a 3.700 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones se incrementaron a 169 millones de dólares EE.UU.
  La presencia comercial sigue siendo el modo de suministro más importante.
Servicios de arquitectura

212. En la Lista de los Estados Unidos anexa al AGCS se ha consolidado el acceso a los mercados en los modos 1, 2 y 3, con la excepción de una limitación a la presencia comercial que aplica Michigan, donde dos tercios de los funcionarios, socios y/o directores de una empresa de arquitectura deben haber obtenido la licencia de arquitectos, ingenieros profesionales y/o topógrafos en ese Estado.

213. El derecho a ejercer la arquitectura y utilizar el título de "arquitecto" es otorgado por juntas de registro en cada uno de los 50 Estados, el Distrito de Columbia, Guam, Puerto Rico y las Islas Vírgenes, que también regulan la profesión en su jurisdicción.
  El Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos, que representa a las juntas de los Estados, trabaja con sus juntas miembros para establecer políticas de registro o de licencia.  El Consejo Nacional de Acreditación de Arquitectos es el único organismo autorizado a acreditar programas estadounidenses de grado profesional en arquitectura.  La mayoría de las juntas de registro de los Estados exigen un título de arquitectura de un programa acreditado por el Consejo Nacional de Acreditación de Arquitectos como condición previa para el registro.

214. No hay registros recíprocos entre países extranjeros y los Estados Unidos, con la excepción del Canadá, con el que los Estados Unidos mantienen un acuerdo pleno de reconocimiento mutuo y acceso inmediato, el Acuerdo de reconocimiento mutuo.
215. Para registrarse como arquitecto en una jurisdicción de los Estados Unidos, un arquitecto extranjero debe cumplir primero las prescripciones sobre examen, educación y formación de esa jurisdicción.  El Consejo Nacional de Acreditación de Arquitectos examina los programas no estadounidenses a fin de dar al Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos
 una base para decidir si la educación en arquitectura de otro país es similar.
  Los arquitectos extranjeros acreditados en países que el Consejo Nacional de Acreditación de Arquitectos determine que ofrecen oportunidades razonables de acreditación recíproca para los arquitectos estadounidenses pueden solicitar la certificación de dicho Consejo mediante el procedimiento para los arquitectos extranjeros de amplia experiencia.  El Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos
 ha trabajado para aumentar la movilidad de  las credenciales de arquitectura mediante acuerdos internacionales;  a fines de 2007, el Consejo tenía acuerdos con entidades de Australia, el Canadá, China, el Japón, México, Nueva Zelandia y la República Checa.  El acuerdo con México finalizará cuando esté en funcionamiento el acuerdo trinacional que se está negociando.  Se han celebrado negociaciones con más de 50 países, que incluyen deliberaciones sobre acuerdos de reconocimiento mutuo de más amplio alcance con Australia y las CE.

Servicios de ingeniería y servicios integrados de ingeniería

216. En el marco del AGCS, los Estados Unidos contrajeron compromisos en materia de acceso a los mercados en relación con los servicios de ingeniería y los servicios integrados de ingeniería.  Las únicas reservas se refieren a los requisitos de nacionalidad para la concesión de licencias a ingenieros profesionales en el Distrito de Columbia y al requisito de residencia en el territorio en 12 Estados.

217. El registro de ingenieros profesionales es efectuado por los distintos Estados.
  Cada registro o licencia es válido sólo en el Estado en el que es otorgado.  Los requisitos del procedimiento para el trámite de licencias varían, pero en general incluyen:  i) la obtención de un diploma de un programa universitario de cuatro años de estudios de ingeniería;  ii) la aprobación de un examen escrito estándar de ingeniería básica;  iii) la acumulación de determinada cantidad de experiencia en ingeniería (cuatro años, en la mayoría de los Estados);  y iv) la aprobación de un examen escrito sobre los principios y la práctica de la ingeniería.
  Diversos Estados también tienen exámenes específicos del Estado.
  Varios Estados expiden licencias profesionales de ingeniería genéricas, mientras que otros  expiden licencias para disciplinas específicas.

218. El Consejo Nacional de Examinadores de Ingeniería y Agrimensura es una organización sin fines de lucro integrada por juntas de concesión de licencias de ingeniería y agrimensura que representan a todos los Estados y territorios estadounidenses.  Este Consejo elabora, evalúa y administra los exámenes utilizados para la concesión de licencias de ingeniería y agrimensura en todos los Estados Unidos.  La acreditación de programas de ingeniería nacionales e internacionales de otros países, considerados sustancialmente equivalentes, es efectuada por la Junta de Acreditación de Ingeniería y Tecnología.  El Consejo de Práctica Internacional de la Ingeniería de los Estados Unidos participa en foros internacionales que facilitan la movilidad internacional para ingenieros profesionales calificados, incluidos el Comité Coordinador de los Ingenieros del APEC y el Foro de Movilidad de Ingenieros.
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� Artículo 511 de la Ley de la Marina Mercante de 1936.


� BEA (2007a).


� Información en línea de la Oficina de Estadísticas Laborales.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.bls.gov/schedule/archives/prin_nr.htm#2006" ��http://www.bls.gov/schedule/archives/prin_nr.htm#2006�.


� Documento GATS/SC/90 del GATT, de 15 de abril de 1994.


� Documento MTN.GNS/W/120 de la OMC, de 10 de julio de 1991.


� La oferta inicial figura en el documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.  Para la oferta revisada, véase:  � HYPERLINK "http://www.ustr.gov/assets/Trade_Sectors/Services/2005_Revised_US_Services_Offer/asset_upload_file77_7760.pdf" ��http://www.ustr.gov/assets/Trade_Sectors/Services/2005_Revised_US_Services_Offer/ asset_upload_file77_7760.pdf�.


� A menos que se indique lo contrario, los datos de esta sección se han obtenido de la OCDE (2007d).


� FCC (2007).


� FCC (2006).


� OCDE (2007d).


� Observaciones del Presidente de la FCC Kevin J. Martin, Phoenix Center, Simposio 2006 de Telecomunicaciones de los Estados Unidos, 6 de diciembre de 2006.  Consultadas en:  � HYPERLINK "http://www.phoenix-center.org/symposiums/2006/MartinSpeech.pdf" ��http://www.phoenix-center.org/symposiums/2006/MartinSpeech.pdf�


� Véase el documento GATS/SC/90/Suppl.2 de la OMC, de 11 de abril de 1997.


� Documento GATS/EL/90/Suppl.2 de la OMC, de 11 de abril de 1997.


� Documento GATS/EL/90 de la OMC, de 15 de abril de 1994.


� 47 USC 310.


� Normas y políticas relativas a la participación extranjera en el mercado estadounidense de las telecomunicaciones, Informe y Orden y Orden de Reconsideración, 12 FCC Rcd 23891 (1997) ("Orden sobre Participación Extranjera"), Orden de Reconsideración, 15 FCC Rcd 18158 (2000).


� Véanse, por ejemplo, los documentos WT/TPR/M/126/Add.3 y WT/TPR/M/88/Add.1 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004 y 8 de enero de 2002, respectivamente.


� WT/TPR/M/160/Add.1, de 27 de septiembre de 2006.


� Para una descripción de otras salvaguardias reglamentarias distintas de la política de liquidaciones internacionales, véase OMC (2006).


� El sistema de tasas de distribución se refiere a los principios de fijación de precios utilizados en los acuerdos de interconexión entre operadores internacionales, para que los ingresos procedentes de llamadas internacionales se puedan compartir entre el operador del país de origen y el del país de destino del tráfico.


� Reforma de la Política de Liquidaciones Internacionales, Tasas de Liquidaciones Internacionales, Informe y Orden, IB Docket Nº 02-324 y 96-261 (2004).  La lista de rutas internacionales que no están sujetas a la política de liquidaciones internacionales está disponible en:  � HYPERLINK "http://www.fcc.gov/ib/pd/pf/isp_exempt.html" ��http://www.fcc.gov/ib/pd/pf/isp_exempt.html�.


� Véase, por ejemplo, el Examen Bienal de la Reglamentación de 2006 de la FCC, 22 FCC Rcd 3138, 3166-67, 3175-78 (IB 2007).


� 47 USC 251(c).


� 47 USC 252(d)(1).  Véase también Aplicación de las Disposiciones sobre Competencia Local de la Ley de Telecomunicaciones de 1996;  Interconexión entre empresas de servicios de telefonía local y proveedores de servicios comerciales móviles de radio, Primer Informe y Orden, CC Docket Nº 96-98, 95-185 (1996).


� 47 USC 251(d)(2).


� Examen de las obligaciones de desagregación de las empresas titulares de servicios de telefonía local previstas en el artículo 251, Aplicación de las Disposiciones sobre Competencia Local de la Ley de Telecomunicaciones de 1996, Despliegue de servicios inalámbricos que ofrecen capacidades avanzadas de telecomunicaciones, Informe y Orden y Orden sobre Reenvío y Notificación Ulterior de Propuesta de Adopción de una Decisión, CC Dockets Nº 01-338, 96-98, 98-147 (2003).


� Covad Communications Co. contra FCC, 450 F.3d 528 (D.C. Cir. 2006), sobre el Acceso desagregado a elementos de la red, Examen de las obligaciones de desagregación de las empresas titulares de servicios de telefonía local previstas en el artículo 251, Orden sobre Reenvío, WC Docket Nº 04-313, CC Docket Nº 01-338, 20 FCC Rcd 2533 (2005).


� Información en línea de la FCC, "FCC Adopts New Rules for Network Unbundling Obligations of Incumbent Local Phone Carriers", 15 de diciembre de 2004.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://hraunfoss.fcc.gov/edocs_public/attachmatch/DOC-255344A1.pdf" ��http://hraunfoss.fcc.gov/ edocs_public/attachmatch/DOC-255344A1.pdf�.  Para una descripción de las instalaciones específicas sujetas a prescripciones de desagregación, véase OMC (2006).


� Computer II Final Decision, 77 FCC 2d. 384, 474-75, párrafo 231 (1980).  Los servicios mejorados ofrecen servicios básicos junto con aplicaciones de procesamiento informático que tengan efectos en el formato, código de contenido, protocolo o aspectos similares de la información transmitida por el abonado, o faciliten al abonado información adicional, diferente o reestructurada, o impliquen una interacción del abonado con información almacenada.


� Información en línea de la FCC, "FCC Eliminates Mandated Sharing Requirement on Incumbents’ Wireline Broadband Internet Access Services", 5 de agosto de 2005.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://hraunfoss.fcc.gov/edocs_public/attachmatch/DOC-260433A1.pdf" ��http://hraunfoss.fcc.gov/ edocs_public/attachmatch/DOC-260433A1.pdf�.


� Información en línea de la FCC, "FCC Eliminates Mandated Sharing Requirement on Incumbents’ Wireline Broadband Internet Access Services", 5 de agosto de 2005.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://hraunfoss.fcc.gov/edocs_public/attachmatch/DOC-260433A1.pdf" ��http://hraunfoss.fcc.gov/ edocs_public/attachmatch/DOC-260433A1.pdf�.


� El arbitrio reglamentario se produce cuando las entidades sujetas a reglamentación reordenan sus transacciones para aprovechar un trato reglamentario más ventajoso, aunque esas actuaciones, de no ser por la reglamentación, se considerarían costosas o ineficientes.


� Solicitud de observaciones sobre el Plan Missoula de Reforma de la Compensación entre Empresas, CC Docket Nº 01-92, Aviso público, 21 FCC Rcd 8524 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas  2006;  Elaboración de un régimen unificado de compensación entre empresas, CC Docket Nº 01-92, Orden, 21 FCC Rcd 9772 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas 2006);  Solicitud de observaciones sobre la Propuesta de procedimiento provisional para el tráfico fantasma y registro de datos de llamadas del Plan Missoula, CC Docket Nº 01-92, Aviso público, 21 FCC Rcd 13179 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas 2006);  Elaboración de un régimen unificado de compensación entre empresas, CC Docket Nº 01�92, Orden, 21 FCC Rcd 13526 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas 2006);  Elaboración de un régimen unificado de compensación entre empresas, CC Docket Nº 01�92, Orden, 21 FCC Rcd 14626 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas 2006);  Elaboración de un régimen unificado de compensación entre empresas, CC Docket Nº 01�92, Orden, 21 FCC Rcd 14761 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas 2006);  Solicitud de observaciones sobre las modificaciones de la propuesta para la incorporación de un mecanismo de referencia federal del Plan Missoula de Reforma de la Compensación entre Empresas, CC Docket Nº 01-92, Aviso público, 22 FCC Rcd 3362 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas 2007);  Ampliación del ciclo de presentación de observaciones sobre las modificaciones de la propuesta para la incorporación de un mecanismo de referencia federal del Plan Missoula de Reforma de la Compensación entre Empresas, CC Docket Nº 01-92, Aviso público, 22 FCC Rcd 5098 (Oficina de Defensa de la Competencia para las Telecomunicaciones Alámbricas 2007).


� La banda C convencional comprende las bandas de frecuencia de 3700-4200/5925-6425 MHz;  la banda Ku convencional comprende las bandas de 11,7-12,2/14,0-14,5 GHz.  Modificación de las Políticas de Reglamentación de la Comisión para Autorizar a Estaciones Espaciales Extranjeras con Licencia a Suministrar Servicios Nacionales e Internacionales de Satélite en los Estados Unidos, Primera Orden de Reconsideración, IB Docket Nº 96-111 (1999) (Primera Orden de Reconsideración DISCO II).


� Para más información sobre el análisis ECO-SAT, véase el párrafo 40 de la Orden DISCO II.


� 47 CFR 73.658(g).


� 47 CFR 73.3555(c).


� 47 CFR 73.3555(c).


� 47 CFR 73.3555(a).


� 47 CFR 73.3555(a).


� Artículo 629, Ley de Asignaciones Consolidadas, 2004.


� Artículo 202(h).


� Examen cuatrienal de la reglamentación de 2006 - Examen del Reglamento de la Comisión sobre la propiedad de emisoras de radiodifusión y otros reglamentos adoptados de conformidad con el artículo 202 de la Ley de Telecomunicaciones de 1996, Examen bienal de la reglamentación de 2002 - Examen del Reglamento de la Comisión sobre la propiedad de emisoras de radiodifusión y otros reglamentos adoptados de conformidad con el artículo 202 de la Ley de Telecomunicaciones de 1996, Reglamento sobre la propiedad cruzada de emisoras de radiodifusión y periódicos, Reglamento y políticas relativas a la propiedad múltiple de emisoras de radiodifusión en mercados locales, Definición de un mercado radiofónico, Aviso ulterior de intención de formular normas, MB Docket Nos 06-121 y 02-277, y MM Docket Nos 01-235, 01-317, 00-244 (2006).


� Examen cuatrienal de la reglamentación de 2006 - Examen del Reglamento de la Comisión sobre la propiedad de emisoras de radiodifusión y otros reglamentos adoptados de conformidad con el artículo 202 de la Ley de Telecomunicaciones de 1996, Examen bienal de la reglamentación de 2002 - Examen del Reglamento de la Comisión sobre la propiedad de emisoras de radiodifusión y otros reglamentos adoptados de conformidad con el artículo 202 de la Ley de Telecomunicaciones de 1996, Reglamento sobre la propiedad cruzada de emisoras de radiodifusión y periódicos, Reglamento y políticas relativas a la propiedad múltiple de emisoras de radiodifusión en mercados locales, Definición de un mercado radiofónico, Formas de reforzar el mandato previsto en el artículo 257 y ampliar estudios anteriores, Obligaciones de interés público de los titulares de licencias de teledifusión, Informe y Orden y Orden de Reconsideración, MB Docket Nos 06-121, 02-277 y 04�228, y MM Docket Nos 01-235, 01-317, 00-244 y 99-360 (2007).


� Información en línea de la FCC, "Chairman Kevin J.  Martin Proposes Revision to the Newspaper Broadcast Cross-Ownership Rule", 13 de noviembre de 2007.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://hraunfoss.fcc.gov/edocs_public/attachmatch/DOC-278113A1.pdf" ��http://hraunfoss.fcc.gov/ edocs_public/attachmatch/DOC-278113A1.pdf�.


� El servicio de cable se define como "la transmisión unidireccional a los abonados de servicios de programación de vídeo o de programación de otro tipo, y la interacción del abonado, en su caso, necesaria para la selección o utilización de dicha programación" (47 USC 522(6)).


� 47 USC 541(a)(1).


� Aplicación del artículo 621(a)(1) de la Ley sobre políticas de comunicaciones por cable de 1984, modificada por la Ley sobre competencia y protección del consumidor de servicios de televisión por cable de 1992, Aviso de intención de formular normas, MB Docket Nº 05-311 (2005).


� Ford y Koutsky (2006).


� Estudio de Bank of America Equity Research citado en Ford y Koutsky (2006).


� Aplicación del artículo 621(a)(1) de la Ley sobre políticas de comunicaciones por cable de 1984, modificada por la Ley sobre competencia y protección del consumidor de servicios de televisión por cable de 1992, Informe y Orden y Aviso ulterior de intención de formular normas, MB Docket Nº 05-311 (2006).


� Missouri, Florida, Indiana, Georgia, Nevada, Connecticut, Ohio e Illinois.


� Información en línea de la BEA, "Industry Economic Accounts".  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.bea.gov/industry/gdpbyind_data.htm" ��http://www.bea.gov/industry/gdpbyind_data.htm�.


� Información en línea de la BEA, "Industry Economic Accounts".  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.bea.gov/industry/xls/GDPbyInd_VA_NAICS_1998-2006.xls" ��http://www.bea.gov/industry/xls/GDPbyInd_VA_NAICS_1998-2006.xls�.  Alrededor de 2,9 millones de personas estaban empleadas en el sector bancario;  2,3 millones en los seguros;  822.000 en los valores;  y 89.000 en fondos, fideicomisos y otras actividades financieras.


� Información en línea de la BEA, y base de datos Industry Economic Accounts, "U.S.  International Services".  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.bea.gov/scb/pdf/2007/10%20October/1007_int_srvcs_tables.pdf" ��http://www.bea.gov/scb/pdf/2007/10%20October/1007_int_srvcs_tables.pdf�.


� Federal Reserve Statistical Release, Large Commercial Banks, 30 de junio de 2007.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov/releases/lbr/current/default.htm" ��http://www.federalreserve.gov/releases/lbr/current/default.htm�.


� Federal Reserve, Structure and Call Report.  Data for U.S.  Offices of Foreign Entities by Type of Institution as of 30 June 2007.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov/" ��http://www.federalreserve.gov/�.  Una sociedad "Edge" es una filial de un banco o de una sociedad holding bancaria o sociedad holding financiera, constituida en virtud de la "Edge Act" de 1919, para llevar a cabo actividades bancarias exteriores.


� Swiss Re (2007).


� BEA, datos de las cuentas de transacciones internacionales de los Estados Unidos.  Cuadro 3:  transacciones de servicios privados.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.bea.gov/international/bp_web/simple.cfm?anon=71&table_id=3&area_id=3" ��http://www.bea.gov/international/bp_web/ simple.cfm?anon=71&table_id=3&area_id=3�.


� Información en línea de la Bolsa de Nueva York.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.nyse.com/marketinfo/mktsummary/1108407157455.html" ��http://www.nyse.com/marketinfo/ mktsummary/1108407157455.html�.  En la American Stock Exchange suelen cotizarse empresas más jóvenes o pequeñas.  La NYSE Arca es una Bolsa totalmente electrónica con criterios de admisibilidad más generales que permiten la cotización de empresas más pequeñas.


� Información en línea de la Bolsa de Nueva York.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.nyse.com/pdfs/07nonUSIssuers.pdf" ��http://www.nyse.com/ pdfs/07nonUSIssuers.pdf�.


� Información en línea de la Reserva Federal.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov" ��http://www.federalreserve.gov�.


� FMI (2008a).


� FMI (2008a).


� Declaración del Vicepresidente del Consejo de la Reserva Federal Donald L.  Kohn ante el Comité de Banca, Vivienda y Asuntos Urbanos, Senado de los Estados Unidos, 4 de marzo de 2008, "Condition of the U.S.  banking system".  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov/newsevents/testimony/kohn20080304a.htm" ��http://www.federalreserve.gov/newsevents/testimony/ kohn20080304a.htm�.


� Declaración del Vicepresidente del Consejo de la Reserva Federal Donald L.  Kohn ante el Comité de Banca, Vivienda y Asuntos Urbanos, Senado de los Estados Unidos, 4 de marzo de 2008, "Condition of the U.S. banking system".  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov/newsevents/testimony/kohn20080304a.htm" ��http://www.federalreserve.gov/newsevents/testimony/ kohn20080304a.htm�.


� Información en línea del Consejo de la Reserva Federal.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov/newsevents/press/bcreg/20071218a.htm" ��http://www.federalreserve.gov/newsevents/press/bcreg/20071218a.htm�.


� Quedan excluidas las actividades de suscripción de seguros, de los bancos de inversiones, inversiones de cartera en compañías de seguros, y la promoción e inversión inmobiliaria.


� Para consultar la lista de instituciones, véase la información en línea de la Reserva Federal.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov/generalinfo/fhc/" ��http://www.federalreserve.gov/generalinfo/fhc/�.


� Información en línea del Consejo de la Reserva Federal.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.federalreserve.gov" ��http://www.federalreserve.gov�.


� Junta de Gobernadores del Sistema de la Reserva Federal (2004a).


� Las restricciones figuran en los artículos 23A y 23B de la Ley sobre la Reserva Federal y se aplican a través del Reglamento W del Consejo de la Reserva Federal.  El artículo 23A limita las transacciones de un banco miembro del sistema con cada una de sus filiales a un máximo del 10 por ciento del capital social del banco y su superávit, y las transacciones con todas las empresas filiales en conjunto a un máximo del 20 por ciento.  El artículo 23B establece que determinadas transacciones entre un banco y sus filiales deben efectuarse en condiciones de mercado.


� Información en línea de la Conferencia de Supervisores de Bancos Estatales.  Consultada en:  http://www.csbs.org/AM/Template.cfm?Section=About_Us.


� Documento GATS/EL/90/Suppl.3 de la OMC, de 26 de febrero de 1998.


� Delaware, Georgia, Luisiana, Mississippi, Missouri y Oklahoma.


� Las oficinas de representación de bancos extranjeros no están permitidas en Arizona;  Arkansas;  Carolina del Sur;  Colorado;  Dakota del Norte;  Dakota del Sur;  Kansas;  Kentucky;  Michigan;  Mississippi;  Montana;  Oregón;  Rhode Island;  Tennessee;  Vermont;  Virginia;  Wisconsin y Wyoming.


� Board of Governors of the Federal Reserve System, Supervision of State-Chartered Banks, SR 04�12, 30 de junio de 2004.  Consultada en:  http://www.federalreserve.gov/boarddocs/srletters/2004/ sr0412.htm.


� Información en línea del Consejo de la Reserva Federal.  Consultada en:  http://www.federalreserve.gov/newsevents/ press/bcreg/bcreg20071102a1.pdf.


� Office of the Comptroller of the Currency, Federal Reserve System, Federal Deposit Insurance Corporation, and Office of Thrift Supervision, Risk-Based Capital Standards:  Advanced Capital Adequacy Framework-Basel II , Final Rule, 72 Federal Register 69288 (7 de diciembre de 2007).


� Avery (2007).


� Para la propuesta definitiva, véase Office of the Comptroller of the Currency (2007).


� Con arreglo al 12 U.S.C. 24 (undécimo), los bancos nacionales están autorizados a realizar inversiones para el desarrollo comunitario destinadas principalmente a promover el bienestar público, por ejemplo, proporcionando vivienda, servicios o empleo.  La política declarada de la Oficina del Controlador de la Moneda consiste en animar a los bancos nacionales a hacer esas inversiones, de conformidad con las prescripciones en materia de seguridad y solvencia.  Consultada en:  http://www.occ.treas.gov/fr/ cfrparts/12CFR24.htm.


� Las excepciones son Arkansas, Arizona, Carolina del Norte, Connecticut, Georgia, Hawai, Kansas, Maryland, Minnesota, Nebraska, Nueva Jersey, Tennessee, Vermont y Wyoming.


� Información en línea de la Conferencia Nacional de Legisladores de Seguros.  Consultada en:  http://www.ncoil.org/.


� Información en línea de la Asociación Nacional de Administradores de Seguros.  Consultada en:  http://www.naic.org/index_about.htm.


� Un acuerdo interestatal es un contrato entre Estados que les permite cooperar en torno a cuestiones pluriestatales o nacionales al tiempo que mantienen el control estatal.  Los acuerdos interestatales se mencionan en la Constitución de los Estados Unidos.


� Documentos WT/TPR/M/126 y WT/TPR/M/160 de la OMC, de 15 de marzo de 2004 y 9 de junio de 2006, respectivamente.


� Documentos WT/TPR/M/126/Add.3 y WT/TPR/M/160/Add.1 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004 y 27 de septiembre de 2006, respectivamente.


� Insurance Information Institute, Optional Federal Charter, octubre de 2007, consultada en:  � HYPERLINK "http://www.iii.org/media/hottopics/insurance/opt/" ��http://www.iii.org/media/hottopics/insurance/opt/�;  y Consejo Americano de Compañías de Seguros de Vida, Reglamentación estatal en materia de seguros, consultada en:  http://www.acli.com/ACLI/Issues/42.htm.


� Consejo Americano de Compañías de Seguros de Vida, Reglamentación estatal en materia de seguros.  Consultada en:  http://www.acli.com/ACLI/Issues/42.htm.


� Pottier, (2007).


� Las exenciones del requisito de registro incluyen:  ofertas privadas a un número limitado de personas o instituciones;  ofertas de tamaño limitado;  ofertas interestatales;  y valores de los gobiernos municipales, estatales y federales.  Mediante la exoneración de muchas pequeñas ofertas del proceso de registro, la Comisión de Bolsa y Valores trata de fomentar la formación de capital reduciendo el costo de ofertar valores al público.


� Esto no incluye a las sucursales nacionales de bancos extranjeros, que reciben el mismo trato que los bancos estadounidenses.


� Alemania, Australia, Brasil, Canadá, España, Francia, Japón, Reino Unido, Singapur y Taipei Chino.  Información en línea de la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos.  Consultada en:  http://www.cftc.gov/cftc/cftcreports.htm.


� Departamento de Transporte, Oficina de Estadísticas de Transporte.  Consultada en http://www.transtats.bts.gov.


� Departamento de Transporte, Oficina de Estadísticas de Transporte.  Consultada en:  http://www.transtats.bts.gov.


� Información en línea de la Administración Federal de Aviación.  Consultada en:  http://www.faa.gov/airports_airtraffic/airports/airport_obligations/privatization/.


� Estadísticas en línea del Departamento de Transporte.  Consultadas en:  http://www.transtats.bts.gov/HomeDrillChart_Month.asp?Sel_Year=2007&Arr_Del=1&Sel_Carrier=000&Sel_Airport=000&URL_SelectYear=&URL_SelectMonth=.


� Aviation Congestion and the Way Forward:  No More Delay.  Observaciones del Secretario de Transporte Mary Peters en el Club Aero de Washington, Washington, D.C., 22 de enero de 2008.  Consultada en:  http://www.dot.gov/affairs/peters012208.htm.


� Federal Aviation Administration, Policy Regarding Airport Rates and Charges:  Notice of proposed amendment [Docket No. FAA-2008-0036] RIN 2120-AF90].  FR volumen 73, Nº 12, 17 de enero de 2008.


� Información en línea de la Administración Federal de Aviación.  Consultada en:  http://www.faa.gov.


� Departamento de Transporte, Oficina de Análisis de Aviación, Programa de Servicios Aéreos Esenciales.  Consultada en:  http://ostpxweb.dot.gov/aviation/X-50%20Role_files/EAS.htm#Reports.


� La lista de los acuerdos de cielos abiertos suscritos por los Estados Unidos puede consultarse en:  http://www.state.gov/e/eeb/rls/othr/2007/22281.htm.


� MARAD (2007c).


� Las exportaciones totalizaron 46.300 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones ascendieron a 65.300 millones.  Información en línea de la BEA.  Consultada en:  http://www.bea.gov/bea/international/bp_web/simple.cfm?anon=240&table_id=3&area_id=3.


� Información en línea de la Oficina de Estadísticas de Transporte.  Consultada en:  http://www.bts.gov/publications/americas_container_ports/ pdf/entire.pdf.


� Información en línea de la MARAD.  Consultada en:  www.marad.dot.gov/MARAD_statistics.


� Documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.


� Información en línea de la MARAD.  Consultada en:  http://www.marad.dot.gov/welcome/ mission.html.


� Información en línea de la FMC.  Consultada en:  http://www.fmc.gov.


� Véase una descripción de estas actividades en FMC (2006).


� MARAD (2007a).


� Por ejemplo, la Ley Pública 87-77 autoriza el transporte de pasajeros y mercancías en buques canadienses entre puertos de Alaska y el resto de los Estados Unidos y la Ley Pública 98�563 permite el transporte de pasajeros entre Puerto Rico y otros puertos de los Estados Unidos en buques de pabellón extranjero.  Además, las expediciones de carga por vía acuática entre las Islas Vírgenes estadounidenses y otros puertos de los Estados Unidos pueden ser realizadas por buques de pabellón extranjero, y el comercio con Guam y otros territorios estadounidenses del Pacífico puede realizarse mediante buques de pabellón estadounidense construidos en el extranjero siempre que cumplan los requisitos en cuanto a la propiedad y la tripulación.


� MARAD (2007).


� FMC (2006).


� Comisión Marítima Federal, Empresas de transporte controladas en virtud de la Ley de Transporte Marítimo de 1984, Notificación, 5 de mayo de 2005.  Consultada en:  http://www.fmc.gov/home/ UpdatedControlledCarrierList.asp.


� Información en línea de la MARAD.  Consultada en:  http://www.marad.dot.gov/Programs/msp/.


� Oficina de Análisis Estadístico y Económico de la Administración Marítima.


� Los organismos pueden optar por porcentajes preferenciales más altos.  Véase la información en línea de la MARAD.  Consultada en:  http://www.marad.dot.gov/offices/cargo/laws.htm.


� Gobierno de los Estados Unidos (2006).


� La diferencia del flete marítimo es la diferencia entre el costo de transportar carga en un buque de pabellón estadounidense y transportar esa misma carga en un buque de pabellón extranjero.


� Información en línea de la MARAD.  Consultada en:  http://www.marad.dot.gov/offices/cargo/PR17 waivers.html.


� Información en línea de la MARAD.  Consultada en:  http://www.marad.dot.gov/Headlines/ factsheets/PDF%20 Versions/Port%20Development-FS.pdf.


� Documento S/C/W/71 de la OMC, de 24 de noviembre de 1998.


� Departamento de Seguridad del Territorio Nacional de los Estados Unidos (2007).


� BEA (2007e).


� Información en línea del Departamento de Educación de los Estados Unidos.  Consultada en:  http://www.ed.gov/about/offices/list/ous/international/usnei/us/edlite-state-reg.html.


� Información en línea del Departamento de Educación de los Estados Unidos.  Consultada en:  http://www.ed.gov/about/offices/list/ ous/international/usnei/us/edlite-uscompauth.html.


� Documento WTO/TPR/M/160/Add 1 de la OMC, de 15 de junio de 2006, página 365.


� Williams y Nersessian (2007).


� Información en línea de los Servicios de Inmigración y Ciudadanía de los Estados Unidos.  Consultada en:  http://www.uscis.gov/portal/site/uscis/menuitem.eb1d4c2a3e5b9ac89243c6a7543f6d1a/ ?vgnextoid=1847c9ee2f82b010VgnVCM10000045f3d6a1RCRD&vgnextchannel=1847c9ee2f82b010VgnVCM10000045f3d6a1RCRD.


� Declaración de Acción Administrativa de la Ley de Aplicación del Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos y Chile.  Consultada en:  http://waysandmeans.house.gov/media/pdf/chile/ hr2738ChileSAA7�15�03.pdf.


� Información en línea de la Embajada de los Estados Unidos en Singapur.  Consultada en:  http://singapore.usembassy.gov/fta _visas.html.


� BEA (2007e).


� Información en línea del Instituto estadounidense de Contadores Públicos Autorizados.  Consultada en:  http://www.aicpa.org/.


� Talley (2006).


� Información en línea del Consejo de Supervisión de la Contabilidad de las Empresas que Cotizan en Bolsa.  Consultada en:  http://www.pcaobus.org/.


� Rittenberg y Miller (2005).


� Testimonio del Presidente de la Comisión de Bolsa y Valores de los Estados Unidos William H. Donaldson ante el Comité de Servicios Financieros de la Cámara de Representantes sobre las repercusiones de la Ley Sarbanes�Oxley, 21 de abril de 2005.  Consultada en:  http://www.sec.gov/news/testimony/ ts042105whd.htm.


� Cunningham (2006).


� Información en línea del Rutgers Accounting Web.  Consultada en:  http://raw.rutgers.edu/raw/ internet/ big5.htm.


� Información en línea del Instituto estadounidense de Contadores Públicos Autorizados.  Consultada en:  http://www.aicpa.org/.


� Hay un consejo para cada uno de los 50 Estados, más el Distrito de Columbia, Puerto Rico, las Islas Vírgenes estadounidenses, Guam, y las Islas Marianas del Norte.  Información en línea de la Asociación Nacional de Consejos Estatales de Contabilidad.  Consultada en:  http://www.nasba.org/nasbaweb/ NASBAWeb.nsf/WPANP.


� Instituto Estadounidense de Contadores Públicos Autorizados (2004).


� Véase, acerca de Alabama, � HYPERLINK "http://www.alabamaadministrativecode.state.al.us/docs/acc/4ACC.RTF" ��http://www.alabamaadministrativecode.state.al.us/docs/acc/4ACC.RTF�;  y, acerca de Carolina del Norte, http://www.nccpaboard.gov/Clients/NCBOA/Public/Static/license.htm#_North_ Carolina_Accountancy.


� BEA (2007e).


� En el Distrito de Columbia, Indiana, Michigan, Minnesota, Mississippi, Nueva Jersey, Ohio, Dakota del Sur y Tennessee se exige tener una oficina establecida en el Estado.  En Iowa, Kansas, Massachusetts, Michigan, Minnesota, Mississippi, Nebraska, Nueva Jersey, Nueva Hampshire, Oklahoma, Rhode Island, Dakota del Sur, Vermont, Virginia, y Wyoming se exige residir en los Estados Unidos.


� U.S. Economic Census, 2002.  Consultada en:  http://www.census.gov/econ/census02/ index.html.


� Documento TN/S/W/37, S/CSC/W/46 de la OMC, de 24 de febrero de 2005.


� Alaska, California, Connecticut, Distrito de Columbia, Florida, Georgia, Hawai, Illinois, Michigan, Minnesota, Nueva Jersey, Nueva York, Ohio, Oregón, Texas, y Washington.


� Arizona, Delaware, Idaho, Indiana, Luisiana, Massachusetts, Missouri, Nuevo México, Carolina del Norte, Dakota del Norte, Pensilvania, Carolina del Sur y Utah.


� Departamento de Justicia de los Estados Unidos, "United States Attorneys' Manual".  Consultado en:  � HYPERLINK "http://www.usdoj.gov/usao/eousa/foia_ reading_room/usam/index.html" ��http://www.usdoj.gov/usao/eousa/foia_reading_room/usam/ index.html�.


� Véanse las normas de admisión en:  http://www.abanet.org.


� A Lawyer's Guide to the United States.  Consultada en:  http://www.lexmundi.com/images/ lexmundi/PDF/guide-unitedstates.PDF.


� Williams y Nersessian, (2007e).


� BEA (2007e).


� Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos� (NCARB) (1999).


� Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos (�NCARB) (2007).


� Información en línea del Consejo Nacional de Acreditación de Arquitectos.  Consultada en:  http://www.naab.org/newsletter1727/newsletter_show .htm?doc_id=14327.


� AIA International Enews, "NCARB Fosters International Mobility".  Consultada en:  http://www.aia.org /nwsltr_intl.cfm?pagename=intl_a_ncarb_07.


� Idaho, Iowa, Kansas, Maine, Mississippi, Nevada, Oklahoma, Carolina del Sur, Dakota del Sur, Tennessee, Texas, y Virginia Occidental.


� Para una lista de los sitios de ingeniería de los Estados véase:  http://www.nspenetforum.org/ eweb/Dynamic Page.aspx?Site=NSPE1&Webcode=state_society_website.


� Información en línea del Consejo Nacional de Examinadores de Ingeniería y Agrimensura.  Consultada en:  http://www.ncees.org/licensure/licensing_boards/.


� Información en línea del Consejo Nacional de Examinadores de Ingeniería y Agrimensura.  Consultada en:  http://www.ncees.org/exams/.


� Información en línea de la Sociedad Nacional de Ingenieros Profesionales.  Consultada en:  http://www.nspe.org/pd-home.asp.


� Información en línea del Consejo de Práctica Internacional de la Ingeniería de los Estados Unidos�.  Consultada en:  http://www.usciep.org/.





